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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 18 de febrero de 2014. 


La COMISIÓN PERMANENTE se reunirá en ré- 
gimen de Comisión General, el próximo jueves 20 de 
febrero, a la hora 10:00, a fin de informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1.2) Recibir a los señores Ministros de Industria, 
Energía y Minería Roberto Kreimerman y de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente Fran- 
cisco Beltrame, a fin de informar acerca del contra- 
to de minería de gran porte que habrá de celebrarse 
próximamente, entre el gobierno y la empresa minera 
Aratirí. 


2.) Informes de la Comisión Especial para el Es- 
tudio de Venias de Designación, relacionados con las 
solicitudes de venia remitidas por el Poder Ejecutivo, 
a fin de designar: 
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10) Comparecencia del señor Ministro 
de Relaciones Exteriores, doctor Luis 


— Aprobación. 


11) Comparecencia de los señores Minis- 
tros de Industria, Energía y Minería, 
Roberto Kreimerman y de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, Francisco Beltrame, a fin de in- 
formar acerca del contrato de minería 
de gran porte que habrá de celebrar- 
se próximamente, entre el Gobierno 
y la empresa minera Aratirí............... 1011 


12) Informes de la Comisión Especial para 
el estudio de Venias de Designación, re- 
lacionadas con las solicitudes de venias 
remitidas por el Poder Ejecutivo, a fin 
de designar: en calidad de Embajador 
Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno de la Repú- 
blica de Austria, al doctor Bruno Javier 
Faraone Machado; y, en calidad de Em- 
bajadora Extraordinaria y Plenipoten- 
ciaria de la República ante el Gobierno 
de la República del Ecuador, a la escri- 


bana Lilián Zulma Silveira Faraco......... 1134 
— Aprobación. 
13) Levantamiento de la sesión.................. 1139 


- en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante el Gobierno de la 
República de Austria, al doctor Bruno Javier Faraone 
Machado. 

Carp. n.* 99/2014 — Rep. n.* 41/2014 


- en calidad de Embajadora Extraordinaria y Ple- 
nipotenciaria de la República ante el Gobierno de la 
República del Ecuador, a la escribana Lilián Zulma 
Silveira Faraco. 

Carp. n.* 100/2014 — Rep. n.* 42/2014 


José Pedro Montero 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario”. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Carlos Moreira, 
y Ope Pasquet y los señores Representantes Pablo 
Abdala, Alberto Casas, Orquídea Minetti, 
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Iván Posada, Víctor Semproni, Daisy Tourné y 
Horacio Yanes. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 6). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que 
solicita la venia correspondiente para designar como 
Miembro Integrante Militar de la Suprema Corte de 
Justicia, a los efectos previstos en el artículo 508 del 
Código de Procedimiento Penal Militar, en la redac- 
ción dada por el artículo 3.* de la Ley n.” 14.099, de 
22 de diciembre de 1972, al señor Coronel (Nav.) en 
situación de retiro, Fredy Timoteo Prieto González. 

-A LA COMISIÓN ESPECIAL PARA EL ESTUDIO 
DE LAS VENIAS DE DESIGNACIÓN. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite res- 
puesta a un pedido de informes solicitado por el señor 
Legislador José Cardoso, relacionado con el pago de 
subsidios de cargos políticos de particular confianza. 

-OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA AL SEÑOR 
LEGISLADOR CARDOSO. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite res- 
puesta de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), a un pedido de informes solicitado 
por el señor Legislador Pedro Bordaberry, hecho suyo 
por la Cámara de Senadores el 25 de setiembre de 
2012, relacionado con la situación de las Escuelas de 
Tiempo Completo. 

OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR LEGISLADOR BORDABERRY. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite 
respuesta ampliatoria de la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), a un pedido de 
informes solicitado por los señores Legisladores José 
Amorín, Eduardo Lorier, Constanza Moreira, Gustavo 
Penadés y Enrique Rubio, hecho suyo por la Cámara 
de Senadores el 7 de agosto de 2012, referido al 
estado de las herencias yacentes establecidas en el 
artículo 428 del Código General del Proceso y que 
de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 669 de la 
Ley n.* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, están en 
posesión del referido Organismo. 

OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LOS 
SEÑORES LEGISLADORES AMORÍN, LORIER, MO- 
REIRA, PENADÉS Y RUBIO. 


COMISIÓN PERMANENTE 


1001-C.P 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas re- 
mite las siguientes notas: 


e relacionada con una exposición escrita presen- 
tada por el señor Legislador Gerardo Amarilla, solici- 
tando la construcción de una ciclovía, desde la ciu- 
dad capital del departamento de Rivera hasta Parada 
Medina, ubicada en el kilómetro 460 de la ruta n.? 5. 


e relacionada con una exposición escrita presen- 
tada por el señor Legislador José Amy, solicitando la 
construcción de un nuevo puente simultáneo al ya 
existente en la ciudad de Dolores, departamento de 
Soriano. 


e relacionada con una exposición escrita presen- 
tada por el señor Legislador Miguel Otegui, relacio- 
nada con la expropiación de dos inmuebles, ubica- 
dos en la 4.? Sección Catastral del departamento de 
Paysandú. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente remite nota relacionada con 
una exposición escrita presentada por el señor Le- 
gislador José Arocena, referida a la instalación de un 
cajero automático del Banco de la República Oriental 
del Uruguay, en la localidad de Valentines, departa- 
mento de Florida. 

—TÉNGANSE PRESENTES. 


La Comisión Especial para el Estudio de Venias de 
Designación eleva informadas las solicitudes de venia 
remitidas por el Poder Ejecutivo, a fin de designar: 


e en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante el Gobierno de la 
República de Austria, al doctor Bruno Faraone Ma- 
chado. 


e en calidad de Embajadora Extraordinaria y Ple- 
nipotenciaria de la República ante el Gobierno de la 
República del Ecuador, a la escribana Lilián Silveira 
Faraco. 

-HAN SIDO REPARTIDAS Y ESTÁN INCLUIDAS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY”. 


4) NECESIDAD DE QUE EL GOBIERNO 
CENTRAL BRINDE APOYO ECONÓMICO AL 
DEPARTAMENTO DE CANELONES 


SEÑOR PRESIDENTE.-Se entra a la Media Hora 
Previa. 


Tiene la palabra el señor Legislador Yanes. 
SEÑOR YANES.- Señor Presidente: el exceso de 


lluvias en todo el país, especialmente en mi departa- 
mento, ha dejado al desnudo una serie de problemas 
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de fondo, que ya fueron planteados en este ámbito, 
inclusive, cuando concurrió a Sala el señor Ministro 
Aguerre, pero nosotros queremos ir más allá. Que- 
remos llamar la atención del sistema político, de los 
colegas y de la opinión pública por cuanto el depar- 
tamento de Canelones necesita apoyo, mucho más 
allá de la emergencia vial y productiva. En la ciudad 
de San Ramón era común que se cortara la ruta por 
las crecidas del río Santa Lucía; hoy la planta urbana 
se inunda por el exceso de lluvias, porque el sistema 
previsto es incapaz de evacuar las aguas rápidamen- 
te, a pesar de que las calles son de hormigón y tienen 
cunetas. 


Otra zona problemática es la costa de Canelones, 
por ejemplo, Parque del Plata, La Floresta, Neptunia, 
por efecto de la erosión de las aguas y la desemboca- 
dura de los arroyos Solís Chico y Pando; alcanza con 
comparar fotografías actuales con las de hace veinte 
años para comprobar que la desembocadura de los 
arroyos se ha ido moviendo, inclusive, hasta una cua- 
dra tierra adentro. Asimismo, Salinas norte, y Marin- 
dia norte necesitan trabajo de ingeniería profunda. 


Esta es una de las razones que justifica este plan- 
teo y la necesidad de que en el futuro el Gobierno 
central apoye económica y financieramente al depar- 
tamento de Canelones en forma distinta a la actual. 


Se dice que Canelones es importante para ganar 
las elecciones, para el desarrollo del país y del área 
metropolitana, pero no se dice que el Aeropuerto In- 
ternacional de Carrasco está en Canelones y el de- 
partamento no cobra ningún canon por ello, como 
ocurre en casi todos los aeropuertos del mundo. 


Además, Canelones es la vía de entrada y salida 
de la capital, prácticamente la sede de la granja na- 
cional, ya que produce el 70 % del vino del país; es la 
sede de la logística del país, pues la ruta 101, por la 
planificación que se ha hecho, es meramente logísti- 
ca y allí se han instalado empresas que abastecen a 
Montevideo, al Aeropuerto de Carrasco y al Puerto de 
Montevideo. 


Entonces, llamamos la atención porque la forma 
en que el Gobierno central distribuye las economías 
no es justa, habida cuenta del rol que cumple el de- 
partamento de Canelones. Las Intendencias no son 
autosuficientes desde el punto de vista financiero, y 
ese problema lo tienen todas las Comunas. Por eso, 
es muy importante que este Gobierno haya logrado 
los acuerdos necesarios para que la Tasa de Alum- 
brado Público sea cobrada por el Gobierno central 
para financiar la renovación de las líneas y la instala- 
ción de alumbrado, quitando la responsabilidad a las 
Intendencias. También es muy importante que este 
Gobierno haya logrado los acuerdos para tener una 
patente única para ir resolviendo la “guerra de las 


COMISIÓN PERMANENTE 


20 de febrero de 2014 


patentes” —que tiene otros capítulos— en beneficio de 
la gente. 


Hoy llamamos la atención a los Poderes públicos, 
que en el futuro seguirán generando políticas pú- 
blicas, porque el departamento de Canelones, como 
otros, pero, en particular, Canelones, va a necesitar 
apoyos económicos directos, especiales, del Gobierno 
central para trabajos de ingeniería, de control de me- 
dio ambiente y de planificación física de su territorio. 
No estamos pidiendo limosna ni ayudas puntuales, 
sino un flujo de dinero que fortalezca el presupuesto 
departamental, porque más de 500.000 habitantes y 
el servicio que Canelones aporta al país merecen ser 
considerados de manera distinta. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea enviada a la Presidencia de la República, al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, al Congreso de Intendentes, atodas las Juntas 
Departamentales, a la Intendencia Departamental de 
Canelones y a la Junta Departamental de Canelones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) PREOCUPACIÓN DE LOS VECINOS DE 
LA CIUDAD VIEJA POR LOS SUCESIVOS 
DELITOS EN ESA ZONA 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: en los 
últimos días se conocieron los resultados de una 
modificación o innovación que el Ministerio del 
Interior incorporó en la Ciudad Vieja, vinculada con 
la prevención de los delitos, como es la colocación de 
cámaras de vigilancia. De acuerdo con las estadísticas 
que se conocieron, esta nueva modalidad de combate 
contra la delincuencia habría arrojado resultados 
favorables, dado que mensurado el último mes y 
medio, básicamente, el período comprendido entre el 
23 de diciembre del año 2013 y el 11 de febrero de 
2014 y comparado con igual período del año anterior, 
se habría producido un 43 % menos de rapiñas y de 
hurtos en la zona de la Ciudad Vieja, circunstancia 
que el Gobierno y el Ministerio del Interior han 
celebrado. Asimismo, han anotado, en función de 
esto, que se ha producido una suerte de corrimiento 


20 de febrero de 2014 


de los delitos y de la actividad de los delincuentes por 
esta circunstancia. 


Esto nos parece muy bien. Sin embargo, entende- 
mos que no se debe desconocer que la actividad de- 
lictiva, los delitos en general, reconocen distintas mo- 
dalidades, características y ocasiones, más allá de la 
mera circunstancia del hurto o la rapiña tradicional. 


En ese sentido, quiero señalar que casualmente 
en ese mismo período, en la madrugada del sábado 8 
de febrero, se produjo un episodio muy desgraciado 
en la Ciudad Vieja, en un local bailable de la calle 
Rincón. Un vehículo que transitaba por esa calle, por 
el frente del local bailable, descerrajó dieciséis tiros, 
acción que produjo heridas a dos personas, entre 
ellas, a una madre que inocentemente concurría a 
buscar a su hija al local. 


Obviamente, en este caso no valieron las cámaras 
ni el nuevo sistema de vigilancia para prevenir la ac- 
ción delictiva, la acción violenta, que produjo daño, 
por lo menos, a dos ciudadanos y que generó una 
situación preocupante desde el punto de vista de la 
seguridad pública. 


Este tipo de situaciones y de acciones no es nuevo 
en la Ciudad Vieja. No transcurrieron seis meses para 
que esta situación se repitiera, ya que a fines del mes 
de julio aconteció una situación similar en un local 
de la calle Juncal. Pocos días después de ese mes de 
julio, en la Plaza Matriz —también en la Ciudad Vie- 
ja-, se produjo una violación a una mujer que volvía, 
precisamente, de participar de una actividad en un 
local de estas características. 


Por lo tanto, estamos frente a una realidad que es 
preocupante por lo que representa en sí misma, pero 
también por los daños que provoca en un entorno que 
seguramente estaremos de acuerdo que hay que pre- 
servar; y no solo preservar sino, en la medida de lo 
posible, potenciar desde el punto de vista del valor 
patrimonial, cultural e histórico que tiene y de lo que 
en esa perspectiva puede representar como destino 
turístico y como ámbito para el desarrollo de la acti- 
vidad nocturna, en términos que desde el punto de 
vista comercial y social resulten provechosos, favora- 
bles y convenientes. 


Por eso, en esta instancia queremos dar estado 
parlamentario a un reclamo de los vecinos de la Ciu- 
dad Vieja, que el señor Concejal del Municipio B, Ma- 
rio Copetti, se encargó de trasladar y presentar en el 
ámbito del Concejo Municipal B, y que fue motivo 
de análisis por parte del Concejo Vecinal del Centro 
Comunal Zonal n.” 1, que implica solicitar o excitar el 
celo a las autoridades, en particular, a las autoridades 
competentes —obviamente, en este caso, la competen- 
cia directa es del Ministerio del Interior, pero también 
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la Intendencia de Montevideo tiene mucho para ha- 
cer al respecto- en cuanto a la necesidad de tomar 
medidas que apunten a sofocar, prevenir y evitar este 
tipo de situaciones que producen daños, diría múlti- 
ples, porque sin ninguna duda dañan a las personas 
y los bienes involucrados en cada episodio y en cada 
acción y, asimismo, generan efectos negativos desde 
el punto de vista vecinal y social. 


El Concejal Copetti solicitó el establecimiento de 
vallas en las esquinas de estos locales durante las no- 
ches y los días en que desarrollan su actividad, a efec- 
tos de cortar el tránsito vehicular en la cuadra en la 
que específicamente se ubican estos locales. 


Obviamente, es necesario más patrullaje a efectos 
de la prevención. Nos ha llamado poderosamente la 
atención que frente al episodio del 8 de febrero, la 
Unicom, que es el órgano de difusión del Ministerio 
del Interior, a través de su titular, señor Fernando Gil, 
simplemente dijera que el establecimiento de cáma- 
ras implica una nueva forma de patrullaje. Me da la 
impresión de que en esto hay una expresión resigna- 
da, entendiendo que por la vía de colocar las cámaras 
todo estará resuelto y solucionado. 


Creo que estamos ante un tema que, repito, implica 
la preocupación por varios bienes jurídicos tutelados de 
carácter individual y de carácter colectivo. Lamentable- 
mente, aquel renacimiento que la Ciudad Vieja había 
tenido en los últimos años, fundamentalmente en su 
vida nocturna, en los últimos tiempos parece haberse 
deprimido o desaparecido. Entendemos que esto debe 
ser objeto de preocupación por parte de las autoridades 
públicas por las razones que señalamos hace algunos 
minutos y que no queremos repetir para no cansar a los 
integrantes de la Comisión Permanente. 


Queremos trasladar al Cuerpo y, por esta vía, a 
las autoridades del Poder Ejecutivo y a las autorida- 
des competentes, la preocupación de los vecinos de la 
Ciudad Vieja, materializada en el planteo que el Con- 
cejal Copetti realizó en los últimos días en el ámbito 
de la autoridad municipal. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras se remita a los Ministerios del Interior y de Tu- 
rismo y Deporte, a la Intendencia de Montevideo, a 
la Junta Departamental de Montevideo, al Concejo 
Municipal del Municipio B y al Concejo Vecinal del 
Centro Comunal Zonal n.* 1. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 


9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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6) PROBLEMAS PLANTEADOS POR LOS 
ESTUDIANTES DE LA LICENCIATURA EN 
OFTALMOLOGÍA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador Casas. 


SEÑOR CASAS.- Señor Presidente: nos vamos a 
referir a una situación planteada con respecto a la ca- 
rrera de Licenciatura en Oftalmología, perteneciente 
a la Escuela Universitaria de Tecnología Médica de la 
Facultad de Medicina, que se lleva a cabo en el Hospi- 
tal de Clínicas y consta de cuatro años de formación. 


Hemos recibido información según la cual hasta 
el año 2012 esta carrera estuvo dirigida por el doc- 
tor Fernando Pintos, fecha en la que comenzó a ser 
dirigida por el licenciado Agustín Pizzichillo. Se de- 
nuncia que el docente Grado 2, encargado del curso, 
en ningún momento asistió a las clases prácticas, de- 
jándolas en mano de los docentes Grado 1, ayudantes 
del curso. 


En cuanto a las clases teóricas, se nos señala 
que debían dictarse por plataforma virtual y que el 
modo en que se utilizó esta vía de enseñanza teóri- 
ca fue bastante irregular. En la denuncia se aclara, 
en primer lugar, que el material teórico brindado a 
los alumnos fueron unos pocos libros recomendados 
y repartidos hechos en presentación PowerPoint, que 
prácticamente no brindaban información sobre los 
temas, sino apenas una visión superficial. El material 
necesario para comprender bien los temas y profundi- 
zar en ellos debía ser buscado por los estudiantes, ya 
que las preguntas que el docente realizaba en el sis- 
tema virtual exigían un mayor grado de conocimiento 
y profundización de los temas, que no se encontraba 
disponible en el material brindado por el profesor. 


Asimismo, se señala que el sistema de enseñan- 
za solo consistió en preguntas; para contestarlas se 
debía hacer una búsqueda en Internet, ya que no se 
contaba con el material indicado 


Las devoluciones de las respuestas de cada alum- 
no nunca fueron evaluadas. Este sistema de pregun- 
tas se realizaba en forma muy esporádica; comenzó 
en el mes de abril y terminó en julio del año 2013, por 
lo que solo se evaluaron los temas correspondientes 
al primer semestre. Los correspondientes al segundo 
semestre en ningún momento fueron evaluados. De 
todos modos, este sistema no tuvo utilidad, ya que 
nunca hubo una devolución por parte del docente. 
Tampoco se respondieron las consultas hechas por los 
estudiantes en el foro de dudas de la plataforma. El 
sistema entró en desuso a partir del mes de agosto. 


En tercer lugar, al no concurrir nunca durante el 
año a la parte práctica, la parte teórica no existió: los 
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alumnos se convirtieron en autodidactas. El docente 
no conoce al alumno ni lo que este rindió durante el 
año. Acerca de la preparación, podemos decir que los 
alumnos asisten con escasa frecuencia a la semana, 
dos o tres veces, dado que el curso fue planificado 
de esa manera por la cantidad de alumnos. Estamos 
hablando de la Generación 2013. Se les dijo que se 
realizarían convenios en los hospitales Saint Bois y 
Pasteur para realizar allí clases prácticas, lugares a 
los que nunca asistieron. Si esto se cumpliera, permi- 
tiría tener una mayor carga horaria de clases prácti- 
cas, muy necesaria para dichos estudiantes. 


El tenor de los reclamos que se nos ha proporcio- 
nado y en función de la situación lleva a un estado 
de ánimo particular de los alumnos, que los afecta 
tanto personalmente como en el ámbito familiar, en 
el entendido de que son muchos los estudiantes que 
han hecho esfuerzos significativos desde todo punto 
de vista. Sin ánimo de interferir con el grado de au- 
tonomía que la enseñanza tiene, aspiramos a que se 
estudie la viabilidad de corregir dicha situación. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra, a la UdelaR, a la Facultad de Medicina y a los gre- 
mios de profesores y estudiantes de dicha Facultad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va votar el trámite so- 
licitado. 


(Se vota:) 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) CEREMONIA DE CONMEMORACIÓN DEL 
89.? ANIVERSARIO DEL COMANDO DE LA 
AVIACIÓN NAVAL 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: el pasado 
14 de febrero, aceptando una invitación del Coman- 
do de la Aviación Naval, concurrimos a la ceremonia 
de conmemoración del 89.” aniversario del Comando 
de la Aviación Naval, que se encuentra instalado en 
la Base Naval n.? 2, en las cercanías de la Laguna 
del Sauce. 


El servicio fue creado por la Ley n.* 7.819, de 7 
de febrero de 1925, bajo la Presidencia del ingenie- 
ro José Serrato y ocupando los cargos de Ministro de 
Guerra y Marina, el Coronel Roberto P. Riveros y de 
Director General de Marina, el Capitán de Navío José 
Aguiar. 
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El Capitán de Navío Gonzalo Ciganda Brasca, Jefe 
de la Base, hizo una intervención muy pormenoriza- 
da, en la que se refirió a aspectos históricos del de- 
sarrollo y crecimiento de la Marina Naval en el Uru- 
guay, a sus precursores, al estado de situación actual 
y a algunas de sus perspectivas futuras. Mencionó, 
entre otros, al Capitán Franz Ruete, que en 1911 ob- 
tuvo el Brevet de piloto aeronauta en Berlín. Asimis- 
mo, se refirió al Capitán de Navío A. Frigerio, marino 
que, luego de estudiar mediante una beca en la Es- 
cuela Militar de Aviación en Aviano, Italia, se capacitó 
como el primer piloto militar uruguayo. Otro de los 
referentes en los inicios fue el Capitán Julio César 
Poussin, que en febrero de 1933 ingresa a la Escuela 
Superior de Aerotécnica en Madrid, egresando como 
ingeniero aeronáutico en diciembre de 1935. Luego, 
sigue historiando el material. 


La primera Base Aeronaval estuvo en la isla Li- 
bertad, en la bahía de Montevideo, donde se constru- 
yeron las primeras instalaciones. Posteriormente, en 
1943, la Base Aeronaval n.” 2 se trasladó a su actual 
ubicación, en la costa de la Laguna del Sauce, y fue 
inaugurada el 10 de setiembre de 1947. 


Más adelante, el Capitán de Navío Ciganda Brasca, 
en su alocución, reseña que la década del cincuenta 
fue una época de oro en la que se incorporaron varias 
decenas de aeronaves, y resaltó la labor preponderan- 
te del Capitán Horacio del Pilar Bogarin, que fue el 
Jefe del servicio por catorce años, entre 1942 y 1956. 


La Armada tiene hoy jurisdicción sobre la Zona 
ZEE hasta las doscientas millas marinas, con posibili- 
dades de incrementar hasta las trescientas cincuenta 
millas marinas con el fin de la explotación de recur- 
sos. El puerto de Montevideo y el de Nueva Palmira 
hoy tienen tonelajes similares de movimiento de car- 
ga, lo que significa un trabajo muy importante, así 
como la presencia —en el primero- de alrededor de 
doscientos cruceros durante la temporada. 


El control de aguas jurisdiccionales, actuando con 
las unidades de la fuerza del mar y las dotaciones del 
Cuerpo de Fusileros Navales y de la Prefectura Naval, 
pone énfasis en la prevención de la pesca ilegal, de la 
contaminación, de la interferencia ilícita de buques y 
en el control de tráfico de mercancías peligrosas, de 
personas y del narcotráfico. 


La actual prospección e inminente explotación de 
gas y petróleo mediante plataformas en altamar son 
también tareas que, en perspectiva, generan grandes 
desafíos para la Armada Nacional. 


En la ceremonia, donde se encontraban presen- 
tes sus familias, se les entregaron a los Oficiales las 
alas con las cuales asumen la calidad de Aviadores 
Navales. 
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El Capitán de Navío Ciganda Brasca dijo también 
en su discurso que el Aviador Naval es un marino 
y, como tal, conoce profundamente el medio donde 
opera y está fuertemente ligado a las unidades nava- 
les de superficie, Fusileros Navales, bases costeras, 
puertos y prefecturas, demostrando en el teatro de 
operaciones una conciencia situacional inalcanzable 
para alguien que no lo sea. Es además, por formación 
común, un referente de las tradiciones y costumbres 
de la Armada Nacional. 


Quiero señalar, por último, que tengo el discurso 
completo, y si a algún Legislador le interesa conocer 
más en detalle la exposición realizada en esta cere- 
monia, con mucho gusto lo puedo suministrar. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras 
sea remitida al Ministerio de Defensa Nacional, a los 
Comandos del Ejército, de la Armada y de la Aviación 
Naval, y a las respectivas Comisiones de Defensa Na- 
cional del Senado y de la Cámara de Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 


-10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) MEDIDAS ADOPTADAS POR EL MINISTERIO 
DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
PARA PALIAR LAS CONSECUENCIAS DEL 
CAMBIO CLIMÁTICO 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador Semproni. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: voy a 
utilizar unos pocos minutos de la Media Hora Pre- 
via a los efectos de destacar algunas de las medidas 
que han sido tomadas por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca con el fin de preservar la activi- 
dad productiva de los sectores que generan productos 
alimenticios y también el mantenimiento de la cade- 
na alimentaria de la población. Ese paquete de medi- 
das que ha tomado el Ministerio, sin ninguna duda, 
sienta un precedente histórico en el país. No recor- 
damos que en ninguna de las situaciones lamentables 
que el país vivió, en función de problemas climáticos 
como los que estamos soportando, se hayan tomado 
medidas como las que actualmente impulsa el Minis- 
terio hacia estos objetivos que señalamos. 


Nos importa destacar dos medidas que nos pa- 
recen sumamente positivas y originales. En primer 
lugar, el incentivo de la utilización de seguros que 
atiendan determinados siniestros que se generen en 
la actividad productiva. Se trata de seguros nuevos, 
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que hoy no existen, que tienen un costo elevado por 
todo lo que abarcan. El Ministerio ha resuelto sub- 
sidiar la atención de las primas de esos seguros a 
los productores como forma de resolver el problema 
cuando ocurren determinados siniestros en la pro- 
ducción. 


Como decía, esto es histórico, porque nunca antes 
se tomaron este tipo de medidas. El Ministerio ha re- 
suelto incentivar los seguros para que, ante cualquier 
tipo de desastre, todos aquellos que tienen produccio- 
nes aseguradas no reciban otro tipo de ayudas, por- 
que es la mejor forma de incentivar la contratación 
de seguros. 


La segunda propuesta también nos parece suma- 
mente razonable, y tiene que ver con los dos sectores 
más afectados de la producción, es decir, la horticul- 
tura y la vitivinicultura. Este último va a tener un 
gran problema debido al muy bajo grado de alcohol 
que tendrá la cosecha de uva y al agregado de azúcar 
en la producción de vino eso se está reclamando por 
parte de algunos sectores de la producción, lo que 
ha sido totalmente rechazado por parte del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. Dicho agregado de 
azúcar puede implicar que ese vino no sea viable para 
cubrir la cantidad de litros que Uruguay puede ex- 
portar en función de los nichos obtenidos en el plano 
internacional. 


Por otro lado, la propuesta planteada para recu- 
perar la producción de uva y alcanzar el objetivo de 
defensa y atención de la actividad productiva tiene 
que ver con la compra de esa cosecha de uva con 
baja graduación alcohólica y su traslado a la planta de 
producción de ALUR, que se encuentra en el norte. 
Allí se producirá alcohol vínico, con el que luego se 
podrá levantar el nivel de alcohol de la producción de 
vino, lo que permitirá que quede en condiciones para 
atender el mercado interno pero, fundamentalmente, 
ser exportada sin dificultades. 


Solo quería destacar estos dos aspectos relativos a 
la política que viene llevando adelante el Ministerio 


de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a dicho Ministerio. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 
9 en 9. Afirmativa.- UNANIMIDAD. 


Ha finalizado la Media Hora Previa. 
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9) COMPARECENCIA DEL SEÑOR MINISTRO 
DE DESARROLLO SOCIAL, ECONOMISTA 
DANIEL OLESKER 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una mo- 
ción presentada por la señora Legisladora Minetti. 


(Se lee:) 


“Mociono para que al amparo de lo establecido por 
el artículo 119 de la Constitución de la República se 
convoque, en régimen de Comisión General, al señor 
Ministro de Desarrollo Social, a fin de que informe 
acerca de los resultados de los programas principales 
del Ministerio a su cargo, su evaluación, sus costos y 
los impactos esperados en todo el territorio nacional”. 


—En discusión. 
SEÑORA MINETTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Legisladora. 


SEÑORA MINETTI.- Señor Presidente: visto que 
durante este período varios Ministros integrantes del 
Poder Ejecutivo han sido convocados para concurrir a 
la Comisión Permanente, la Bancada del Frente Am- 
plio realizó una evaluación y creyó conveniente solici- 
tar la presencia, en régimen de Comisión General, tal 
como dice la moción, del señor Ministro de Desarrollo 
Social. 


Dicho Ministerio tiene programas que tocan muy 
de cerca al sector más vulnerable de nuestra socie- 
dad. Por lo tanto, consideramos importante contar 
con la presencia en este Recinto del señor Ministro, a 
efectos de que haga referencia a los diversos progra- 
mas que lleva adelante ese Ministerio. En realidad, 
no solo queremos conocer sus costos, sino también 
contar con la evaluación realizada por el señor Minis- 
tro de la trayectoria que han seguido estos programas. 


Asimismo, pretendemos que todos los partidos po- 
líticos que integran la Comisión Permanente tengan 
la oportunidad de realizar preguntas al señor Minis- 
tro. 


Las versiones taquigráficas son documentos públi- 
cos, y es importante que la gente común la conozca; 
como Representantes nacionales, podemos utilizar 
esa herramienta, a fin de contar con información fiel, 
brindada por los actores que llevan adelante esos pro- 
gramas. 


Por lo tanto, si el Cuerpo está de acuerdo, solicita- 
mos que se apruebe la moción, a fin de que la Comi- 
sión Permanente pueda recibir al señor Ministro. Por 
supuesto, dejamos en manos del señor Presidente la 
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coordinación con el Ministerio para acordar el día de 
su visita. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: nosotros va- 
mos a votar afirmativamente la moción presentada 
por la señora Legisladora Minetti, porque el planteo 
nos parece bien interesante, provechoso y oportuno, 
por varias razones. 


En primer lugar, creo que la moción promovida 
por la Bancada del Frente Amplio confirma lo que 
venimos sosteniendo desde fines del año pasado, 
cuando se constituyó esta Comisión Permanente. Me 
refiero a que este órgano parlamentario, que tiene 
competencia durante el receso, es un ámbito idóneo, 
apropiado y adecuado para generar instancias de aná- 
lisis y debate que impliquen la comparecencia y la 
presencia informativa y reflexiva de los señores Mi- 
nistros, de los señores Secretarios de Estado. 


Cuando el Partido Nacional y los demás partidos 
de la oposición promovimos este tipo de convocato- 
rias, en algún momento se insinuó que ello obedecía 
a que iniciábamos el año electoral y a que, por lo tan- 
to, los partidos de oposición procuraríamos generar 
hechos políticos por esta vía, y también se utilizaron 
algunos calificativos más graves. 


En realidad, tengo la impresión de que este plan- 
teo —que, reitero, es muy bienvenido y bien intencio- 
nado-, en la medida en que el Frente Amplio ha for- 
malizado dos convocatorias de estas características 
de las ocho que la Comisión Permanente va a llevar 
adelante, nos pone en un plano de igualdad muy sa- 
ludable, y creo que confirma que las convocatorias 
no son buenas o malas según quien las promueve, 
sino que todas valen por sí mismas, todas tienen una 
esencia y un contenido fundamentalmente republi- 
cano, democrático y procuran dar transparencia a la 
gestión pública y, por esta vía, transmitir información 
a la población. 


En cuanto a la convocatoria en sí misma, creo que 
es muy útil llevarla adelante, porque estamos frente a 
una Cartera que tiene características muy peculiares. 
El Partido Nacional, desde 2005, año en que se cons- 
tituyó el Ministerio de Desarrollo Social, tanto a tra- 
vés de su Bancada como de la colectividad política de- 
finió una actitud de apoyo crítico, considerando que 
era conveniente crear un Ministerio de esta naturale- 
za y características. Tanto es así que, en su momento, 
dimos gustosos nuestros votos para la aprobación de 
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la ley que creó el entonces llamado Plan Nacional de 
Emergencia Social y para las leyes sucesivas, a fin de 
dar estado legislativo a los distintos instrumentos que 
conformaron el Plan de Equidad. Pero, por supuesto, 
en el marco de ese apoyo crítico, nos interesa debatir 
con el Ministro la forma en que se implementaron 
esos planes, las contrapartidas que en función de 
ellos rigieron, en qué medida se cumplieron y, sobre 
todo, de qué manera el Ministerio practicó la equidad 
a la hora de otorgar los beneficios. 


Si bien todos estamos en contra de la discrimina- 
ción y a favor de la equidad, durante el desarrollo de 
las políticas sociales constatamos con preocupación 
la discriminación que muchas veces se genera entre 
aquellos a quienes se debe asistir. En realidad, cuan- 
do se pretende llevar adelante políticas que apunten 
a la equidad y a la igualdad entre quienes se encuen- 
tran en situación de emergencia social también se co- 
meten injusticias y discriminaciones, que podrán ser 
intencionales o no, pero que acontecen y hacen a la 
imperfección de la gestión. 


Todo eso tendrá que ser debatido cuando compa- 
rezca el señor Ministro Olesker. 


Solo me resta adelantar que vamos a votar afir- 
mativamente la moción presentada; auguro un deba- 
te fermental e interesante, y una suerte de puesta a 
punto con el señor Ministro cuando comparezca en el 
ámbito de esta Comisión. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: vamos a 
votar favorablemente la moción presentada a fin de 
que el señor Ministro de Desarrollo Social concurra 
a la Comisión Permanente en régimen de Comisión 
General, aunque a este Cuerpo le restan pocos días 
de gestión. 


Evidentemente, este ha sido un verano activo, en 
el que quienes integramos la Comisión Permanente 
hemos estado —valga la redundancia— en permanen- 
te actividad, recibiendo a distintos señores Ministros, 
aunque también votamos varias venias importantes y 
aprobamos asuntos que le competen a este Cuerpo. 


De todos modos, quiero decir que en ningún mo- 
mento, al comienzo del período —a fines del mes de 
diciembre, después de que se instaló la Comisión Per- 
manente-, dijimos que las citaciones a varios Minis- 
tros tenían fines electorales o formaban parte de una 
iniciativa que apuntara a generar hechos políticos 
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con miras al año electoral que estamos cursando. No 
lo dijimos y no lo pensamos. 


El otro día, cuando se discutieron en la sesión del 
Senado los proyectos que presentó el Legislador Bor- 
daberry, que hacía años estaban en la Comisión de 
Educación y Cultura y nunca habían sido tratados, 
solicitándolo de modo imprevisto en pleno verano, 
dijimos que eso formaba parte de una operación po- 
lítica que apuntaba a poner el tema de la educación 
en tela de juicio generando una discusión. Nos referi- 
mos a la circunstancia de presentar esos cuatro pro- 
yectos que conllevaban un tratamiento muy diverso 
unos de otros, pero no a la discusión del tema de la 
educación en general, porque la Bancada del Frente 
Amplio tuvo la iniciativa, que no tuvo la oposición, 
de convocar al señor Ministro Ehrlich, que concurrió 
con los mayores jerarcas de la educación y presentó 
una exposición muy pormenorizada, además de una 
cantidad de información muy precisa sobre la tarea 
que se está desarrollando, generando un debate que, 
sin duda, podemos calificar de fructífero en el ámbito 
de la Comisión Permanente. 


Entonces, no estamos embarcados en la idea de 
criticar el instituto de la comparecencia de Ministros 
en régimen de Comisión General, sino en la de ubi- 
carlo en su justo término, siempre teniendo en cuen- 
ta que este, como todo instrumento, debe tener una 
debida dosificación en su uso para no desvirtuarse y 
desnaturalizarse por el exceso de uso. 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: quiero acla- 
rar que cuando hice una suerte de reproche ama- 
ble con relación a las críticas o señalamientos que 
recibimos desde la Bancada de Gobierno o desde el 
oficialismo en el sentido amplio, no necesariamen- 
te me refería al señor Legislador preopinante. Hablé 
precisamente en términos genéricos del elenco de 
Gobierno, porque hubo una serie de afirmaciones al 
respecto; si no las hubo en este ámbito, las hubo a 
través de los medios de comunicación; si no fueron 
los señores Legisladores aquí presentes —-en algunos 
casos, sí-, fueron otros actores, incluso de primera 
representatividad, que hicieron referencia al tema. 
Quiero recordar a uno solo, y me parece que con esto 
terminamos la discusión. 


El señor Presidente de la República, en determi- 
nado momento, dijo que cuando los Legisladores de 
la oposición promovíamos convocatorias de Ministros 
al ámbito de la Comisión Permanente lo hacíamos 
para robar minutos de televisión. Yo lo señalé aquí, 
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en ocasión de la comparecencia del señor Ministro 
Bonomi, porque realmente me parece que fue una 
afirmación de mal gusto del señor Presidente con 
todo el respeto que su investidura nos merece, que 
no estuvo feliz y no agregó al buen clima que entre 
todos, a lo largo de este receso y en el ámbito de esta 
Comisión, hemos intentado construir, y lo hemos lo- 
grado con bastante éxito. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑORA MINETTI.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la seño- 
ra Legisladora. 


SEÑORA MINETTI.- Señor Presidente: quiero 
aclarar que en lo personal y también en lo que refiere 
a mi Bancada del Frente Amplio no estamos analizan- 
do el objetivo que tuvieron los seres políticos para ha- 
cer la convocatoria respectiva a cada Ministro. Como 
dije anteriormente cuando fundamenté esta moción, 
lo principal y lo que rescato —al igual que mi Ban- 
cada del Frente Amplio- es que las sesiones son de 
conocimiento público y, por lo tanto, aquellos que no 
son seres políticos y no pueden, como nosotros, crear 
el escenario conveniente según el momento —-que es 
válido—, la gente común, puede acceder a la informa- 
ción genuina de los responsables de cada Ministerio. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR YANES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: quiero felici- 
tar a la compañera Minetti por la presentación de esta 
invitación y decir que la voy a votar, porque me pa- 
rece muy buena para desmitificar algunas cosas que 
operadores políticos y generadores de opinión siguen 
repitiendo en nuestra sociedad públicamente como 
cosas válidas, y no lo son. Vamos a tener la oportu- 
nidad de aclarar que acá no se le da plata a la gente 
para que no trabaje; vamos a poder desmitificar que 
acá se les paga a los atorrantes con la plata de los tra- 
bajadores; vamos a poder desmitificar también que se 
está gastando mucha plata y mal en políticas sociales. 
Por eso es bueno, y me gustaría que en esta campaña 
electoral todos los Legisladores presentes y todas y 
todos los Legisladores que tanto hablan para la pren- 
sa y a veces no están ni en el Plenario de la Cámara 
de Diputados, puedan tener la información para no 
repetir mentiras, como por ejemplo la que mencioné 
recién de que se les da plata a los atorrantes para que 
tomen vino mientras se les saca en impuestos a los 
que trabajan y se esfuerzan. 
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También me gustaría, como decía la señora Legis- 
ladora Minetti, que los Legisladores leyeran la versión 
taquigráfica de las sesiones y se la dieran a sus opera- 
dores políticos y a quienes arman sus campañas, para 
que nos ayuden a demostrar que en el Uruguay no 
hay plata para atorrantes. 


En cuanto a lo que se planteó hace un rato sobre 
que hubo quienes dijeron que las invitaciones a los 
señores Ministros podían ser parte de un operativo 
político, yo no lo hice, y está bien que cada uno diga 
las cosas con nombre y apellido; yo no lo hice, no lo 
hizo Baráibar tampoco, y tal vez cada uno pueda decir 
que no lo hizo. 


Un señor Legislador dijo en Sala que hablaba en 
forma genérica. Bueno, si es en forma genérica yo po- 
dría decir también en forma genérica que leí en Twit- 
ter, en Facebook y en la prensa disparates que dicen 
integrantes de otros partidos políticos, pero yo no los 
traigo acá y los atribuyo como una opinión colectiva 
disfrazada en términos genéricos; lo rechazo. Tal vez 
pudimos frenar algún empuje electoralista plantean- 
do que si no se utilizaba bien la herramienta era para 
uso electoral. Después, el tono de las discusiones en 
Sala demostró otra cosa. 


Aprovecho para decir que tal vez generamos en 
este vacío del verano, a partir de este funcionamiento 
de la Comisión Permanente, una nueva modalidad en 
el Uruguay: que se aprovechen los meses de verano 
para que los Ministros vayan pasando por esta Comi- 
sión Permanente haciendo un tipo de rendición de 
cuentas y ajustes de lo que se viene haciendo en el 
año. De alguna forma, se llena un vacío de informa- 
ción y se permite a la opinión pública desmitificar 
también que en el Uruguay los políticos tenemos tres 
o cuatro meses de licencia. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: simplemen- 
te quiero decir que cuando realicé afirmaciones no 
las hice de carácter genérico y en forma irresponsa- 
ble. Mencioné al Presidente de la República, que su- 
pongo alguna significación y alguna representatividad 
tiene para la Bancada de Gobierno aquí presente. Na- 
die se encargó de desmentirlo. 


Cuando en una sesión de esta Comisión Perma- 
nente, en presencia de todos los que la integramos y, 
por lo tanto, de los representantes del Frente Amplio, 
hice referencia a esas declaraciones del Presidente 
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la respuesta fue el silencio. Supongo que se habrán 
sentido representados por ella o, por lo menos, no les 
habrá generado ninguna dificultad o incomodidad. 
Es legítima y honestamente presumible. Entonces, lo 
que me preocupa es esa suerte de lógica perversa que 
pareció instalarse cuando comenzó el receso, de que 
según de dónde proviniese la propuesta de convocar 
a un Ministro esta era virtuosa o defectuosa. Cuan- 
do provenía desde la oposición, era electoralismo; 
cuando provenía desde el Gobierno, era en nombre 
del más alto interés público para exhibir los grandes 
resultados que en distintos ámbitos de la Administra- 
ción llevaron a cabo diferentes Secretarios de Estado. 
Y me parece que alguna insinuación que recién se 
hizo prueba claramente mis dichos. Aquí se dijo que 
en algún momento “frenamos empujes electoralis- 
tas”, pero ¿empujes electoralistas de quién? Porque 
yo también puedo decir que la propuesta de la señora 
Legisladora Minetti es un empuje electoralista. No lo 
digo, porque la conozco y sé cuál es su forma de ac- 
tuar, sé que actúa con honestidad intelectual; pero 
alguien podría decir: “Si el Gobierno quiere exhibir 
que los resultados del Ministerio de Desarrollo Social 
fueron buenos, que aproveche a hacerlo ahora que 
hay elecciones”. Yo no lo digo; ahora, que no se diga 
eso de nosotros cuando somos los que convocamos a 
los Ministros. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑORA MINETTI.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la 
señora Legisladora. 


SEÑORA MINETTI.- Señor Presidente, no deseo 
incomodar el desarrollo de esta sesión, pero quiero 
aclarar algo que ya dije en otra instancia: no vengo 
acá a evaluar las declaraciones del señor Presidente 
de la República Oriental del Uruguay. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: voy a vo- 
tar afirmativamente la moción que tenemos en con- 
sideración porque, en principio, me propongo votar 
todas las convocatorias a Ministros que se planteen. 
Creo que es muy bueno que los Ministros vengan al 
Parlamento a informar de su gestión. Creo que es 
muy bueno que tengamos la oportunidad de hacerles 
preguntas, que ellos tengan la oportunidad de con- 
testar, de disipar dudas. Aquellos que entienden que 
hay equívocos o interpretaciones tendenciosas acerca 
de su gestión resulta bueno que tengan la ocasión de 
disiparlos o de refutarlas, según sea el caso. 
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En fin, creo que este instituto del llamado a Sala 
de los Ministros genéricamente considerado es muy 
positivo y contribuye a la buena marcha del funcio- 
namiento democrático. ¿Que en esto puede haber 
excesos? ¡Sí, por supuesto, puede haberlos! En no- 
sotros está evitarlos. Si llamamos a un Ministro cada 
seis u ocho meses, es lógico que eso despierte una 
gran expectativa, que hable todo el mundo y que 
prácticamente todos los miembros de cada Cámara 
aprovechen esa ocasión excepcional para hacer uso 
de la palabra. Si hacemos de este ejercicio algo más 
frecuente, nos iremos familiarizando con él y habla- 
remos estrictamente en la medida de lo necesario. 
Creo que ese es el curso natural de la evolución y así 
debemos proceder. 


Señalo que no entiendo eso de los fines 
electoralistas, ni en un sentido ni en otro. Estamos 
en año electoral, y es lógico que los partidos 
políticos procuren defender sus posiciones frente a 
la ciudadanía que los va a tener que votar. De esa 
manera, contemplan su propio interés y el interés 
general del régimen democrático, de manera que la 
ciudadanía, a la hora de votar, tenga la información 
necesaria para formarse un juicio cabal acerca de las 
opciones entre las que va a pronunciarse. Es legítimo 
que el oficialismo —este y cualquier otro- quiera 
mostrar lo que entiende que son sus logros; y es lógico 
que la oposición —esta de hoy o cualquier otra— quiera 
recabar información para señalar aquellos puntos de 
la gestión del Gobierno que le merecen reparos. A 
través de ese señalamiento que hacen unos y otros 
de los aspectos que entienden favorables, el juez, 
que es el cuerpo electoral, finalmente puede tomar 
una decisión fundada. ¿O acaso sería mejor y más 
conveniente que en año electoral no viniese ningún 
Ministro al Parlamento y que la gente tuviese que 
decidir en función de los jingles que escucha o los 
cortos publicitarios que ve en la televisión? 


Este es el debate ideal. El debate democrático pro- 
pio es este, el que se da acá. Lo que cabe lamentar es 
que no lo vea más gente, pero lo que estamos hacien- 
do acá, oficialistas y opositores, está bien. Yo tengo 
esa convicción y, por eso, voy a votar este llamado al 
señor Ministro de Desarrollo Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Fui designado para ejercer la Presidencia de este 
Cuerpo, pero solicito que se designe otro Presidente 


porque quiero participar de la sesión. Ya existe un 
antecedente de esto. 
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SEÑOR YANES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Legislador. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: según mi co- 
nocimiento, corresponde que ocupe la Presidencia un 
Senador de la mayoría, y en este caso el que le sigue 
a usted es el Senador Baráibar. Así que creo que es a 
él a quien corresponde desempeñar la Presidencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar si ocupa la Presidencia 
el señor Legislador Baráibar. 


(Se vota:) 
—9 en 10. Afirmativa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Baráibar). 


10) COMPARECENCIA DEL SEÑOR MINISTRO 
DE RELACIONES EXTERIORES, DOCTOR 
LUIS ALMAGRO 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Dese cuenta 
de una moción presentada por los señores Legislado- 
res Pasquet, Abdala, Moreira, Posada y Casas. 


(Se lee:) 


“Mocionamos para que la Comisión Permanente 
convoque al señor Ministro de Relaciones Exteriores 
en régimen de Comisión General, a fin de informar 
al Cuerpo acerca de las acciones tomadas por el Go- 
bierno uruguayo y las entidades internacionales de 
las que Uruguay es parte (OEA, Celac, Unasur y Mer- 
cosur), con relación a los hechos de violencia política 
recientemente acaecidos en la República Bolivariana 
de Venezuela”. 


—En discusión. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: creo que 
la moción se explica en sus propios términos. Hay 
hechos que han acaecido y se están produciendo en 
la República Bolivariana de Venezuela que han cau- 
sado honda conmoción, no solamente en nuestro 
país, sino en todos los países de América y en mu- 
chos del mundo, y creo que no podemos permanecer 
indiferentes ante esos hechos, entre otras razones, 
porque hay víctimas fatales y, además, porque esta- 
mos vinculados —nosotros, la República Bolivariana 
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de Venezuela y otros Estados americanos- por pactos 
que nos obligan recíprocamente a controlar, en cada 
país, la plena vigencia de las instituciones democrá- 
ticas y los derechos humanos. Y en cumplimiento de 
esas obligaciones internacionales que tanto nosotros 
como la República Bolivariana de Venezuela hemos 
asumido, lo que corresponde es que por lo menos nos 
informemos acerca de lo que está ocurriendo 


Supongo que el Ministerio de Relaciones Exterio- 
res dispone de mejor información que la que tene- 
mos nosotros, por algo hay una misión permanente 
de Uruguay en Venezuela; y supongo que en los or- 
ganismos internacionales a los que hace referencia 
la moción —la OEA, la Celac, la Unasur y el Merco- 
sur— también existe información a este respecto que 
puede sernos de gran utilidad. Nos interesa saber qué 
han hecho esos organismos. Conocemos, sí, una de- 
claración del Gobierno uruguayo, pero sabemos que 
en el mes de marzo viene de visita al Uruguay el Pre- 
sidente Nicolás Maduro, y ante un acontecimiento de 
esa significación, en este tan particular contexto po- 
lítico, nos parece indispensable recibir aquí al señor 
Ministro en régimen de Comisión General, escuchar 
las informaciones que pueda suministrarnos y tener 
el intercambio de opiniones al que seguramente dará 
lugar la consideración del tema. 


Esos son los fundamentos de nuestra moción, se- 
ñor Presidente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR YANES.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: la Bancada 
del Frente Amplio solicita un intermedio de cinco mi- 
nutos, porque no tuvimos tiempo de hacer las consul- 
tas respectivas a nuestro coordinador. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota:) 


—9 en 10. Afirmativa. 


La Comisión Permanente pasa a intermedio por 
cinco minutos. 


(Es la hora 11 y 3). 
Continúa la sesión. 


(Es la hora 11 y 7). 
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—Prosigue la consideración del asunto en debate. 
SEÑOR SEMPRONI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Diputado. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: ante el 
planteo realizado por el señor Legislador Pasquet, 
entendimos necesario -como siempre- consultar al 
señor Ministro sobre su disponibilidad de tiempo y si 
estará en el país en esa fecha. Cumplido el trámite de 
la consulta y teniendo el aval del Canciller Almagro, 
hemos resuelto acompañar la moción del señor Le- 
gislador Pasquet. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar la moción presentada 
por los señores Legisladores Pasquet, Posada, Morei- 
ra, Abdala y Casas. 


(Se vota:) 


9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) COMPARECENCIA DE LOS SEÑORES 
MINISTROS DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y 
MINERÍA, ROBERTO KREIMERMAN Y DE 
VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
Y MEDIO AMBIENTE, FRANCISCO 
BELTRAME, A FIN DE INFORMAR ACERCA 
DEL CONTRATO DE MINERÍA DE GRAN 
PORTE QUE HABRÁ DE CELEBRARSE 
PRÓXIMAMENTE, ENTRE EL GOBIERNO Y 
LA EMPRESA MINERA ARATIRÍ 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- La Comi- 
sión Permanente ingresa al Orden del Día con la 
consideración del asunto que figura en primer 
término: “Recibir a los señores Ministros de Indus- 
tria, Energía y Minería, Roberto Kreimerman y de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, Francisco Beltrame, a fin de informar acerca del 
contrato de minería de gran porte que habrá de cele- 
brarse próximamente, entre el Gobierno y la empresa 
minera Aratirí”. 


De acuerdo con lo resuelto por el Cuerpo, se invita 
a pasar a Sala a los señores Ministros de Industria, 
Energía y Minería y de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente. 


(Ingresan a Sala el señor Ministro y el señor Sub- 
secretario de Industria, Energía y Minería, y el señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente). 
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—Damos la bienvenida a los señores Ministros y al 
señor Subsecretario. No sé si van a solicitar autoriza- 
ción para el ingreso de algunos asesores. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- De nuestra parte, no vamos a requerir 
la presencia en Sala de más personas. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- En 
nuestro caso, tampoco consideramos necesaria la 
presencia de asesores en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: ante todo, 
me permito dar la bienvenida a los señores Minis- 
tros y al señor Subsecretario, que han concurrido a 
esta convocatoria que ha formulado la Comisión Per- 
manente del Poder Legislativo, a fin de informar al 
Cuerpo sobre el contrato que próximamente habrá de 
celebrarse -según es público y notorio- entre el Poder 
Ejecutivo y la empresa minera Aratirí. Yo voy a refe- 
rirme a ese contrato, a las preguntas que me suscita y 
a su necesario ajuste con la Ley n.* 19.126, que es la 
norma vigente en esta materia. 


En distintas ocasiones me he referido a estos te- 
mas, en los medios de comunicación. Creo que he 
dejado bastante claro el objeto de mis preocupaciones 
y, en esta ocasión, me voy a ceñir a lo que he venido 
anunciando; es decir, no habrá sorpresas aquí: voy a 
ajustarme a los términos que he dicho que son ob- 
jeto de mi preocupación, que son los que mencioné 
al comienzo. Por lo tanto, habrá otras grandes cues- 
tiones que quedarán fuera del planteamiento que yo 
haga, sin perjuicio de que lo puedan abordar otros 
señores Legisladores o los representantes del Poder 
Ejecutivo, si lo entienden pertinente. No me voy a 
referir, por ejemplo, a la gran cuestión de la forma 
en que pueden o deben compatibilizarse desarrollo 
y medio ambiente, crecimiento económico y preser- 
vación de los recursos naturales. No voy a hablar de 
eso, no porque no sean temas de enorme importancia 
ni porque no me interesen. ¡Vaya si me interesan! No 
voy a hablar de eso porque me parece que este no es 
el ámbito, que esta no es la ocasión para tratar ese 
tema y que si recorriésemos ese camino, pasaríamos 
horas, o acaso días, intercambiando opiniones, no lle- 
garíamos a ninguna conclusión —probablemente-, sal- 
vo a alguna de carácter muy general —o genérico, si se 
quiere- y, mientras tanto, la opinión pública perdería 
la pista de estas deliberaciones. El ciudadano o la ciu- 
dadana que se haya hecho el propósito de seguir por 
Internet, por radio o como fuere lo que aquí se dice, 
se encontraría con que es imposible seguir el hilo de 
un razonamiento cuando los temas son tan amplios, 
que se vuelven oceánicos. 


COMISIÓN PERMANENTE 


20 de febrero de 2014 


Tampoco voy a plantear la cuestión de si debemos 
tener una ley de minería de gran porte, si debemos 
admitir, por lo menos genéricamente, ese tipo de 
minería en nuestro país o no y qué razones hay en 
un sentido y en otro porque, de nuevo: esta no es 
la ocasión, este no es el ámbito. Está vigente la Ley 
n.” 19.126. En su momento, aquí la discutimos. El 
Partido Colorado votó en contra, pero está vigente y, 
como todos sabemos, la Comisión Permanente no le- 
gisla y no podría plantearse como tarea la modifica- 
ción de esa Ley n.” 19.126. La Comisión Permanente 
controla, vela por la observancia de la Constitución 
y las leyes, como establece el artículo 129 de la Car- 
ta. Entonces, ajustándonos al texto constitucional, 
cumpliendo con la función que la Constitución nos 
asigna, lo que yo me propongo es controlar el ajuste 
del contrato que se va a firmar con Aratirí a las dispo- 
siciones de las normas vigentes en esta materia. Ese 
es mi tema; a eso voy a circunscribirme. Procuraré 
hacerlo tan sucintamente como me sea posible, por- 
que me parece de gran importancia, para justificar 
estas sesiones, que podamos seguir el debate no sola- 
mente los que estamos acá adentro sino la ciudadanía 
que está escuchando que, quizás, mañana lea alguna 
versión de esto. Si nos disparamos por diez mil temas 
todos muy importantes, todos muy amplios-, el de- 
bate se hace imposible de seguir; si nos ceñimos con- 
cretamente al punto en consideración, es más fácil o, 
por lo menos, será menos difícil. 


Delimitado así el objeto de lo que será mi exposi- 
ción, voy a entrar sin más preámbulos al primer pun- 
to que me interesa abordar, que es, a mi juicio, la 
indispensable publicidad del contrato. 


A mi modo de ver, señor Presidente, el contrato 
que se celebre entre el Poder Ejecutivo y la empre- 
sa minera Aratirí debe ser público; su texto debe ser 
conocido, y debe serlo antes de que el contrato se 
firme. Que el contrato debe ser público me parece 
obvio, me parece evidente: en el régimen republicano 
democrático la publicidad es de principio y la reserva 
o la confidencialidad es de excepción. Sobre esto, me 
parece, no puede haber discrepancias. Algunos repre- 
sentantes del Gobierno lo han aceptado así —creo que 
el propio señor Ministro lo ha dicho, al igual que el 
Prosecretario de la Presidencia—: el contrato se va a 
conocer. Bien. 


Donde parece estar la discrepancia es en cuanto 
al momento en que se va a conocer. Los representan- 
tes del Gobierno están diciendo que se va a conocer 
después de la firma. Nosotros reclamamos que se co- 
nozca antes. ¿Por qué reclamamos que se conozca 
antes? Porque esa es la manera de que la ciudada- 
nía tenga oportunidad de conocer los términos en los 
que va a obligarse el Estado uruguayo frente a esta 
empresa, frente a este grupo empresarial. Si cono- 
cemos antes los términos de ese contrato, se podrán 
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formular observaciones, y alguien podrá decir que tal 
cláusula no es conveniente, que tal otra puede mejo- 
rarse, que tal concesión no debería hacerse o debería 
aumentarse. En fin: podremos, entre todos, mejorar, 
si es posible, el texto del contrato. Si resulta que na- 
die puede hacer una observación o aporte de utilidad, 
el Gobierno podrá congratulase de haber elaborado 
un texto contractual tan perfecto que nadie puede 
sugerir enmiendas, agregados ni quitas. 


Como bien sabemos, señor Presidente, la publi- 
cidad es de principio, y hay varias normas en este 
sentido, empezando por las normas constitucionales. 
El artículo 72 de la Constitución, relativo a derechos 
inherentes a la personalidad humana que se derivan 
del régimen republicano democrático de Gobierno, da 
derecho a cualquier ciudadano a saber lo que hacen 
quienes ejercen el poder en su nombre, porque en 
el régimen republicano democrático los gobernantes 
son quienes ejercen el poder que emana de la nación, 
ejercen el poder que les dieron otros, son mandata- 
rios y por eso se usa esa expresión. Entonces, el man- 
datario no puede alegar reserva ni confidencialidad 
frente a su mandante, sino que le debe informar de 
cuanto esté haciendo. Eso es de principio. 


Asimismo, tenemos una ley de acceso a la infor- 
mación pública que consagra la facultad de cualquier 
persona —no solamente de un ciudadano o habitante 
del territorio nacional, sino de cualquier persona del 
mundo- de pedir al Gobierno uruguayo que le infor- 
me. Las excepciones a esa posibilidad son las decla- 
raciones de reserva o confidencialidad, que en este 
caso no existen y que en algún aspecto particular ni 
siquiera pueden existir porque la ley de minería de 
gran porte establece expresamente que todo lo que 
tenga que ver con el medio ambiente no puede ser 
materia reservada ni confidencial. 


Además de lo que establece la Constitución y la 
Ley n.” 18.381, de acceso a la información pública, 
tenemos lo que dicta la ley de minería de gran porte, 
que en su artículo 68, cuyo epígrafe es Difusión y par- 
ticipación, dispone: “El Poder Ejecutivo promoverá el 
ejercicio del derecho a la información y su transpa- 
rencia, así como la participación de los ciudadanos”, 
y continúa. O sea que acá, en plena materia de mi- 
nería de gran porte, se establece como deber del Po- 
der Ejecutivo la promoción del ejercicio del derecho 
a la información y su transparencia. Con esta norma 
legal creo que se necesita por lo menos otra norma 
legal para justificar el proceder que anuncia el Poder 
Ejecutivo de no dar a publicidad esto antes de que 
se firme. 


Yo no alcanzo a imaginar, señor Presidente, los in- 
convenientes que podrían resultar de esa publicidad 
del texto, una vez que esté pronto para su suscrip- 
ción. Por supuesto, nadie pretende entrometerse en 
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las tratativas; nadie pretende ir a fisgonear en el es- 
critorio del Ministro Kreimerman a ver qué borrado- 
res le llegaron de Jurídica o qué sugerencia aportó la 
empresa. No. Esa es la etapa de elaboración, de dis- 
cusión entre las partes, de tratativas, en la que nadie 
pretende inmiscuirse. Pero llega un momento en que 
esa etapa concluye y los negociadores dicen: “Hemos 
concluido; estamos de acuerdo; estamos prontos para 
firmar”. Yo descuento, porque me parece obvio, que 
cuando llegue ese momento, antes de firmar, le van a 
llevar el texto pronto al señor Presidente de la Repú- 
blica. El Presidente lo leerá línea por línea o confiará 
en el informe oral que le hará su Ministro o sus Mi- 
nistros. Supongo que el resto de los integrantes del 
Consejo de Ministros también estarán enterados de 
esto porque se trata, como tantas veces se ha dicho, 
de la inversión privada más importante en la historia 
del Uruguay. Este contrato, antes de ser firmado por 
quienes vayan a firmarlo, seguramente será leído por 
el Presidente de la República y los demás integrantes 
del Consejo de Ministros. 


Cuando se llegue a ese momento, cuando lo den 
a conocer al Presidente y al Consejo de Ministros, 
idivúlguenlo, permitan que la oposición lo conozca, 
permitan que la opinión pública también lo conozca, 
cumplan con el artículo 68 de la ley de minería de 
gran porte, promuevan la información, promuevan la 
transparencia! No se me ocurre que de eso pueda 
resultar daño alguno para el país, para el Gobierno 
ni para el contrato. Al contrario; se me ocurre que de 
esto va a surgir el beneficio general que trae siempre 
la publicidad, por aquello de que muchos ojos ven 
más que dos o cuatro. 


Hace algún tiempo, cuando se produjeron los pro- 
blemas que todos conocemos sobre Pluna, los que 
no deseo introducir aquí, hubo varios comentarios 
de personas del oficialismo que decían: “En son de 
autocrítica” —-como se la llamó- “debemos decir que 
nos equivocamos porque esto se manejó entre pocos; 
hubo quienes no prestaron oídos a los aportes u ob- 
servaciones que hacíamos otros; eso fue un error y 
debe corregirse”. Muy bien, señor Presidente: ese es 
el camino. ¡Pongamos en práctica esas lecciones aho- 
ra mismo! ¡No reservemos este tema al conocimiento 
de pocas personas hasta después de que el Uruguay 
se haya obligado por décadas ante esa empresa que 
hará una inversión tan importante! ¡Divulguémoslo 
antes para que cada cual pueda aportar lo que ten- 
ga que aportar! Concluida esa etapa, que no tiene 
por qué durar más que unos pocos días, un tiempo 
razonable para que se pueda leer el contrato y ha- 
cer observaciones, el Poder Ejecutivo podrá firmarlo 
con la tranquilidad de que lo hizo público, de que se 
tomaron en cuenta las observaciones o de que no se 
tomaron en cuenta las observaciones por razones que 
expondrá. Me parece que esa es la forma democrática 
y transparente de hacer las cosas. 
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No tiene por qué seguirse un camino tan amplio 
y, si se quiere, prolongado, en asuntos de poca mon- 
ta. No hay por qué poner de manifiesto un contrato 
cuando se trata de comprar papel o bolígrafos para 
una oficina, pero cuando se va a celebrar el contrato 
que se dice es el que va a permitir la inversión pri- 
vada más grande en la historia del Uruguay —habla- 
mos de recaudaciones absolutamente espectaculares; 
ayer leía en El País que, según el Fondo Monetario 
Internacional, el contrato dejará a Uruguay US$ 
26.000:000.000 en 27 años, cifra respecto de la cual 
voy a pedir opinión a los señores Ministros, la publi- 
cidad del contrato, antes de su suscripción, es abso- 
lutamente indispensable. Si el Poder Ejecutivo piensa 
otra cosa, si entiende que el criterio es otro, voy a 
pedir que indique el fundamento jurídico de esa po- 
sición. Esta es la primera pregunta que dirijo a los 
señores Ministros. En segundo lugar, a mi juicio, de 
la ley resulta que este contrato entre el Gobierno y 
la empresa minera Aratirí, solo puede firmarse des- 
pués de que la Dinama haya expedido la autorización 
ambiental previa. Y como he escuchado a represen- 
tantes del Gobierno sostener que lo único legalmente 
exigido es que exista autorización ambiental previa 
antes de empezar las obras, pero no antes de firmar 
el contrato, me parece indispensable discutir hoy ese 
punto aquí. 


Yo fundo mi opinión en lo que dispone el artículo 
25 de la Ley n.” 19.126, cuyo inciso final establece: 
“Las disposiciones del contrato deberán ajustarse a 
las condiciones comprendidas en las autorizaciones 
ambientales correspondientes. Ninguna de las dispo- 
siciones contractuales podrá considerarse que exima 
al titular del proyecto de MGP del cumplimiento de 
las condiciones comprendidas en las autorizaciones 
ambientales correspondientes”. 


Y bien, señor Presidente, a mi juicio, la sola lec- 
tura del texto es suficiente. Esto, entendido según el 
sentido natural y obvio de las palabras, es clarísimo: 
“Las disposiciones del contrato deberán ajustarse a 
las condiciones comprendidas en las autorizaciones 
ambientales correspondientes”. ¿Cómo puede un 
contrato ajustarse a los términos de las autorizacio- 
nes ambientales cuando esas autorizaciones ambien- 
tales todavía no existen? ¿Es un acto de anticipación, 
de clarividencia de las partes contratantes que hacen 
un contrato y se ajustan a disposiciones que todavía 
no existen? El sentido literal de la norma al que debe 
estarse, ante todo, según lo dispone el título prelimi- 
nar del Código Civil, es evidente. Primero, están los 
términos de la autorización ambiental y, después, el 
contrato. Y el contrato se ajusta a lo que establecen 
los términos de la autorización ambiental. 


La frase siguiente es también muy clara, en el 
mismo sentido. El inciso final del artículo 25 dispo- 
ne: “Ninguna de las disposiciones contractuales po- 
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drá considerarse que exima al titular del proyecto 
del cumplimiento de las condiciones comprendidas 
en las autorizaciones ambientales correspondientes”. 
¿Qué es eximir, señor Presidente? Eximir es liberar, 
y solo es posible liberar de un vínculo, de una obliga- 
ción, de un deber que ya existe. Lo que está diciendo 
la norma, con elemental buen sentido, es que si la 
Dinama establece determinadas condiciones que de- 
ben cumplirse, los términos del contrato no podrán 
eximir, no podrán liberar, no podrán clausurar ese 
gravamen, ese deber, esa obligación que al titular del 
proyecto de minería de gran porte le fue impuesto 
por la autorización ambiental previa. Esto me parece 
meridianamente claro. Por supuesto que si el Poder 
Ejecutivo tiene otra opinión, quiero conocer su fun- 
damento jurídico. 


La razón, la finalidad de esta disposición del inciso 
final del artículo 25, me parece clarísima. La Dina- 
ma puede plantear observaciones al proyecto, puede 
plantear exigencias al titular del proyecto que tengan 
un monto importante; puede hacerlo. No lo sabemos 
yo por lo menos no lo sé—, pero es posible que re- 
clame medidas de mitigación del impacto ambiental, 
por ejemplo, que sean muy caras. Puede decirle que 
determinado trazado del mineroducto -supongamos— 
no es el adecuado, porque desea proteger áreas natu- 
rales; puede decir que la ubicación de esa terminal 
marítima por donde se va a exportar el hierro no es 
la adecuada. En fin, puede hacer una serie de obser- 
vaciones. Insisto: yo no las conozco, pero es posible 
que suceda. 


Tengo en cuenta que cuando vino a instalarse Bot- 
nia aquí, con su planta de celulosa, a la vera del río 
Uruguay, la Dinama le formuló una serie de exigen- 
cias, cuya satisfacción demandó millones y millones 
de dólares. Son cosas que tienen un valor económi- 
co importante; que pueden tenerlo. Y si eso sucede, 
señor Presidente, esas obligaciones que imponga la 
Dinama, esas medidas que exija la Dinama, de subido 
valor económico, pueden llegar a incidir, a distorsio- 
nar la ecuación económica del contrato. 


El contrato se establece en función de un deter- 
minado negocio, de una determinada ecuación eco- 
nómica. En función de esos datos económicos es que 
las partes convienen imponerse mutuamente deter- 
minados derechos y obligaciones. Ahora, si resulta 
que a la empresa la Dinama le va a imponer una se- 
rie de medidas para mitigar los impactos ambienta- 
les, para proteger mejor el ambiente, etcétera, que 
va a afectar esa ecuación, eso va a dar lugar, natural 
y necesariamente, a problemas, a litigios. La empre- 
sa podrá decir, de conformidad también con una de 
las disposiciones de la Ley de minería de gran porte, 
que se han verificado circunstancias que exigen la 
renegociación del contrato. Podrá decir, por ejemplo, 
que la autoridad pública, en este caso la Dinama, ha 
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adoptado medidas tales o exige tales medidas para 
otorgar la autorización ambiental previa, que se mo- 
difican los parámetros de costos y beneficios previstos 
al contratar. Para utilizar los términos del artículo 31 
de la Ley n.” 19.126 me refiero a la renegociación de 
los contratos. 


Entonces, ¿qué? ¿Vamos a celebrar un contrato 
anticipadamente, generando la eventualidad de que 
haya que renegociarlo a los pocos meses, porque la 
Dinama ha establecido condiciones o exigencias que 
alteran la ecuación económica del negocio? No tie- 
ne sentido hacerlo; no sería bueno desde el punto de 
vista del interés público generar estos litigios y con- 
troversias a poco andar la vida de este contrato. Y yo 
creo que la propia empresa podría encontrarse con 
dificultades, porque una de las condiciones para que 
prospere la renegociación prevista por el artículo 31 
es que la modificación introducida por las decisio- 
nes de la autoridad pública ocurra con posterioridad 
a la firma del contrato, y no haya podido ser razo- 
nablemente prevista por el contratista al tiempo de 
su celebración. ¿Podría mañana el contratista decir 
que no previó que la Dinama le iba a exigir tales y 
cuales medidas de mitigación del impacto ambiental, 
y que en consecuencia pretende renegociar un con- 
trato que firmó hace meses, cuando la autorización 
ambiental previa no estaba todavía? ¿Podría decirlo? 
Yo entiendo, señor Presidente, que no podría decirlo, 
porque las exigencias de la Dinama son una posibili- 
dad; son, hasta cierto punto —diría—, una certeza. Po- 
demos no saber qué medidas exactamente va a exigir 
la Dinama, si van a ser más importantes, más cuan- 
tiosas o menos, pero lo que no podemos descartar es 
la posibilidad de que la Dinama exija esas medidas de 
mitigación o formule esas exigencias. Eso es lo que 
pasa cada vez que se somete un proyecto de obra a su 
consideración. Cualquier persona —y hay unas cuan- 
tas ya en el país- que pretenda hacer un rancho en 
la zona costera, sabe que cuando lleve el proyecto a 
la Dinama, le van a formular una serie de exigen- 
cias, cuya satisfacción va a llevar mucho tiempo y, 
muchas veces, también dinero. Entonces, en un pro- 
yecto de esta magnitud —es la inversión privada más 
importante en la historia del Uruguay-, la empresa 
sabe perfectamente que la Dinama le va a hacer ob- 
servaciones. Si mañana las hace, difícilmente podrá 
esa empresa decir que esto era imprevisible. No; era 
perfectamente previsible. Entonces, podría ocurrir 
que el próximo Gobierno, el que se elija a fin de año — 
cualquiera sea su signo partidario—, que no ha estado 
participando en estas negociaciones, cuando mañana 
la empresa vaya a pedir una renegociación del con- 
trato porque la Dinama le cambió la ecuación econó- 
mica, le diga: “No señores, porque no está satisfecho 
el requisito establecido por la Ley de minería de gran 
porte, que es que esas modificaciones hayan sido im- 
previsibles”. No; esto es perfectamente previsible. Yo 
creo que para seguridad de todos, y hasta de la propia 
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empresa, sería bueno que la Dinama estableciera pri- 
mero los términos de la autorización ambiental y que 
el contrato se ajustara estrictamente a esa normativa. 


Entonces, uno se pregunta qué ganan las partes 
celebrando el contrato antes de la autorización am- 
biental previa. Puedo entender el beneficio para la 
empresa, porque, a través del contrato, va a obtener 
el título minero, es decir, la concesión para explotar 
el yacimiento. Este tiene un valor económico, se pue- 
de negociar y, de pronto, puede ser la garantía para 
una operación financiera. Entiendo que, eventual- 
mente, a la empresa esto puede servirle, pero, ¿de 
qué le sirve al Estado uruguayo firmar el contrato an- 
tes de tener la autorización ambiental previa? A mí, el 
sentido común me dice que hay que firmar después. 
Es posible que se me esté escapando algún dato; se- 
guramente, los señores Ministros podrán ilustrarnos 
al respecto, pero me parece que es una pregunta que 
todos debemos hacernos. 


A mi juicio, es muy claro que, en este empren- 
dimiento —como en tantos otros que puedan afectar 
el medio ambiente—, hay un deber del Estado, que 
tiene rango constitucional, que es proteger el medio 
ambiente. ¿Con qué herramientas? Ante todo, con 
la ley y con la agencia pública encargada de cumplir 
ese cometido, que es la Dinama. Entonces, en el or- 
den natural de las cosas, lo lógico es que, primero, 
la Dinama diga lo que se puede hacer y cómo para 
defender el medio ambiente, y recién después de es- 
tablecido el marco general —como lo indica el inciso 
final del artículo 25 de la Ley n.” 19.126-, se asumen 
obligaciones y se otorgan derechos, porque, reitero, 
el contrato da a la empresa el derecho exclusivo de 
explotar el yacimiento. Por tanto, el tema es absoluta- 
mente insoslayable. 


Entonces, señor Presidente, no podemos dejar de 
preguntar: ¿qué pasa si se firma el contrato y la au- 
torización ambiental previa se demora, o finalmen- 
te, no se obtiene? Por ejemplo, puede pasar que la 
empresa no entregue la información necesaria para 
que la Dinama se expida. Tengo entendido que, a me- 
diados de enero, el organismo reclamó a la empresa 
la entrega de la información necesaria para poder 
pronunciarse sobre esta cuestión, y que la empresa 
—quizás mi información no es correcta; los señores 
Ministros podrán corregirme- todavía no la entregó. 
Por lo tanto, si se firmara el contrato en estos días, 
sería antes de que la empresa hubiese entregado la 
información necesaria para el estudio de la Dinama. 
En algún momento la va a entregar, pero se trata de 
un asunto muy complejo, sobre el cual no hay expe- 
riencia en el país. 


También puede ocurrir que en el día de mañana 
la Dinama formule exigencias con las que la empre- 
sa discrepe, porque entiende que son técnicamente 
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infundadas, equivocadas o innecesariamente onero- 
sas. Pueden pasar muchísimas cosas por las cuales 
la obtención de esa autorización ambiental previa se 
detenga o, eventualmente, se frustre. En ese caso, 
tenemos que preguntarnos qué pasa con el contrato, 
porque mientras la empresa Aratirí no explote el ya- 
cimiento, no lo va a poder explotar nadie, porque el 
contrato le va a otorgar un derecho exclusivo. 


Este derecho —acotación jurídica que vale la pena 
tener en cuenta-— ya no va a estar fundado, como otros 
derechos de explotación, en una concesión unilateral 
del Poder Ejecutivo -que como tal, podría revocarse 
unilateralmente—, sino en un contrato. Por lo tanto, 
para dejar sin efecto ese derecho, se requiere la vo- 
luntad de las dos partes o el pronunciamiento de un 
órgano jurisdiccional; jurídicamente, es una diferen- 
cia sustancial. Los derechos que adquiera la empresa 
a través del contrato van a tener una estabilidad y una 
garantía jurídica que no tendrían si la concesión se 
otorgase por acto unilateral del Estado. 


Entonces, ¿qué hacemos si mañana tenemos un 
contrato vigente que garantiza los derechos de am- 
bas partes, no se obtiene la autorización ambiental 
previa, pasa el tiempo y se suscitan diferencias y con- 
troversias entre el Estado y la empresa acerca de la 
actuación de la Dinama? Porque puede ocurrir que 
haya demora en proporcionar la información o en es- 
tudiarla, o desacuerdos en cuanto a las medidas pro- 
puestas por el organismo y que la empresa solicite 
sustituirlas por otras que sean menos onerosas, pero 
igualmente eficaces. Todos estos aspectos perfecta- 
mente podrían plantearse en un emprendimiento de 
tal magnitud, complejidad y valor económico. 


Cabe destacar que, de acuerdo con lo que estable- 
ce el artículo 32 de la Ley n.* 19.126, hay una serie 
de causas para la rescisión y extinción del contrato: 
el no pago del canon, la cesión o arrendamiento del 
derecho sin ajustarse a lo establecido en las normas, 
el no pago de las obligaciones tributarias, etcétera, 
pero carecer de la autorización ambiental previa no 
está entre ellas. Sin embargo, esta norma no es de- 
fectuosa, porque, de acuerdo con lo que establece el 
artículo 25 —al que me referí anteriormente- la au- 
torización ambiental previa debe ser —precisamente— 
previa al contrato y, por lo tanto, carecer de ella nun- 
ca podría ser causa de rescisión. 


Como todos advertirán, este es un argumento a fa- 
vor de la tesis que venimos sosteniendo, según la cual 
la autorización ambiental previa debe obtenerse antes 
de que se firme el contrato de minería de gran por- 
te. Quienes sostengan la tesis contraria tendrán que 
explicar cómo hacen para firmar un contrato cuando 
carecer de la autorización ambiental previa no está 
previsto como causa de rescisión. Desde el punto de 
vista jurídico, me parece que es un argumento muy 
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fuerte a favor de esta tesis, que, por cierto, no defien- 
do yo. La sostiene quien creo es el más importante 
especialista en derecho minero en el Uruguay, el doc- 
tor Alfredo Caputo, profesor del Curso de Posgrado 
sobre Derecho Minero de la Facultad de Derecho de 
la Universidad de la República. Lo he consultado a 
este respecto, y me autorizó expresamente a que cita- 
ra su opinión en defensa de esta tesis, que creo es la 
buena, y resulta de la sola lectura del inciso final del 
artículo 25 de la Ley de minería de gran porte. 


Voy a hacer referencia a los problemas que pueden 
producirse si se sigue el camino de firmar primero, y 
esperar a que la autorización ambiental previa ven- 
ga después. Por ejemplo, la empresa puede reclamar 
que la Dinama demora mucho en expedirse y el or- 
ganismo puede argumentar que la empresa no le dio 
toda la información; o la empresa puede argumentar 
que las medidas propuestas son muy caras, que se 
puede hacer lo mismo de otra manera y más barato; 
en fin: puede haber muchos problemas. 


La pregunta que tenemos que hacernos es: si se 
plantean esos problemas, ¿quién los va a resolver? 
Esto se conecta con otra cuestión, vinculada a lo que 
establece el artículo 30 de la Ley n.* 19.126, que re- 
fiere a otros contenidos del contrato, que podrán in- 
corporarse con carácter adicional. 


Uno de ellos, previsto en el literal F), son los me- 
canismos de solución de controversias, es decir, lo 
que se llama la cláusula arbitral. Es bueno recordar 
que la cláusula arbitral está absolutamente vedada 
para la minería en general, según lo establecido en el 
segundo inciso del artículo 19 del Código de Minería: 
“La actividad minera, cualesquiera sea su modalidad, 
y todas las controversias, reclamaciones y peticiones, 
referidas a la misma, quedan sometidas, sin excep- 
ción alguna, a la legislación y jurisdicción de la Re- 
pública Oriental del Uruguay. Todo pacto o convenio 
en contrario es nulo. Esta disposición es de orden 
público y será incluida obligatoriamente en todos los 
contratos que otorguen derechos mineros”. Este es el 
régimen general que establece el Código de Minería. 


Reitero; la Ley n.? 19.126 introduce una excep- 
ción a este régimen general, incluyendo, como posible 
contenido del contrato, mecanismos de solución de 
controversias. Por lo tanto, aquí hay una brecha que 
horada la prohibición general establecida en el Códi- 
go de Minería y permite que los litigios que surjan de 
la ejecución de un contrato minero no se sometan a 
los jueces uruguayos ni a la ley uruguaya, sino a tri- 
bunales arbitrales, eventualmente, del extranjero y, 
eventualmente también, a la ley extranjera. 


Digo eventualmente, porque hay juristas que 
sostienen —en trabajos que no se han publicado to- 
davía en el Uruguay, según tengo entendido- que, 
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para compatibilizar esta disposición del literal F) del 
artículo 30 de la Ley n.” 19.126 con el segundo inciso 
del artículo 19 del Código de Minería, hay que llegar 
a la conclusión de que puede haber tribunales arbi- 
trales, pero que deben ser uruguayos, y que la ley que 
apliquen debe ser la uruguaya. Son trabajos doctri- 
narios que se publicaron en Argentina. No aventuro 
opinión al respecto; es un tema muy técnico, muy 
complejo, pero dejo señalada la dificultad, porque 
creo que es otra cuestión que legítimamente tenemos 
que plantear. 


Pregunto a los señores Ministros si el contrato que 
se celebre con Aratirí contiene cláusula arbitral. Si es 
así, ¿qué tribunales arbitrales se determinan para ac- 
tuar en los litigios que puedan surgir entre el Estado 
uruguayo y la empresa minera? Hay tribunales arbi- 
trales en Uruguay; la Cámara de Comercio tiene una 
organización con el fin de proveer árbitros para las 
cuestiones que se sometan a su consideración, pero 
también hay tribunales arbitrales en Nueva York, en 
París, etcétera. 


¿Qué ley se va a aplicar en ese caso? Sobre esto 
también puede versar la cláusula arbitral: establecer 
qué ley se aplicará. Queremos saberlo, porque en la 
perspectiva de un hipotético conflicto, de una hipoté- 
tica controversia entre Uruguay y la empresa, porque 
tenemos el contrato pero no la autorización ambien- 
tal y hay que ver cómo se cumple, si hay cláusula 
arbitral, la resolución del punto no va a estar librada a 
tribunales uruguayos nia la ley uruguaya, sino, proba- 
blemente, a tribunales extranjeros y también a la ley 
extranjera. Y este no es un asunto menor, como todos 
entendemos. Entonces, sobre eso también apreciaré 
una respuesta. 


Quisiera saber si en estas tratativas entre el Esta- 
do uruguayo y la empresa Aratirí respecto al contrato 
que eventualmente se firme mañana, se considera 
que es de aplicación algún tratado de protección de 
inversiones entre Uruguay y algún país extranjero. 
No lo sé, porque ni siquiera tengo claro cuál es el 
domicilio legal de esta empresa; en algún momento, 
se dijo que era la isla de Jersey, que ya se sabe que 
a los efectos de las relaciones internacionales forma 
parte del Reino Unido, pero, por otro, se hace caudal 
del origen indio de su principal titular. Quisiera que 
los señores Ministros lo aclararan, porque puede te- 
ner relación con la cláusula arbitral a la que hacía 
referencia antes. 


Asimismo, quisiera preguntar a los señores Minis- 
tros si estos contenidos posibles van a ser parte inte- 
grante del contrato. Por ejemplo: ¿habrá una cláusula 
de prórroga de la concesión? ¿Habrá beneficios fisca- 
les para la realización de la inversión? En ese caso, 
¿qué beneficios fiscales se van a otorgar? Con res- 
pecto a lo que establece el literal C) del artículo 30, 
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quisiera saber si el Poder Ejecutivo asumirá compro- 
misos para la realización de ciertas obras de infraes- 
tructura o para la provisión de servicios a la empre- 
sa. ¿Asumirá compromisos relativos al precio al que 
brindará esos servicios, si fuera el caso? ¿Asumirá el 
Gobierno el compromiso previsto en el literal D) del 
artículo 30 de mantener los parámetros referidos a 
la tributación que grava específicamente la actividad 
minera de gran porte y el canon de producción? 


¿Se va a incluir en el contrato la autorización a la 
empresa para que lo ceda en garantía a favor de los 
acreedores? Lo pregunto, porque, en estos tiempos, 
hemos escuchado muchas veces la afirmación de que 
la empresa no va a explotar el yacimiento por sí o 
que, en todo caso, no lo hará por todo el tiempo de la 
concesión, y que la idea es negociarlo rápidamente. 
Si se establece la posibilidad de ceder el contrato, 
se abona esa afirmación de que la empresa no va a 
explotar por sí, sino que está gestionando los permisos 
y autorizaciones para que después sean otros los que 
exploten. También apreciaría una respuesta sobre 
este particular. 


He de hacer notar, señor Presidente, que hay una 
previsión en la ley respecto a los efectos que tienen 
sobre el canon la estipulación de las cláusulas de 
estabilidad tributaria y arbitral. El artículo 43 de 
la Ley n.” 19.126 establece: “Cuando el Contrato 
de Minería de Gran Porte celebrado entre el Poder 
Ejecutivo y el titular del proyecto minero, contenga 
una cláusula de estabilidad tributaria, según las 
condiciones establecidas en el literal D) del artículo 
30 de la presente ley o mecanismos de solución de 
controversias según lo establecido en el literal F) del 
referido artículo, se aplicará un Adicional al Canon 
de Producción.- El Adicional a que se refiere el inciso 
anterior será de 2 % (dos por ciento) y se aplicará 
sobre la misma base de cálculo establecida para el 
Canon de Producción, durante el período definido en 
el contrato según lo establecido en el literal D) del 
artículo 30 de la presente ley, o durante el período de 
vigencia del Contrato de Minería de Gran Porte en el 
caso del literal F) del referido artículo”. 


Como vemos, las previsiones de este artículo 43 se 
establecen sobre períodos de la frase articulados por 
una conjunción disyuntiva: la cláusula de estabilidad 
tributaria “o” la cláusula que habilita el estableci- 
miento de mecanismos de solución de controversias. 
Sin embargo, cabe plantearse la eventualidad de que 
ambas cláusulas se estipulen acumulativamente, es 
decir, que se otorgue la cláusula de estabilidad tribu- 
taria y, además, se pacte la cláusula arbitral. 


En ese caso, ¿cómo interpreta el Poder Ejecutivo 
el artículo 43? ¿El aumento del canon tendría que 
ser solo del 2 % o del 4 %, es decir, 2 % por cada 
cláusula? A nuestro juicio, la interpretación correcta 
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es la segunda, no solo porque favorece al Estado uru- 
guayo, sino porque la redacción de este artículo 43 
está hecha, insisto, sobre la base de una conjunción 
disyuntiva, es decir, una cláusula “o” la otra. Cuando 
se establecen acumulativamente, me parece que la 
solución correcta es acumular el 2 % previsto para 
cada caso y, por lo tanto, el aumento del canon debe 
ser del 4 %, no solo el 2 %. Obviamente, lo que inte- 
resa es la opinión del Poder Ejecutivo, y esta es otra 
de las preguntas que dejamos planteada a los señores 
Ministros. 


Otro de los temas que hemos comentado en la 
prensa refiere a la garantía del fiel cumplimiento del 
contrato. Nos interesa subrayar que, de acuerdo con 
el texto clarísimo del artículo 27 de la ley, la garantía 
de fiel cumplimiento debe constituirse antes de la fir- 
ma del contrato. Esto es así, porque la ley establece: 
“Previo a la suscripción del Contrato de Minería de 
Gran Porte, el titular del proyecto deberá constituir 
una Fiel Garantía de Cumplimiento del Contrato, 
cuyo monto ascenderá al 5 % (cinco por ciento) de 
las inversiones programadas”. Creo que no hay discu- 
sión posible: la garantía se debe constituir antes de la 
firma del contrato. 


Lo subrayo, porque en el semanario Brecha se 
publicó que la garantía se constituiría algunas horas 
después de firmado el contrato. Yo no leí desmenti- 
dos; quizás los hubo y se me pasaron, pero esta es la 
instancia para aclarar el punto. La constitución de 
garantías no puede darse horas ni minutos después 
de celebrarse el contrato, sino previamente, porque 
así lo establece la ley con toda la claridad. También 
tiene que ser previa la constitución de garantía del 
Plan de Cierre de las Minas, porque el inciso final del 
artículo 18 de la ley establece: “Esta garantía se de- 
berá constituir de conformidad con lo establecido en 
el artículo 27 de la presente ley, en forma progresiva y 
previa, de acuerdo a cada una de las etapas estableci- 
das en el Plan de Cierre de Minas [...]”. Es decir, esta 
garantía se constituye antes, no por todo, sino por las 
etapas previstas en el propio Plan de Cierre, y por eso 
se dice que es progresiva. Para la primera etapa, la 
garantía es previa. 


Es decir, hay dos garantías previas: la prevista en 
el artículo 27, por el Fiel Cumplimiento de todo el 
contrato, un 5 % de la inversión —si la inversión fue- 
ra de US$ 3.000:000.000, la garantía sería de US$ 
150:000.000- y la de la primera etapa del Plan de 
Cierre, que es progresiva, por etapas. 


Hay distintas formas de constituir dichas 
garantías, y están previstas en el artículo 27: depósito 
bancario, garantías en valores públicos a su orden, 
pólizas de seguro de fianza o aval bancario u otras 
que determine la reglamentación. En ese sentido, 
queremos saber qué modalidad de garantías se 
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escogerá, por la importancia económica del asunto y 
por aquello de que “quien se quema con leche, ve la 
vaca y llora”. Sabemos todo lo que pasó con “el aval 
perfecto”, y para no tropezar con la misma piedra, 
queremos tener la seguridad de que esta vez sí se va 
a Operar en la debida forma y todos podremos tener la 
certeza de que la garantía está bien constituida. 


En términos generales, estas son las preguntas 
que queremos formular; las haremos llegar por escri- 
to a los señores Ministros para que puedan responder 
de manera precisa y eficiente. 


Finalmente, agregamos dos planteos de dos 
ciudadanos que en estos días se dirigieron a nosotros 
y no veo inconveniente en trasladarlos a los señores 
Ministros. 


Un ciudadano pregunta si el Gobierno maneja al- 
guna estimación acerca del número de personas y fa- 
milias que abandonarán sus hogares en la zona rural 
como consecuencia de la ejecución del proyecto. Hay 
quienes manejan cifras del Instituto Nacional de Esta- 
dística; dicen que allí viven alrededor de 3.500 perso- 
nas y se teme que resulten desalojadas de sus vivien- 
das, de sus hogares, por las explosiones, por el polvo, 
por el tráfico de los camiones, por todo lo que traerá 
consigo esta macro explotación del proyecto Aratirí. 


La otra pregunta tiene que ver con lo que 
mencioné al comienzo acerca de los beneficios y la 
recaudación que el Estado uruguayo espera obtener 
de la ejecución del proyecto. Confieso que en el día 
de ayer me impactó el titular de El País, pues decía 
que se esperan recaudar US$ 26.000:000.000 en 
veintisiete años; eso da casi US$ 1.000:000.000 por 
año. Quisiera saber si esta estimación es correcta, si 
el Gobierno maneja esta cifra o alguna otra para tener 
una base cierta para ir evaluando la ejecución del 
contrato y los resultados para el país con el paso del 
tiempo. En particular, quisiéramos saber cuánto se 
espera recaudar en los primeros cinco años, porque 
en ese período la empresa minera puede descontar 
su inversión —podría hacerlo en un solo año- y eso, 
naturalmente, incidirá en la recaudación fiscal. 


Estas son las preguntas que queríamos formular 
a los señores Ministros. Entrego a Secretaría las pre- 
guntas que condensan las consideraciones que hice 
-en un tiempo que, diría, no ha excedido lo razonable 
para mantenernos dentro de esa idea de, a plantea- 
mientos concretos, respuestas concretas— para que 
las haga llegar a los señores Ministros a los efectos de 
que puedan responder de manera precisa y eficiente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SEMPRONI.- Pido la palabra por una 
cuestión de orden. 


20 de febrero de 2014 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: mociono 
para que la Comisión Permanente pase a intermedio 
por quince minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Se va a votar. 
(Se vota:) 

-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 12 y 3). 

Continúa la sesión. 

(Es la hora 12 y 22). 


—Tiene la palabra el señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Gracias, señor Presidente. 


En primer lugar, quiero agradecer a los señores 
Legisladores por la invitación. Siempre es bueno, en 
temas importantes del país como el que nos convo- 
ca, compartir las informaciones, desarrollar las argu- 
mentaciones y eliminar las dudas que puedan sur- 
gir, más en este caso, en que ha sido el Gobierno el 
que ha promovido la ley de minería de gran porte a 
efectos de tener un mayor poder de negociación, una 
mayor recaudación y una mayor afirmación de los 
principios ambientales en conjunto con los distintos 
Ministerios, en los cuales se basan, precisamente, las 
preguntas que hoy se nos hacen. 


Pensamos que todas las preguntas que se han 
realizado pueden ser respondidas; algunas son de 
contestación directa y rápida, y otras, sin embargo, 
requieren un poco de marco, para poder entender 
cómo funcionan los regímenes mineros y el sistema 
contractual. 


Por lo tanto, permítaseme una breve introducción 
al tema, a la vez de ir respondiendo a las preguntas 
que se nos han hecho. 


El punto fundamental que debemos compren- 
der —es una de las afirmaciones que hiciera el señor 
Senador- es que en los últimos veinte años en el 
mundo se ha venido constituyendo un nuevo sistema 
productivo y una nueva estructura económica. Ese 
cambio tiene mucho que ver con las llamadas cade- 
nas de producción, con las llamadas cadenas de va- 
lor. Y esto también se cumple en la industria minera. 
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Luego del sistema productivo que en las décadas del 
cincuenta y del sesenta diera lugar a un crecimiento 
fuerte de las economías mundiales —desparejo, pero 
fuerte— llegó la crisis de los años setenta y ochenta, y 
se introdujo un sistema en el que la producción y las 
empresas se concentraron, dividiendo los procesos 
productivos, que iban de materias primas hasta pro- 
ductos finales en distintos eslabones, a veces localiza- 
dos en los mismos países y, otras, en distintos países. 
Esto dio lugar a la especialización de las empresas 
en ciertos elementos o eslabones de la producción o 
de los servicios, y también dio como resultado prác- 
ticamente la explosión de los servicios de logística, 
uniendo lo que ocurre entre los insumos intermedios 
y la producción final. Es este un cambio fundamental 
del sistema productivo que se basaba en el desarrollo 
de materias primas en algunos lugares y, en otros, de 
productos industrializados -según la vieja terminolo- 
gía que se utilizaba—, pasando a otro de productos y 
cadenas de valor en los que intervienen una variedad 
de empresas. Al respecto, un ejemplo que siempre 
se menciona es el de la telefonía móvil, dado que en 
la elaboración de un solo aparato intervienen doce 
países distintos. Esto es importante para comprender 
que la cadena de valor minera debe ser entendida en 
ese sentido; debe entenderse, básicamente, como un 
proceso que en su prospección, en su exploración y 
en su explotación puede contar con los mismos o dis- 
tintos actores, dada la mayor especialidad que tienen 
algunos en la exploración y prospección, y otros, en 
la explotación. 


También hay que entender que, en definitiva, el 
cambio de situación que veremos a continuación en 
cuanto a la estrategia de desarrollo del país tiene que 
ver con la modificación del sistema de producción 
global. Las cadenas de valor, la triangulación, la des- 
industrialización de algunos países, la aparición del 
sudeste asiático, entre otras cosas, han marcado un 
cambio profundo que nos deja dos lecciones impor- 
tantes. 


En primer lugar, como todos sabemos, ha surgi- 
do una gran cantidad de consumidores y la demanda 
de alimentos, de energía y de minerales ha crecido 
fuertemente, porque los alimentos, las energías y los 
minerales son elementos básicos constitutivos de la 
vida del ser humano de la sociedad actual. 


Esto hace que nuestro país, que no es un país 
minero pero que, como veremos, tenía una minería 
desarrollada en pequeñas y medianas empresas en 
una cantidad importante, aparezca en los mercados 
mundiales con una nueva cadena productiva, con 
una cadena de valor que nos lleve hacia una diversi- 
ficación de nuestra producción. Está clarísimo, señor 
Presidente: las inversiones internacionales están de- 
sarrolladas en función de cadenas de valor que tienen 
que ver con el destino de los países. Los países que 
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elijan y desarrollen las mejores cadenas y, además, las 
rodeen de inteligencia —en definitiva, servicios, más 
trabajo, más puestos de trabajo- serán los más esta- 
bles y desarrollados económicamente. El ejemplo de 
cientos de años de sistema capitalista de desarrollo 
económico así lo indica. 


Por eso, a lo largo de esta explicación, cuando de- 
mos cada una de las respuestas es fundamental que 
comprendamos que cada uno de los aspectos de la 
minería funcionan como verdaderas cadenas de valor. 
Esto explica por qué una existencia de hierro que ya 
se conocía ha dado lugar a la posibilidad de ser explo- 
tada, pasando —en este caso, debido a la alta demanda 
en los rubros que mencionaba- de precios más bajos 
a precios más altos. Ello ha hecho rentable la existen- 
cia de la minería metálica en Uruguay, que siempre 
tuvo los otros tipos de minería. 


En definitiva, estos cambios que tienen que ver 
con la estructura económica mundial nos llevan a 
una estrategia nacional de minería, una estrategia de 
desarrollo que el país tiene para esta inserción en el 
mundo, que está cambiando tan rápidamente. 


Veamos cuál es nuestra estrategia de desarrollo en 
la que se inserta la minería. 


La diversificación productiva es uno de los aspec- 
tos claves. La diversificación productiva —que se vie- 
ne desarrollando en cierto grado en industrias que 
el país ya tenía: las extractivas, las de factores reno- 
vables, las manufactureras, las del conocimiento, a 
través de las cuales el país es tan reconocido, como 
el caso de la tecnología en información- es lo que 
ayudará al Uruguay a que esos ciclos de crecimiento 
y crisis que ha conocido a lo largo de décadas sean de 
menor impacto. 


Creo que todos los partidos políticos han estado 
de acuerdo en la importancia de la riqueza que por 
sí misma trae la explotación de algunos yacimientos, 
en este caso la minería metálica, en condiciones ade- 
cuadas desde el punto de vista ambiental, social y del 
aseguramiento de las rentas, para las futuras gene- 
raciones. 


Las metas y los desafíos son claros. El crecimien- 
to sostenido y dinámico -la palabra “sostenido” aquí 
constituye la clave- es generador de empleos de cali- 
dad. La minería es un gran descentralizador y cual- 
quier proyecto de minería de gran porte implica una 
cantidad de puestos de trabajo. Este aspecto comple- 
menta lo anterior. Lo que se requiere es avanzar, no 
solo hacia una extracción, sino hacia una actividad 
de cadenas de valor intensiva, algo que no ha estado 
planteado en las preguntas del señor Legislador. En 
definitiva, es de suma importancia para el Ministe- 
rio, el Gobierno y para todos los partidos el pasaje de 
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una economía de pocos elementos a una economía 
diversificada, a una economía con cadena de valor, 
que implique llevar adelante actividades de servicios, 
productos y eslabones que generen una cantidad de 
puestos de trabajo y una disminución de la vulnerabi- 
lidad frente a los ciclos económicos. 


Evidentemente, siempre nos guía la igualdad 
como línea de Gobierno, que es la base de una trans- 
formación productiva más convergente dirigida a una 
mejor distribución entre los factores productivos, a la 
construcción de capacidades y a una disminución de 
la desigualdad, como se ha comprobado en este y en 
el anterior período de Gobierno. 


Es preciso que exista sustentabilidad ambiental 
porque, de lo contrario, podemos perder mucho. En 
este sentido, estamos tranquilos, porque hemos im- 
pulsado desde el Gobierno, junto a los otros partidos 
políticos, la ley de minería de gran porte. Además, 
con las otras leyes que se han votado y con la modifi- 
cación del Código de Minería, reafirmamos el interés 
de que haya un crecimiento económico que sea justo 
y sustentable. 


Todo esto está basado en la necesidad de un Esta- 
do sólido y con muchos conocimientos, no necesaria- 
mente grande en su tamaño, pero sí en su fortaleza, 
para poder regular, redistribuir y aplicar las políticas 
industriales de información y coordinación —que son 
básicas, pero que no se venían aplicando-, a efectos 
de que la diversificación productiva y la integración 
de la cadena minera sean en beneficio de toda la so- 
ciedad. 


Hemos trabajado fuertemente en la política de de- 
sarrollo y, en líneas generales, estamos de acuerdo en 
que la forma de capitalizarla es a través de la educa- 
ción. En ese sentido, estamos logrando acuerdos con 
organismos internacionales y nacionales en lo que 
refiere a la educación en minería, la infraestructu- 
ra —en la cual el país ha avanzado mucho a partir de 
las estrategias energéticas y de telecomunicaciones— 
y la diversificación de la estructura económica que 
mencionaba. Para nosotros, el crecimiento debe ser 
inclusivo, productivo, humano y sustentable. 


Podemos afirmar que Uruguay, producto de la di- 
versificación de su estructura económica, viene im- 
pulsando los distintos tipos de industrias, como el 
sector primario y sus agroindustrias, porque son com- 
petitivas en lo internacional. El país tiene que trans- 
formar factores estáticos en factores dinámicos, en 
fuentes de competitividad basadas en el conocimien- 
to. Se debe dar impulso a los sectores de servicios 
productivos y turísticos, elevando de esa manera los 
ingresos de los uruguayos a través de una estructura 
productiva diversificada. 
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Estas son las herramientas de política industrial 
del Ministerio; no las voy a mencionar todas, porque 
queremos ir rápido en esta parte de la exposición. 
Como todos sabemos, el Ministerio abarca la 
industria, la energía, la minería y las comunicaciones, 
y siempre ha tenido una política industrial activa, 
pero que ha sido negada durante mucho tiempo. 
Entonces, cuando esa política no es activa se corre 
el riesgo de la desindustrialización. Nuestra política 
industrial activa implica una política industrial 
moderna, con el apoyo de fondos sectoriales, con la 
coordinación de distintos elementos -como es el caso 
de la minería— que se necesitan para que un sistema 
se pueda desarrollar. Además, implica dar incentivos 
a la mejora de la calidad, del diseño, del valor 
añadido, del empleo de calidad, de la adecuación de 
las calificaciones laborales y de la descentralización. 
Este último elemento es muy importante, porque 
en el caso de la minería las industrias se tienen que 
localizar donde se encuentra el yacimiento que se va 
explotar. 


Por otra parte, quiero señalar que uno de los pun- 
tos fuertes de la política —que viene de períodos ante- 
riores, en los que se ha instrumentado con mucha in- 
tensidad-— consiste en la atracción de inversiones que 
generen mayores capacidades nacionales y puestos 
de trabajo. Como sabemos, hay un fuerte crecimien- 
to de la inversión nacional y extranjera y también de 
las empresas públicas, que completan adecuadamen- 
te uno de los puntos clave de transformación. Sin la 
transformación de las estructuras productivas no se 
puede lograr una mayor riqueza y equidad social para 
el país. A su vez, sin la inversión en capacidades na- 
cionales esa transformación no es duradera. Por ese 
motivo, hemos trabajado en los Consejos productivos 
tripartitos, en tres tipos de Consejos, integrando a 
empresarios, trabajadores y Gobierno. La formación 
del Consejo Sectorial correspondiente se ha puesto 
en la ley de minería de gran porte para que todos 
estos sectores puedan opinar y proponer las medidas 
que llevan al crecimiento de la industria 


Nosotros las hemos clasificado en intensivas en 
innovación y conocimiento, como la farmacéutica y 
la informática; en los motores de crecimiento que ha 
tenido el país, como la carne, los lácteos, entre otros, 
y en intensivas en mano de obra, como la automotriz 
y varias más en ese sentido. 


Entonces, dentro de esa estrategia de desarrollo, 
¿cuál es la estrategia minera? Nosotros nos hemos 
ocupado de este tema, no por esta ley de minería de 
gran porte, ni por el contrato que tenemos hoy, sino 
por la modificación del Código de Minería que se rea- 
lizó en 2011, que incrementó las seguridades, las ga- 
rantías para todos los uruguayos y, fundamentalmen- 
te, el incremento del canon. Ahora, se agregan los 
cambios que se hicieron a través de la ley de minería 
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de gran porte para un sector específico, en este caso 
la parte metálica. 


La estrategia minera en Uruguay parte de un 
sector minero. Para hablar sobre este tema hay que 
conocer primero nuestra historia. La minería no es 
nueva en nuestro país: ha estado desde el siglo XVIII 
en las zonas de Minas y Lavalleja.; se ha desarrollado 
durante el siglo XX en una forma importante, 
fundamentalmente, en los años sesenta y setenta. 
La búsqueda de minerales en el país se ha dado 
en distintas oportunidades y a través de acuerdos 
internacionales, hasta llegar a un sector de pequeñas 
empresas y a una empresa dedicada al tema del oro. 
Hoy, existen alrededor de doscientas empresas que 
exportan aproximadamente US$ 100:000.000. 


En el Estado ha habido escaso interés en el sector, 
y esto lo vemos, inclusive, porque la modificación del 
Código de Minería o la ley de minería de gran porte 
nos están llevando a los estándares de exigencia más 
altos del mundo en los temas que nos importan, es 
decir, la sustentabilidad ambiental y el aseguramiento 
del fondo para las futuras generaciones, lo que con- 
trasta con el relativo escaso interés que tuvo el Es- 
tado durante muchísimas décadas. Decimos esto al 
observar que las explotaciones pequeñas que se lle- 
varon a cabo en su momento han quedado expuestas 
=se ven los pozos- y no tienen lo que hoy estamos exi- 
giendo y vamos a exigir —correctamente- a la nueva 
minería que se lleve a cabo en este país, no solo a la 
de gran porte. 


En definitiva, el desarrollo de la minería nos ha 
dado un nuevo Código de Minería, que se redactó ori- 
ginalmente en los años ochenta y que ahora hemos 
modificado, aunque no sustancialmente, ya que las 
modificaciones realizadas refieren a la minería metá- 
lica. En ese sentido, hemos tenido una fuerte explo- 
ración de metálicos y energéticos con el uso de nue- 
vas tecnología; de hecho, en la actualidad estamos 
enriqueciendo el conocimiento del Estado a través 
de la licitación del mapa aerogeofísico del país. En 
síntesis, las empresas correspondientes, desde 1997, 
están trabajando en el reinicio de la extracción de 
oro en Rivera, que ahora de cielo abierto pasó a ser 
en galería. 


Por lo tanto, si caracterizamos la minería en nues- 
tro país, podemos decir que el producto interno mi- 
nero ha sido menor al 0,4 % y que la producción física 
se ha basado en los áridos, con un 73 %; tampoco 
podemos olvidar la producción en Artigas, con la ex- 
plotación de ágatas y amatistas, y de oro que mencio- 
nábamos anteriormente. 


Actualmente, el sector tiene mil quinientas per- 
sonas ocupadas, por lo que podemos decir que no es- 
tamos enfrentando algo nuevo —aunque quizás sí en 
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el tamaño- con respecto a lo señalado previamente 
en cuanto al desarrollo del país. Cabe agregar que la 
mayoría de las empresas son Pymes, y el 47 % está 
conformado por micro y pequeñas empresas. 


Entonces, hay una nueva etapa de la minería en 
Uruguay y el contrato que se está discutiendo es par- 
te de ella. 


En cuanto al contexto internacional —lo dije an- 
tes—, se han producido cambios en las cadenas de va- 
lor y en el modelo global de producción. Además, la 
integración de Asia y otras regiones del mundo a esas 
cadenas de valor han propiciado una mayor demanda 
de parte de los habitantes, que tienen derecho a una 
mejor calidad de vida y a demandar alimentos, ener- 
gía y minerales. 


Asimismo, ese crecimiento es el que ha motivado 
el aumento de los precios internacionales, ya que no 
ha habido un descubrimiento tan rápido de nuevas 
posibilidades para obtener metales. Obviamente, en 
el mundo hay varios proyectos en este sentido ya que, 
al cambiar el precio, las explotaciones que no eran 
rentables comenzaron a serlo. Pero tampoco podemos 
olvidar que se llevaron a cabo avances tecnológicos 
que permitieron reducir los costos de producción, 
aun cuando dichas producciones provenían de minas 
como sucedió en Uruguay- que no habían sido con- 
sideradas. 


También debemos decir que en nuestro país todo 
esto tiene mucho que ver con la política que lleva 
a cabo el Gobierno, y por ello se ha producido una 
mayor atracción de inversiones en el sector. En ese 
sentido, todos los partidos políticos siempre han coo- 
perado para la formación real de la imagen que hoy 
tiene Uruguay en el mundo, que no es un tema me- 
nor considerando el asunto que estamos tratando. Y 
digo que no es un tema menor porque, básicamente 
en ello hemos estado todos de acuerdo-, la institu- 
cionalidad es uno de los temas clave para que la ex- 
plotación minera deje beneficios al país. En realidad, 
la falta de institucionalidad es el motivo por el que en 
muchos países la explotación minera ha constituido 
un problema importante. Pero nuestro país, gracias 
a la fuerza aportada por todos los Poderes del Estado 
es reconocido internacionalmente por su calidad ins- 
titucional. 


Por otra parte, podemos hacer referencia al des- 
cubrimiento de mayores recursos; en definitiva, la 
posibilidad de contar con precios internacionales 
de mayor valor ha llevado a interesar a todos en el 
sistema minero que, como dije anteriormente, está 
conformado, básicamente, por cadenas de valor, por 
empresas especializadas en geología, laboratorios 
especializados en análisis de muestras mineras, em- 
presas especializadas en la seguridad en el trabajo y 
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empresas especializadas en la explotación, porque 
la ingeniería minera es un rubro diferente al de la 
geología. En síntesis, este es el enfoque internacional 
que queremos dar —y debe ser así-, es decir, el de las 
cadenas productivas o de valor. 


El aumento de los precios internacionales —que 
ya mencioné-, indudablemente, está asociado a la 
demanda de los países. En la pantalla, los señores 
Legisladores pueden observar el pico al que se llegó, 
comenzando por valores de US$ 12; esto se mantuvo 
durante muchísimos años, ya que desde 1980 al año 
2000 casi no hubo cambios. También pueden apre- 
ciar los datos de la tonelada de hierro, y en este caso 
nos ocupamos de este metal, pero cuando veamos el 
mapa geológico podremos hablar de otros temas. De 
todos modos, lo importante a destacar es que estamos 
ante una inversión muy grande, pero que es solo una 
de las posibles inversiones que tendremos. Reitero 
que no estamos pensando en un país minero —creo 
que nadie lo está haciendo-, sino en que se van a 
producir algunas explotaciones mineras y por eso es 
importante acumular aprendizaje, que fue uno de los 
puntos más recomendados en el acuerdo que se llevó 
a cabo entre los cuatro partidos políticos con repre- 
sentación parlamentaria. 


Como dije, los precios internacionales aumenta- 
ron, pero ahora comienzan a bajar —de todos modos, se 
mantienen altos- debido a que hay un enlentecimien- 
to de la principal economía demandante —donde están 
las siderúrgicas en el caso del hierro—, conformada por 
China, en primer lugar, e India, en segundo término. 
En el caso de China se produjo una baja del 9 % al 7 % 
del crecimiento; de todos modos, se trata de un creci- 
miento muy robusto, muy fuerte, que ajusta un poco 
los precios a la baja pero que, evidentemente, aún 
mantiene los precios elevados. Lógicamente —como 
dije-, los mayores precios propician la disponibilidad 
de nuevas ofertas de proyectos mineros en distintos 
países, aunque algunos serán exitosos y otros no. 


Por otra parte, la cantidad de hierro potencial 
que se estimaba en los años setenta alcanzaba los 
US$ 160:000.000, y las reservas actualmente son de 
US$ 225:000.000, pero los recursos identificados son 
de 980 millones de toneladas. Esto tiene que ver con 
lo que se puede apreciar en la siguiente diapositiva. 
En realidad, los recursos mineros —este es un tema 
del que se ha hablado bastante, aunque no se incluyó 
en las preguntas realizadas- se clasifican en medidos, 
indicados e inferidos, de acuerdo con la probabilidad 
de existencia a partir de las muestras realizadas en la 
prospección y exploración, y luego se confirman las 
reservas entre probadas y probables, en función de su 
grado de seguridad. 


Para finalizar este capítulo, quiero hacer referen- 
cia a la imagen que está e pantalla; en ella podremos 
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observar algo de fundamental importancia, para que 
no solo nos aboquemos a hablar del contrato que va- 
mos a firmar -sobre el que se han centrado las pre- 
guntas—, sino que también tengamos en cuenta la 
importancia de la minería en Uruguay. En el mapa 
que estamos observando está marcado algo que segu- 
ramente será mejorado cuando se culmine el mapa 
aerogeofísico que mencioné —para cuya realización 
los señores Legisladores votaron recursos en el Pre- 
supuesto nacional-, ya que nos permitirá pasar a una 
etapa superior de conocimiento en cuanto a las po- 
sibilidades de minería en Uruguay. De todos modos, 
como podrán observar, en el mapa que disponemos 
actualmente están las distintas regiones y posibilida- 
des, es decir, los metálicos, los áridos, y otros elemen- 
tos, como calizas, esquistos, arcilla, etcétera. 


En esta etapa de desarrollo de la estrategia minera 
uno de los puntos fundamentales ha sido investigar 
cuál es el marco internacional para las políticas de 
una minería responsable, porque existe un marco 
en función de lo que comentaba anteriormente. 
Los países con alta institucionalidad han logrado un 
desarrolloimportante de su nación, con calidad de vida 
para cada uno de sus habitantes, en armonía con la 
sustentabilidad ambiental y social. Cuando hablamos, 
por ejemplo, de la minería de hierro nos referimos a 
un consumo de 1.500:000.000 de toneladas por año. 
Australia es el principal productor con 600:000.000 
toneladas por año, y ivaya si es un ejemplo! De ahí 
hemos tomado, entre otros temas, el nuevo mecanismo 
impositivo, un mecanismo exigente, pero equilibrado 
como se decía en estos días—, en la intención de 
lograr los mayores activos para el Estado a fin de 
aplicarlos a proyectos actuales y, fundamentalmente, 
al Fondo de las generaciones futuras en los proyectos 
productivos, ambientales, educativos y demás. Hemos 
estudiado con profundidad cuál ha sido el marco de la 
política en ese tipo de ejemplo que mencionaba, que 
significa nada más ni nada menos que el 40 % de la 
producción de hierro en el mundo y es tan conocido. 
Pero hay otros países. 


Asimismo, hemos trabajando en el proyecto de 
Minería, Minerales y Desarrollo Sustentable, meto- 
dología que usamos en el año en que nos reunimos 
los cuatro partidos políticos básicamente para desa- 
rrollar cuatro ejes diferentes —económicos, sociales, 
ambientales y de gobernanza—, concordando en cua- 
renta y un puntos. También hemos estudiado el Foro 
Intergubernamental sobre Minería, Minerales, Meta- 
les y Desarrollo Sustentable, que es uno de los más 
respetados dentro del mundo; el Fondo para la Vida 
Silvestre; los estudios de Cepal y Unasur sobre la go- 
bernanza de los recursos naturales en América del 
Sur —porque hay situaciones muy diversas en nuestra 
América Latina específicamente sobre lo bien y mal 
utilizado del recurso minero-—; la fundamental inicia- 
tiva de transparencia en la industria extractiva a la 
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que hacía mención el señor Legislador, que nosotros 
recogimos en la propuesta de ley y los señores Legis- 
ladores tuvieron a bien votar, modificar en algunos 
casos y mejorarla. Hubo propuestas muy interesantes 
y de allí surgió esta iniciativa de transparencia en la 
industria extractiva, que ha sido una base importante 
de nuestro trabajo. 


Por otra parte, la estrategia minera de Finlandia, 
que es muy reciente, del año 2010, tiene un plan de 
acción en el año 2013, con el cual no los vamos a 
agotar; lo vamos a dejar para que lo vean después. 
Finlandia es uno de los casos más recientes, posicio- 
nado como líder europeo en la industria extractiva 
sustentable —todos sabemos cuál es la calidad de vida 
allí- y su objetivo para 2050 es ser el líder global en 
la utilización sostenible de recursos minerales, con- 
solidando el sector como uno de los pilares clave de 
su economía. La estrategia de Finlandia está basa- 
da en las mismas cosas que hemos trabajado aquí en 
ámbitos del Gobierno, de los partidos, del Poder Le- 
gislativo, porque se apoya en la cooperación con la 
Academia, con los institutos educativos, en la propo- 
sición de medidas en todos los eslabones de la indus- 
tria extractiva, en el abordaje profundo de áreas como 
la ambiental y la social, en el intercambio de informa- 
ción y experiencias, en el plan de acción que tienen y 
en el objetivo y metas claras que se han desarrollado. 


En definitiva, terminando con este capítulo, debo 
decir que hemos tomado las mejores prácticas in- 
ternacionales en lo ambiental, en la gobernanza, en 
la fiscalidad del tema y hemos obtenido, de común 
acuerdo, la idea aquella de que debe existir un marco 
progresivo y un contrato que asegure a las partes una 
normativa y un marco jurídico para las explotacio- 
nes. En definitiva, todos estos elementos: el marco 
jurídico y el político, las herramientas y capacidad 
de gestión pública, la optimización de los beneficios 
económicos, la gestión ambiental, la planificación 
temprana del postcierre de minas —sobre lo cual se 
nos pregunta hoy y contestará luego el señor Ministro 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente—- como uno de los puntos fundamentales del 
cambio e innovación importantísima; la gobernanza, 
la participación, la transparencia, el acceso y el apor- 
te de la actividad minera al desarrollo local han sido 
recogidos en las políticas del Ministerio y, luego, en la 
ley de minería de gran porte. 


Señor Presidente: tenemos entonces un contexto 
de oportunidad que marca fuertemente el contrato, 
uno de los primeros temas que aparece luego de ha- 
ber adaptado nuestra normativa legal y nuestras ca- 
pacidades para poder desarrollar la minería de gran 
porte. En ese sentido, los ejes de la política que tra- 
zamos son el estímulo de la minería como cadena de 
valor, generadora de empleos como en este caso, pero 
también para los futuros —estimamos mil quinientos 
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empleos, si se concreta esta actividad—; motor de de- 
sarrollo nacional y local; gobernanza y beneficios para 
el conjunto de la sociedad; explotación de los recur- 
sos naturales como base de un respeto a las reglas 
rigurosas de gestión ambiental, pero como base tam- 
bién de un modelo de diversificación que el Uruguay 
tiene y que va a generar —-como explicaba reciente- 
mente- alrededor de cualquier actividad esos poten- 
ciales recursos que ha demostrado. 


Tenemos como ejemplo, y siempre lo menciona- 
mos, cero por ciento de desocupación en electrónica, 
cero por ciento de desocupación en las tecnologías de 
información y en otras tantas que se están aplicando 
a las cadenas agrícolas, y queremos aplicarlo a la mi- 
nería en el futuro. 


Estamos hablando de recursos naturales que, al 
no ser renovables, deben ser transformados en activos 
intergeneracionales; y de eso nos cuidamos mucho 
en el contrato que estamos discutiendo. En la ley está 
indicado, y no tanto en el contrato, el fortalecimiento 
institucional y de capacidades nacionales y la adecua- 
ción del marco legal. Las dos grandes adecuaciones 
que hemos hecho han sido el Código de Minería, mo- 
dificando básicamente el Decreto Ley n.” 15.242 por 
la Ley n.* 18.813, de 2011, y la Ley de Actividad Mine- 
ra de Gran Porte, de 2013. En ese sentido, el Código 
de Minería, en su artículo 4.*, ya establecía que todos 
los yacimientos de sustancias minerales existentes en 
el subsuelo marítimo eran en forma inalienable e im- 
prescriptible del dominio del Estado. Esta ha sido una 
sabia tradición, muy larga, de los Códigos anteriores, 
que recoge una tendencia internacional —hay pocas 
excepciones- en este aspecto. El Código de Minería 
prevé que hay distintas clases, y nosotros nos estamos 
ocupando de la Clase III. Es importante clarificar que 
la Clase III prevé que la concesión para explotar se 
haga por razón de prioridad del titular. A aquel que 
consigue un permiso de prospección y lo presenta, se 
le otorga el derecho a presentarse en las condiciones 
que estipula la ley para lograr un permiso de explora- 
ción. Este se le otorga y, luego, lógicamente, pasa al 
permiso de explotación. Esto es así y lo aclaro porque 
en la ley de minería de gran porte nosotros hemos 
puesto este elemento pero, a raíz del contrato, hemos 
agregado nuevos elementos, como por ejemplo que 
el permiso de explotación debe ir acompañado de un 
contrato y que si el contrato no se celebra eso redun- 
da en las reservas del Estado, como consideraremos 
a continuación. 


¿Qué hemos propuesto en el año 2011 y, en su 
momento, fue modificado? Requerimientos de mayor 
planificación, mayor información relativa a las inver- 
siones y al programa de operaciones. Esto no existía 
antes, y es un punto básico que nos permite hoy dis- 
cutir las preguntas que el señor Legislador nos hizo 
acerca de las garantías. Las garantías son un 5 % del 
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monto de la inversión y esto lo sabemos en detalle 
porque se lo exigimos al minero, a través del Código 
de Minería y de las modificaciones que hemos hecho. 
Tenemos un mayor impulso al valor agregado con el 
hecho de que el 15 % total de cada operación de ex- 
portación debe ser ofrecido en el mercado interno, 
propiciando de esa manera la existencia de más es- 
labones en la cadena de valor y la posibilidad de una 
industria hacia el futuro que tenga como elementos, 
no solo el hierro, sino también, por ejemplo, la ener- 
gía. Y, precisamente, nuestro Ministerio, en acuerdo 
con los cuatro partidos políticos, se ha ocupado de 
propiciar como política de Estado, tanto este 15 % de 
ofrecimiento de mercado interno, como una verdade- 
ra transformación energética, que son los elementos 
fundamentales para desarrollar esto. Sabemos que 
hoy en el mundo la industria siderúrgica es una in- 
dustria fundamental y que tiene un exceso de capa- 
cidad, porque hay muchos países que han invertido, 
pero también existe la posibilidad de desarrollar esa 
cadena de valor mediante esto que estamos haciendo 
y otros elementos más que hay que hacer. 


Hay un elemento que el Uruguay no tenía y que 
tiene que ver con las preguntas sobre los temas que 
ahora vamos a marcar, donde existe algún punto de 
duda, por lo que compartimos que hay que informar 
a este Poder Legislativo y a los señores Legisladores. 
Se nos pregunta por algunos valores que se proyectan 
de la explotación —si se va a sacar más, si se va a sacar 
menos- con alguna duda sobre el tema, y debemos 
recordar que desde el comienzo hemos propiciado 
el cambio del canon. En 2011, el canon para las 
explotaciones mineras existentes venía siendo muy 
bajo. Son el Gobierno y, luego, el acuerdo entre los 
partidos políticos los que transforman un canon que 
tenía que ser en su momento inicial un canon de 
producción, basado en dar a la producción un cierto 
valor que resultaba en un valor bajo para la minería 
metálica fundamentalmente. El primer paso fue 
pasar a un canon basado en la facturación, lo que 
de entrada reportó ingresos muy importantes para 
el Estado en los casos de minería que hoy existen. 
En definitiva, en este nuevo proyecto sobre el cual se 
realizan las preguntas, ese canon ya es del 5 % de la 
facturación, y recordemos que además se estipula un 
mecanismo de precios de referencia para controlar 
que esa facturación redunde en un valor adecuado, 
porque el 5 % de eso tendrá que ser luego pago como 
parte del canon. Otro punto importante a clarificar 
dentro de los elementos que a veces se manejan sobre 
cuánto es lo que va a recibir el Estado y, por lo tanto, la 
sociedad es que estamos controlando y promoviendo 
los cambios de sistemas para permitir las mayores 
recaudaciones y, además, estamos controlando y 
promoviendo el control de esos mismos sistemas. 


Es así, entonces, que ya en 2011 teníamos como 
elemento de modificación la obligación de presentar 
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el cierre de minas y lo reforzamos luego, en la ley de 
minería de gran porte, con las garantías de recompo- 
sición del área minera, la obligación de buenas prác- 
ticas mineras, el reforzamiento de la transparencia y 
garantías sociales, la formación de una Comisión de 
Seguimiento. Así que, en definitiva, lo que hoy nos 
trae a informar sobre este tema no es nuevo para no- 
sotros, porque es el impulso que le damos fuertemen- 
te, el impulso de asegurar para el país los mejores re- 
sultados, propiciando la explotación minera, porque 
es fundamental para el desarrollo de la sociedad, pero 
haciéndolo de una manera conveniente para el Esta- 
do y negociando un contrato conveniente para el país. 


En diciembre de 2011 se firmó un acuerdo mul- 
tipartidario, se plasmaron los 40 puntos clasificados 
en cuatro dimensiones en cuanto a minería de gran 
porte, su definición —más de 400 hectáreas de explo- 
tación, etcétera—, los aspectos ambientales, los aspec- 
tos sociales, los aspectos económicos y los aspectos de 
gobernanza. Y todos los que participamos —represen- 
tantes de los cuatro partidos políticos- fuimos muy 
sabios en establecer las 400 hectáreas porque, evi- 
dentemente, la diferencia de la explotación minera 
con respecto a otras explotaciones -son todas muy 
importantes para el país, por eso hablamos de diversi- 
ficación productiva— es que siendo el hierro el cuarto 
elemento en importancia en la corteza terrestre y es- 
tando, por tanto, distribuido a lo largo de toda la cor- 
teza terrestre, se transforma en yacimiento valoriza- 
ble cuando hay una gran concentración y cuando más 
económicamente viable es su extracción. Entonces, 
en pocas hectáreas relativamente —porque son mu- 
chas vistas como imagen 4.000 hectáreas, por ejem- 
plo, que es lo que podrían sumar aquí las distintas ex- 
plotaciones mineras-, la cantidad de riqueza que trae 
al país es muy superior a la que puede traer otra ex- 
plotación, porque está localizada en un punto y con- 
centrada ahí. Fuimos muy sabios en establecer esas 
400 hectáreas entre los diferentes partidos políticos, 
conscientes de que las explotaciones mineras de gran 
porte, sean de 1.000, 2.000, 3.000 o 4.000 hectáreas, 
son concentradas en la generación de riqueza, frente 
a un país que tiene sus 16:000.000 o 17:000.000 de 
hectáreas, la mayoría sin yacimientos, como es obvio 
y pasa en el mundo. Entonces, a partir de eso se for- 
muló y discutió, y si bien no lo votaron algunos de los 
partidos, muchos de los artículos fueron votados por 
varios partidos; hubo discusión sobre si se recogieron 
claramente los acuerdos, pero ya los acuerdos están 
implícitos en las preguntas que se nos están haciendo 
en este momento, porque esos acuerdos reafirmaban 
fuertemente los temas de fiscalidad, de participación 
social, ambientales, y así sucesivamente. 


Se incorporaron varios ejes en la ley de minería 
de gran porte. Se creó un instrumento moderno de 
política de desarrollo sustentable y, además, con ga- 
rantías en la protección del medio ambiente, con el 
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trabajo conjunto de los Ministerios y luego de los se- 
ñores Legisladores, para cubrir las necesidades socia- 
les de las comunidades donde se realizará la actividad 
—punto que está graficado más adelante— y asegurar 
que el Gobierno participe eficientemente de las ren- 
tas. Tomando el ejemplo de otro país como Noruega, 
se desarrolló el Fondo Soberano Intergeneracional 
como elemento fundamental hacia el futuro. Se lle- 
gó, entonces, a la conclusión de varias consideracio- 
nes ambientales. En este caso, me voy a permitir leer 
solo la primera, porque es donde evidentemente se 
recogen los acuerdos muy claros a nuestro juicio que 
logramos en ese momento: “La minería de gran porte 
es de utilidad pública y genera procesos de desarrollo 
sostenible del país si respeta las reglas y garantías ri- 
gurosas de gestión ambiental durante todo su proce- 
so, incluyendo el cierre y el postcierre de minas”. Los 
elementos que se incorporaron fueron: crecimiento 
económico, alta calidad ambiental y equidad social, y 
se cuenta con el complemento de las leyes ya votadas 
de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible 
que desarrollará nuestro colega, el señor Ministro. 


En definitiva, el plan de cierre es un elemento 
fundamental de cambio en el tema ambiental, donde 
tenemos uno de los requisitos más fuertes —quizá, era 
uno de los puntos más débiles del Código anterior-, y 
en cuanto a nuestras leyes ambientales lo que hemos 
hecho es no modificarlas, sino reforzarlas fuertemen- 
te en estos puntos. En ese sentido, el plan de cierre 
comprende el conjunto de actividades que se desarro- 
llarán destinadas a mitigar los efectos que derivan del 
desarrollo de actividades mineras, que como toda ac- 
tividad humana tiene impactos ambientales. Aquí se 
prevé desde el comienzo un plan de cierre, de forma 
que se reacondicionen los lugares utilizados a niveles 
que permitan el desarrollo de actividades postcierre u 
otros usos posteriores, que es lo que la empresa mine- 
ra debe presentar, y también se han previsto garantías 
para que esa presentación luego se lleve a cabo. 


El contenido del plan de cierre incluye medidas de 
reacondicionamiento, el costo que tendrán la opor- 
tunidad y los métodos de control y verificación, de 
instalación, operación y abandono, y será revisado y 
ajustado como mínimo cada tres años. En definitiva, 
en la constitución de garantías —tema en el que entra- 
remos después- está previsto incluso el detalle de los 
montos que tendrá que tener, en función del plan de 
cierre presentado, en la visión de que deberá garanti- 
zarse el plazo que se tiene de tres años, agregándose 
porcentajes adicionales para contemplar toda la acti- 
vidad y las posibles sanciones. 


También hemos sido muy enfáticos -se ha votado 
en este Poder Legislativo- en lo que respecta al Con- 
sejo Sectorial Minero, porque este es uno de los pun- 
tos que más interesan a los trabajadores, al Gobierno 
y a los empresarios. En cualquier actividad, por fuera 
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del contrato que firmemos, de que luego se logren las 
autorizaciones ambientales y de que en definitiva se 
avance en la explotación, van apareciendo elementos 
para el desarrollo de la cadena de valor o problemá- 
ticas, y el Consejo Sectorial Minero tiene herramien- 
tas para asegurar, analizar y proponer acciones para 
promover la cadena productiva del sector minero in- 
volucrado, a los efectos de una mejor redistribución 
de la riqueza. Asimismo, para no dejar afuera otros 
colectivos que tienen bastante importancia en cuan- 
to al involucramiento, se ha definido la creación de 
una Comisión de Seguimiento. Este es otro de los 
aspectos que quiero recalcar, porque alguna de las 
preguntas que, con la voluntad de ser informado, nos 
hacía el señor Legislador podría dejar entrever que 
hay algún punto de oscuridad en lo que estamos tra- 
mitando. Precisamente, nosotros mismos hemos pro- 
puesto, con mucha profundidad, todas las iniciativas 
de transparencia y seguimiento. Estoy seguro de que 
esa no fue su intención, pero a medida que vayamos 
respondiendo, iremos clarificando cada tema. 


Las audiencias públicas están previstas en el 
proceso de autorización ambiental y en las actividades 
del Fondo que se va a ir formando. Se trata de un 
Fondo que dependerá de los precios futuros del 
mineral de hierro y del volumen de extracción, pero 
según cálculos basados en las 18:000.000 toneladas 
previstas en un año tipo de extracción —digo “año tipo” 
porque, como en cualquier otro proceso industrial o 
minero hay inicios en que va subiendo la producción 
y finalización de cada una de las minas-, a unos 
US$ 100 -algunos analistas estimaban mayores 
valores, por ejemplo, de US$ 120, y esto tiene que 
ver con la pregunta número quince-, para el Estado 
quedarían alrededor de US$ 400:000.000 durante 
veinte años. Esta estimación es básica y tiene mucho 
que ver con la oscilación de los precios y las cantidades 
recaudadas. 


También hemos innovado en cuanto a la relación 
con los permisarios. Es conocido por los señores Le- 
gisladores que, mediante la modificación del Código 
de Minería, en el año 2011, se estableció la obligato- 
riedad de dar vista previa al superficiario antes del 
otorgamiento de títulos de prospección. Es uno de los 
trámites que se ha realizado recientemente. Se ha 
notificado a los propietarios, dando las mayores ga- 
rantías para cada uno de los involucrados en la explo- 
tación minera, en este caso, porque el mineroducto 
va a estar situado en los predios de algunas de estas 
personas. 


Asimismo, el Código de Minería regula de una ma- 
nera muy clara la servidumbre y las indemnizaciones 
previstas. 


El canon de producción sigue siendo del 5 % — 
como habíamos dicho- pero se limita en cuanto al 
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superficiario -o no se limita, según los valores que 
dé la explotación— en que su parte del 2 % puede ser 
ese porcentaje o hasta un tope de quince veces el 
valor de mercado de los arrendamientos productivos 
de la zona, si es un área de intervención directa de 
la minería, o de siete veces el valor de referencia 
mencionado, si es un área de intervención indirecta. 
En la diapositiva que estamos viendo se da un ejemplo 
de cómo las explotaciones actuales de agricultura y 
ganadería dejan un cierto valor y cuál es el valor que 
el propietario tendrá con este tope, siempre y cuando 
alcance el valor del tope y no cobre directamente el 
2%. El5 % se mantiene porque todo lo que exceda del 
pago a los superficiarios irá directamente al Fondo. 


Hemos incorporado —este es un aspecto importan- 
tísimo— el adicional al Impuesto a la Renta, diseñado 
para el logro de un sistema tributario con imposicio- 
nes que a nivel internacional son más bajas que las 
que nosotros hemos previsto pero van tendiendo ha- 
cia los valores que hemos dispuesto. Se trata de un 
impuesto progresivo; este es un punto en el que coin- 
cidieron tres de los cuatro partidos que participaron 
en los acuerdos políticos y recibió una observación 
del Partido Colorado, pero sobre la forma, no sobre la 
necesidad de tener un adicional ni sobre el monto. En 
este caso, estamos innovando con la tasa progresiva 
lo digo a nivel del Poder Ejecutivo y del Poder Le- 
gislativo-, que puede ir desde cero, si los precios del 
hierro son bajos, hasta un tope del 38 %, si son muy 
altos. Tenemos la estimación realizada sobre valores 
de US$ 85, US$ 100 y US$ 120; en esos casos, entre 
el canon, el Impuesto a la Renta y el adicional se llega 
a montos que van desde el 47 % al 60 %. 


En la siguiente diapositiva se detallan las caracte- 
rísticas del canon de producción que debe abonar el 
titular de derecho minero. Además, en la parte minera 
no se puede ser objeto de la aplicación de regímenes 
que otorguen exoneraciones en materia de impuestos 
a la renta, aunque se puede en la parte industrial, 
porque nos interesa promover el valor agregado. 


¿Por qué hemos establecido un Fondo Soberano 
de Inversión, a semejanza —también con diferencias, 
porque fue adecuado a Uruguay- del modelo noruego 
y de unos pocos modelos que se han establecido en el 
mundo? Porque queremos asegurar que cada dólar 
extraído —esto lo trajimos como aporte de la colabora- 
ción con Canadá-— quede en la sociedad, a través de 
nuevos proyectos productivos o de su conservación 
en un fondo para las futuras generaciones; esto es, 
transformar un activo natural no renovable en otros 
activos para el desarrollo del país. Así se evita o, al 
menos, se disminuye la posibilidad de ocurrencia de 
la llamada enfermedad holandesa, en la medida en 
que no vuelca sobre el país directamente una canti- 
dad importante de dólares. 
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En ese sentido, los recursos provenientes de la mi- 
nería de gran porte —de las fuentes que mencionamos 
y de algunas otras— se han distribuido de la siguiente 
manera: un 70 % para el Fondo Soberano y un 30 % 
para recursos mineros que, a su vez, se dividen en un 
60 % de proyectos productivos, riego, infraestructura, 
etcétera; un 30 % para el Fondo de Desarrollo del In- 
terior; un 5 % para la parte educativa, y un 5 % para 
el fortalecimiento de las capacidades de la Dinama 
y la Dinamige, que entendemos fundamental seguir 
fortaleciendo de cara a los próximos eventos mineros 
que puedan existir. 


Luego de este marco introductorio, haremos re- 
ferencia a la exigencia del contrato, sobre lo que se 
nos ha preguntado. El Código prevé específicamen- 
te: “Las condiciones particulares serán objeto de un 
contrato especial que regulará el goce del derecho 
minero que otorgue el título de concesión de Minería 
de Gran Porte”. Es decir, la condición para firmar o 
lo que el contrato especifica es directa y únicamen- 
te la aplicación del título de concesión, porque como 
lo veremos gráficamente, hay una secuencia lógica 
de pasos, sustentada claramente por la ley sobre im- 
pacto ambiental, el Código de Minería y la ley sobre 
minería de gran porte, que implica que una de las 
afirmaciones del señor Legislador no sea del todo co- 
rrecta. Debemos decir que hay pasos previstos; ahora 
los vamos a mostrar y vamos a exponer la argumenta- 
ción jurídica en cada caso. Estos pasos tienen que ver 
con el momento en que se realiza cada cosa y ha sido 
práctica habitual otorgar la concesión para explotar, 
luego otorgar —por parte del Ministerio correspon- 
diente— la autorización ambiental y solo comenzar la 
explotación cuando están esos elementos en la toma 
de posesión. Eso es muy claro. 


¿Cuál es la exigencia del contrato que estamos ne- 
gociando? ¿Qué estamos discutiendo?, nos pregunta- 
ba el señor Legislador. Lógicamente, estamos discu- 
tiendo el área a explotar, el monto de las inversiones 
que se estiman en US$ 2.777:000.000-, la produc- 
ción anual. Con respecto a esto último, la ley previó 
una producción mínima, una media y una máxima, 
para evitar posibilidades especulativas con el mineral 
y que el minero haga rápidas o lentas extracciones, 
en función de los precios internacionales. La ley fue 
muy cuidadosa. La propuesta es que el contrato debe 
establecer la producción media, la producción máxi- 
ma y la producción mínima, que tiene que ser por lo 
menos el 30 % de la producción media. Los plazos 
para la construcción y el montaje, ahora los vamos a 
ver referidos específicamente a Aratirí. La informa- 
ción a ser provista al Estado es uno de los puntos en 
los que más estamos trabajando. Además, desde el 
Ministerio hemos hecho requisitorias a la empresa, y 
es lo que nos ha llevado, entre otros temas como el de 
la garantía, a seguir trabajando y no haber finalizado 
todavía esta etapa. 
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El plan de desarrollo de proveedores es otro tema 
fundamental. Para cada uno de los grandes empren- 
dimientos se establecieron normas a fin de generar 
más trabajo nacional y más insumos nacionales, pero 
hemos aprendido —y creo que así lo debemos tomar: 
positivamente- que en los contratos debe quedar 
exactamente estipulada la cantidad de trabajo y de 
desarrollos nacionales. Hemos pasado de no pedirlos 
a pedirlos con un plan concreto. En este tema tam- 
bién estamos trabajando. 


Otro de los elementos a discutir es el destino de 
la información en caso de rescisión del contrato o de 
declaración de caducidad, lo que no es un tema me- 
nor. Si no se firmara el contrato por no llegarse a un 
acuerdo, ese destino tiene que estar previsto en la 
ley; si se firmara, tiene que estar previsto en el con- 
trato. Previo a la suscripción del contrato, se deberá 
garantizar el fiel cumplimiento del mismo. Por las ci- 
fras mencionadas, en este caso estaríamos hablando 
de unos US$ 140:000.000, que corresponden al 5 % 
del contrato. La respuesta a la pregunta —voy contes- 
tando mientras vamos avanzando- es que se constitu- 
yen antes de la firma del contrato. Esto es inequívoco. 
Agradezco la pregunta en ese sentido porque no hay 
ninguna duda de que el contrato debe tener las ga- 
rantías ya constituidas. Entonces, uno de los temas 
de trabajo tiene que ver con el avance en ese sentido. 


Estamos discutiendo temas como la cláusula de 
prórroga de concesión por acuerdo de partes. Un 
punto de discusión es qué elementos debería presen- 
tar la empresa minera en caso de prórroga, y en qué 
condiciones. 


Se está discutiendo lo que tiene que ver con los 
temas fiscales. Permítanme clarificar algunos de los 
aspectos que abordarán el Subsecretario y el señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Nosotros hemos excluido explícita- 
mente las exoneraciones al IRAE y al impuesto adi- 
cional, pero la importación de elementos que no sean 
competitivos con la industria nacional, como ha sido 
práctica habitual, puede tener exoneraciones de IVA, 
como ya hemos establecido en la ley de minería de 
gran porte. Este no es un elemento nuevo. 


Está el compromiso del Poder Ejecutivo con 
respecto a cierta obra de infraestructura. El 
contrato contiene la cláusula de mantenimiento de 
los parámetros referidos a la tributación. A nuestro 
juicio, es muy claro lo que establece la ley, en caso 
de que la empresa opte por mantener durante diez 
años la imposición minera. La ley establece que si hay 
cambios en la imposición general, esto no se trata; si 
se trata el tema de la imposición minera, deberá pagar 
un 2 % más de canon. Habrá que hacer el cálculo 
teniendo en cuenta que se trata de 18:000.000 
de toneladas a US$ 100 o a US$ 120 la tonelada, 
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dependiendo de lo que se quiera calcular. En este 
caso es muy claro también que se accede a un tribunal 
arbitral estrictamente bajo las leyes uruguayas. En 
total, por los dos puntos de esa cláusula, deberá 
pagar un 2 % adicional. Se prevé ahí la autorización 
para ceder el derecho de explotación a favor de los 
acreedores. Se está discutiendo en qué condiciones 
la empresa puede ceder. Se prevé la cláusula de 
compromiso arbitral que más adelante explicaremos. 
La estamos trabajando en un sentido de compromiso 
nacional. Asimismo, podrá reconocerse la potestad de 
la Administración. 


Todos los elementos que he mencionado son de 
trabajo, de discusión, como la causa del no pago del 
canon de producción. Ahí estoy pasando a otro punto, 
que son las causas de rescisión y de caducidad que 
prevé la ley. Uno de los puntos que incorporó la ley de 
minería de gran porte es que hay causas de rescisión 
mucho más fuertes que las que se venían trabajando 
anteriormente: el no pago del canon de producción 
por dos períodos consecutivos; el no pago de las 
obligaciones tributarias; la acumulación de multas; el 
incumplimiento reiterado de obligaciones. Estas son 
todas causas referentes a faltas en las obligaciones 
fiscales. El incumplimiento de los compromisos 
establecidos en el contrato así como no cumplir con 
los plazos establecidos para la etapa de inversión de 
obra o para la etapa de explotación, o no cumplir 
con los volúmenes de producción previstos —-en todo 
momento buscamos evitar la posible especulación 
con este o con cualquier otro proyecto que pudiera 
existir en el futuro— son elementos que recoge la ley. 
También discutimos la falta de capacidad financiera 
comprobada, la generación de desastres, los temas de 
fuerza mayor y otros casos que se pueden prever en 
el contrato. La ley establece que esta lista no se agota 
en su articulado sino que se pueden agregar otros 
elementos en el contrato. 


Estos son los pasos que hay que dar en cualquier 
proyecto, y en particular en el proyecto Valentines, y 
los que he mencionado son los que ya se han dado en 
el orden exacto en que los hemos presentado. 


La prospección y la exploración que ha realizado 
la empresa constituyen la razón de por qué tiene el 
derecho de seguir avanzando, en tanto y en cuanto 
un permiso da lugar al otro, y se cumple aquello de 
primero en pedir, primero en ser otorgado, siempre 
que se cumplan las condiciones. Lógicamente, ahora 
las condiciones para la explotación se han fortalecido 
y endurecido, pero siempre conservando la posibili- 
dad de ser equilibrado desde todo punto de vista. Es 
bueno buscar la explotación para que el país tenga 
esa riqueza, pero hay que exigir en consonancia para 
que esa riqueza sea bien distribuida en relación con 
el ambiente y con la sociedad. 
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Luego de la prospección y de la exploración viene 
la presentación del proyecto y el inicio del estudio 
técnico. La calificación de minería de gran porte ya 
fue realizada en el mes de diciembre. La negociación 
del contrato es el paso siguiente y lógico luego de 
esa calificación, pero la ley establece un plazo. No 
se puede estar negociando indefinidamente; hay un 
plazo determinado. Se han mencionado apuros. No 
los hay, pero ocurre que si alguien se ha presentado 
en la minería de gran porte y se ha calificado porque 
cumple con los requisitos —más de 400 hectáreas, 
una inversión de más de US$ 100:000.000-, corres- 
ponde comenzar con la negociación del contrato en 
los próximos 360 días. Ya la hemos iniciado y estamos 
trabajando con todo el desarrollo posible y con toda 
la fuerza para que el proyecto se concrete. Enton- 
ces, hay un plazo claro, una negociación y una cons- 
titución de garantías de fiel cumplimiento que, como 
decía, es previa a la firma del contrato de minería de 
gran porte, que establece la concesión para explotar. 


Una vez realizado esto, se continúa con la auto- 
rización ambiental previa —luego está la autorización 
ambiental de operación— para que pueda tomarse 
posesión del área de contrato, antes de una serie de 
puntos —porque estos pasos no son automáticos-, 
como el amojonamiento y otros que tienen que con- 
cretarse en los trámites mineros del caso. Es recién 
ahí, luego de haber cumplido con el contrato, con la 
autorización ambiental previa y con los elementos de 
la toma de posesión del contrato, que puede comen- 
zar con la construcción de la infraestructura, o sea, 
con la inversión propiamente dicha. Después podrá 
pedir la autorización ambiental de operación y el ini- 
cio de la explotación minera. 


Sin ninguna duda, este esquema tiene su realidad 
en las leyes que hemos votado, pero además, es ra- 
zonable, en virtud de que permite que la explotación 
pueda ser realizada luego de cumplir con los pasos 
en secuencia. Es muy difícil o imposible cumplir los 
pasos en simultáneo, pero además, la ley claramente 
establece este secuenciamiento. 


El proyecto minero Valentines está compuesto por 
las minas, por las pilas de disposición de estériles, 
por las lagunas de sedimentación, por las plataformas 
de acopio de material, por las cintas transportadoras, 
por la planta de beneficiación, por la caminería inter- 
na, por la represa de agua, por la represa de relaves 
y por el mineroducto, sobre el cual mucho se ha con- 
versado, y que sabemos es un elemento fundamental 
de transporte de material de la forma más sencilla y 
rápida posible 


Todo esto se encuentra en los expedientes 
n.? 2904 de 2011 y n.* 8/1/0003313, de 22 de noviem- 
bre de 2013. En este último la empresa presenta ele- 
mentos adicionales a los planteados en el año 2011. 
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La ubicación del proyecto es conocida, por lo que 
no vamos a abundar en ello. Simplemente, voy a decir 
que, en lo que tiene que ver con las minas, abarca 
tres zonas, además de la zona de beneficiamiento. Al 
respecto, desde el punto de vista de la explotación, 
hemos remarcado la ventaja de la magnetita, porque 
permite llegar a porcentajes importantes de conteni- 
do en hierro, del orden de 68 % o 69 %, superior a 
otros proyectos, partiendo apenas de un 28 % o 29 %, 
y sin utilización de productos químicos en el proceso 
de concentración. Es obvio que, como cualquier in- 
dustria, utiliza productos químicos, por ejemplo, en 
el tratamiento de aguas residuales, aunque la cifra 
que se ha manejado no es de 1.700 toneladas por día 
sino de 1.700 kilos por día. 


En definitiva, la inversión que ha realizado la em- 
presa —algunos de estos valores son comprobables 
directamente porque están en los registros de los 
permisos, y otros fueron estimados por la empresa— 
es de US$ 138:000.000. Básicamente, esta cifra se 
puede estimar haciendo un cálculo aproximado de los 
metros lineales de perforación en la etapa de explo- 
ración. En lo que tiene que ver con el empleo direc- 
to, han trabajado en el proyecto 250 personas, per- 
cibiendo salarios sustancialmente mayores a los que 
reinaba en la zona, además del empleo indirecto, que 
abarca a 300 personas. Esto además de las áreas con 
permiso de prospección, entre otros. 


El proyecto para la explotación abarca cuatro 
departamentos. La inversión estimada que se 
manejaba era de US$ 2.777:000.000, para un área 
de concesión del orden de las 15.000 hectáreas, 
incluyendo el mineroducto y todos los elementos que 
cité anteriormente. El total de reservas cuantificadas 
por la empresa es de 225:000.000 de toneladas. 
Además, hay que tener en cuenta el horizonte 
temporal, el volumen anual tipo —del cual extrajimos 
el valor promedio para responder la pregunta del 
señor Legislador—, el producto concentrado de hierro 
y el empleo directo de 1.500 personas. 


La siguiente diapositiva es similar a la que se 
trabajó con la Comisión respectiva de esta Cámara. 
En ese momento, el precio de la tonelada era de 
US$ 129. Lo que hay aquí es una diversificación de 
la estructura productiva, con una minería que puede 
estar andando, con esta explotación, en el orden de 
los US$ 2.000:000.000 de facturación. 


El pedido de solicitud de calificación ingresó en 
noviembre —este es un tema importante porque la ley 
se votó en el mes de octubre—, a fin de poder poner 
en marcha los plazos que la ley prevé. La resolución 
se otorgó el 4 de diciembre del año 2013. Ahí se pone 
en marcha esta negociación que se está realizando. 
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Una vez presentada la solicitud de concesión para 
explotar, comienza la negociación. La Administración 
se dispone a evaluar, por un lado, los datos técnicos y, 
por otro, a negociar con el titular de la exploración las 
condiciones particulares del proceso, para llegar a la 
firma del contrato de explotación. El plazo es de 360 
días. Debemos remarcar que, de común acuerdo, el 
plazo se podría extender por noventa días adicionales. 
Si no se llega a un acuerdo, la concesión no se otorga, 
pero puede aplicarse el artículo 38 de la ley, que pre- 
vé que la empresa, dentro de los noventa días, podrá 
presentar un posible interesado. Luego de cumplido 
ese período, se establece otro plazo de ciento veinte 
días, no prorrogables, para alcanzar un acuerdo. Sino 
se alcanza el acuerdo o si no presentó el interesado, 
dicha área entra en el registro de vacancia. Esto es 
importante, porque la ley tuvo la sabiduría de prever 
la posibilidad de la firma del contrato o, en el caso de 
que no se concrete, aplicando aquello de que estando 
el hierro en algún momento se va a explotar, ha pre- 
visto los plazos adecuados para que el Estado tenga 
esas prioridades. 


Yo mencionaba que luego de la autorización am- 
biental tendrá que hacerse la toma de posesión. Son 
condiciones necesarias para el ingreso al área y eje- 
cución de la actividad de explotación, documentar el 
deslinde, la mensura y la señalización del área objeto 
de explotación, acreditar ante el Ministerio de Indus- 
tria, Energía y Minería la obtención de la autorización 
ambiental previa otorgada por el Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y la 
declaración de servidumbre, ocupación y/o paso a los 
efectos de esa toma de posesión. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 

SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede inte- 
rrumpir el señor Legislador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: una de las 
cuestiones centrales que yo planteaba era la de que, 
a mi juicio, la autorización ambiental previa debe ser, 
precisamente, previa al contrato. 


El señor Ministro, al plantear lo que, a su juicio, 
es la secuencia de todas estas operaciones que con- 
ducen a la puesta en marcha de la explotación del 
yacimiento minero, ubica la autorización ambiental 
previa después del contrato. Precisamente, sobre este 
punto al que acaba de referirse —por eso le pedí la 
interrupción inmediatamente- le pediría que nos di- 
jera cómo interpreta el Poder Ejecutivo jurídicamen- 
te estamos hablando de normas- ese inciso final del 
artículo 25 de la Ley n.* 19.126 que, en mi opinión, 
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establece claramente que la autorización ambiental 
previa debe ser previa al contrato porque, precisa- 
mente, los términos del contrato tienen que ajustarse 
a los términos de la autorización ambiental previa. 


Muchas gracias, señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede conti- 
nuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Señor Presidente: viene muy bien la 
pregunta, porque lo que hemos tratado de hacer es 
mostrar la secuencia para los señores Legisladores, 
para las señoras y los señores presentes en el día de 
hoy en esta reunión y para todos los que nos escu- 
chan por los diversos medios. Hemos querido dar el 
marco lógico que tiene ese desarrollo. 


Apenas termine de explicar estas cuatro diapositi- 
vas, con todo gusto vamos a responder el sustento ju- 
rídico de estos elementos de marco lógico que hemos 
puesto. Ello será parte de la siguiente pregunta que 
vamos a responder. 


Dentro de este marco, los contenidos del contrato 
que se están tratando son: la introducción, las defi- 
niciones —para que, como en todo contrato jurídico, 
cada palabra sea precisa—, los antecedentes a los que 
se llegó —los diferentes expedientes—, el marco nor- 
mativo aplicable, la aclaración de las leyes que rigen 
el contrato —esto está en el primer capítulo de todo 
contrato-, el objeto del contrato -que de acuerdo con 
el artículo 25 es el tema de la concesión-, el área de 
la concesión, la fijación de plazos, el plan de trabajo, 
el volumen de producción —por todas las razones que 
ya dije antes-, las garantías contractuales —que ya 
especifiqué cuando respondí una pregunta del señor 
Legislador—, las causas de rescisión y extinción del 
contrato fundamentales para ambas partes-, el plan 
de desarrollo a proveedores —porque el objetivo es la 
cadena de valor y no solo el paso extractivo-, el desti- 
no de la información y bienes del proyecto —por lo que 
dije antes sobre las posibilidades: si es por la positiva 
de la firma del contrato o si es por la negativa de que 
pase algo cuando el contrato se firme o no-, el ajuste 
a las condiciones comprendidas en las autorizaciones 
ambientales —-en este caso somos bien explícitos; lo 
va a explicar el señor Subsecretario—, los derechos y 
obligaciones de las partes -de acuerdo con el artículo 
30-, la oferta al mercado local “como ya hemos expli- 
cado, cuando nos referimos al artículo 16 del Código 
de Minería—, otros contenidos que no estaban pre- 
vistos en la ley —porque, lógicamente, lo que esta da 
es un marco, y en el contrato, como bien se dice se 
establecen las condiciones particulares—, las causas 
posibles de renegociación del contrato —artículo 31- y 
las modificaciones unilaterales del contrato: cómo se 
sancionan, qué multas hay, contenidas en el artículo 
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33. Esos son los elementos que se están discutiendo 
y queríamos dar un contenido claro de ellos para que 
como dije antes- los señores Legisladores y la pobla- 
ción tengan claro que aquí no hay, básicamente, otra 
cosa que la aplicación a un caso concreto de lo que es 
la ley que se ha votado, y que hemos impulsado para 
favorecer la transparencia y los ingresos del Estado. 


Por otra parte, rápidamente vamos a hacer refe- 
rencia a las inversiones que ha hecho el Estado en el 
fortalecimiento de las capacidades de la Dinamige y 
del Ministerio. No los vamos a aburrir con toda la lec- 
tura; simplemente, vamos a mencionar los mayores 
recursos presupuestales; los ingresos previstos -como 
ya detallamos en la propia ley de minería-; la elabo- 
ración importantísima del mapa aerogeofísico, que en 
el futuro va a permitir que algunas zonas, en vez de 
ser solicitadas por empresarios privados, puedan ser 
subastadas por el Estado, conociendo cuáles son las 
características geológicas -dando al Estado un mayor 
conocimiento de los recursos existentes—; las inver- 
siones en equipamiento y en laboratorios; el fortale- 
cimiento de capacidades con ingreso de funcionarios, 
en mejora de la gestión del trámite, y con un fuerte 
desarrollo informático en el rediseño, de tal manera 
que las cuestiones comprendidas en los trámites y las 
solicitudes sean explícitas para la población. No quie- 
ro extenderme demasiado y puntualizar cada una, ra- 
zón por la cual las estoy detallando en forma gruesa. 


Lo que sí es importante destacar son los convenios 
firmados con la Universidad de la República para el 
posgrado en ingeniería de minas, para la reactivación 
de la investigación geológica; la cooperación con Na- 
ciones Unidas, a través de Unesco, el PNUD, el Pnu- 
ma, en programas conjuntos con el MVO'TMA y con la 
Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional; el 
programa de Naciones Unidas, Unidos en la Acción, 
que trabajamos con una cooperación de US$ 600.000 
con agencias ejecutoras especializadas para el desa- 
rrollo de la minería responsable en el país; los semi- 
narios internacionales a los que panelistas uruguayos 
han acudido muchas veces, y los expertos interna- 
cionales que han venido; el diálogo con los actores 
relevantes; las asistencias técnicas para el desarrollo; 
la capacitación técnica en gestión integral de la mine- 
ría; la gestión ambiental de proyectos mineros con ex- 
pertos regionales; los aspectos de salud laboral —que 
son tan importantes para la minería—, con expertos 
de OPS y la Organización Mundial de la Salud. En 
este momento son todas acciones en curso. En defini- 
tiva, se trata de una cantidad de acciones que vamos 
a dejar a consideración de los señores Legisladores. 


Conclusión de este marco de presentación. 
Existen nuevas oportunidades para el desarrollo 


de la minería de gran porte en el Uruguay, como lo 
expresara la multipartidaria y yo lo remarcara en la 
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presentación. Es aceptable la minería de gran porte y 
genera procesos de desarrollo sostenible, si respetan 
las reglas y garantías rigurosas de gestión ambiental 
durante todo el proceso. 


Se han realizado acciones para fortalecer las ca- 
pacidades del país, no solo dirigidas a las institucio- 
nes públicas, sino también al resto de la sociedad. 
En general, se avanzó en nueva legislación; aún falta 
mucho en capacitación e información, y lo sabemos 
porque es una actividad nueva, y hay que seguir tra- 
bajando en ese tema. También se avanzó en legisla- 
ción que dote al país de mayores garantías; son de las 
más estrictas en el mundo, y son promovidas a partir 
del acuerdo multipartidario. 


La minería de gran porte realizada con innovación 
y con la aplicación de las mejores tecnologías dispo- 
nibles, con las debidas salvaguardas y garantías am- 
bientales, con los instrumentos económicos interge- 
neracionales, gestionada con transparencia y control 
social, y con el debido resguardo de recursos para el 
futuro, será posible implementarla en un marco de 
desarrollo sostenible para el beneficio de las actuales 
y futuras generaciones, que se verán favorecidas del 
uso actual de un recurso renovable. La frase es muy 
larga pero, de todas maneras, es muy clara. Insisti- 
mos con esta frase, que no es nueva y fue conversa- 
da porque, en definitiva, resume todo lo que hemos 
hecho en este período de Gobierno para desarrollar 
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los aspectos mineros que la situación del mundo y 
las propias reservas de Uruguay permiten y bajo qué 
condiciones se hace para satisfacer esta demanda tan 
fundamental en la humanidad. 


Finalmente, decimos que para nosotros existen 
las condiciones y el marco legal para proceder a la 
negociación, como lo hemos mostrado. En caso 
de actuar de acuerdo con las pautas particulares 
del contrato, estando en condiciones de otorgarse 
la concesión para explotar, cuando se aporte 
definitivamente toda la información —a pesar de que la 
empresa ha presentado una cantidad importantísima 
de información, se ha solicitado complementar 
determinados datos geofísicos—, y luego de negociar el 
acuerdo, será posible firmar el contrato de concesión. 


La verdadera discusión que debemos asumir es 
cómo llevar adelante una minería responsable. Todos 
los partidos políticos lo han asumido, pero este es el 
punto fundamental, para dar todas las garantías que 
generen beneficios para el país y reduzcan al míni- 
mo los impactos negativos que tiene toda actividad 
humana. La minería en su historia nos ha propor- 
cionado ejemplos negativos pero en los países como 
Uruguay, con adecuada institucionalidad, entende- 
mos que puede ser realizada de perfecta forma. 


Me gustaría que a continuación hiciera uso de la 
palabra el señor Subsecretario. 


de 2014 
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SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pa- 
labra el señor Subsecretario de Industria, Energía y 
Minería. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE INDUSTRIA, 
ENERGÍA Y MINERÍA.- Señor Presidente: para no- 
sotros es muy importante poder participar en esta se- 
sión porque constituye una excelente oportunidad de 
informar, no solo al Poder Legislativo sino a la pobla- 
ción toda, sobre temas fundamentales, importantes, y 
sobre cómo se vienen desarrollando en relación a ello 
las acciones del Gobierno. Adelanto que se vienen 
desarrollando con total transparencia y en absoluto 
cumplimiento de la ley. 


La pregunta que voy a contestar tiene que ver con 
una cuestión fundamental en términos legales como 
ha planteado el señor Legislador Pasquet-, vinculada 
con el momento necesario para la autorización am- 
biental, con relación al cumplimiento de las seguri- 
dades y garantías ambientales que todos queremos, y 
si estas deben ser o no concretadas antes o luego de 
la firma del contrato. 


En primer lugar, queremos decir que compartimos 
la preocupación que encierra esa consulta, que es el 
cumplimiento de todas las garantías ambientales en 
el proceso de la ejecución de la actividad minera. Por 
lo tanto, la primera expresión que queremos reiterar 
aquí -ya lo hemos hecho a nivel público en diversos 
medios de comunicación- es, no solo el compromiso, 
sino la definición que tiene nuestro Gobierno de que 
la autorización ambiental es condición sine qua non 
para la explotación minera, para la actividad minera. 
Por ende, queremos decir con total contundencia y 
claridad una vez más que no habrá explotación de 
minería de gran porte en el país sin las debidas y ne- 
cesarias autorizaciones ambientales. Esto es así por- 
que lo marca la ley —y ahora lo vamos a demostrar— 
pero, fundamentalmente es así porque este Gobierno 
comparte conceptual y éticamente que las garantías 
ambientales deben estar dadas en estas actividades 
y, particularmente, en la actividad de la minería de 
gran porte. 


Reitero: no habrá actividad minera sin las nece- 
sarias garantías ambientales. Por lo tanto, en la acti- 
vidad minera habrá cumplimiento de las exigencias 
que en el marco de sus competencias establezca la 
Dinama, es decir, las autoridades que competen en 
el cuidado del medio ambiente porque, para noso- 
tros, el cuidado del medio ambiente es una cuestión 
fundamental. Tanto es así, señor Presidente, que es 
esta Administración la que ha impulsado las modi- 
ficaciones legales que han hecho más rigurosas las 
exigencias en cuestión ambiental, en particular para 
la actividad minera. En ese sentido, nos satisface 
mucho —lo digo francamente- que el Parlamento las 
haya aprobado y que hoy todos las estemos exigiendo. 
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Esta fuerza en el Gobierno tiene un compromiso to- 
tal en este sentido por el cumplimiento de la ley, por 
cuestiones éticas y de definiciones programáticas que 
para nosotros, reitero, son fundamentales. 


Dicho esto, aclararemos nuestra interpretación de 
por qué dichas autorizaciones ambientales se deben 
gestionar y otorgar sin lugar a dudas antes de la ac- 
tividad minera. Antes de que se mueva una piedra 
en la explotación minera tendrán que estar las au- 
torizaciones ambientales, pero procesadas una vez 
cumplida la firma del contrato y la observancia de 
distintos pasos que —como bien explicó el señor Mi- 
nistro—-, se cumplen en los proyectos mineros en ge- 
neral y particularmente en este proyecto de minería 
de gran porte. 


El señor Legislador Pasquet ha planteado —como 
parte de su fundamento- por qué, a su entender, la 
autorización ambiental debe existir previo a la firma 
del contrato, e hizo referencia al artículo 25 de la ley 
de minería de gran porte y, en particular, a su último 
inciso, que conocemos y que podemos volver a referir. 


El primer argumento legal que queremos plantear 
como respuesta es que creemos, necesariamente, 
que este artículo 25 —que, a nuestro modo de ver es 
muy importante, y en eso coincidimos con el señor 
Legislador Pasquet- debe leerse e interpretarse aten- 
diendo al conjunto de la ley de la que forma parte, así 
como la ley de minería de gran porte también debe 
atenderse y observarse en el conjunto del marco nor- 
mativo vigente en el país y de las leyes aplicables en 
la materia. Por lo tanto, lo primero que queremos des- 
tacar es que ese artículo 25 debe ser leído conjunta- 
mente con el artículo 24 —que sabiamente el Legisla- 
dor colocó antes del artículo 25- que, a nuestro modo 
de ver, establece con claridad argumentos de qué se 
debe observar y cumplir para la firma del contrato. 


El artículo 24 de la ley de minería de gran porte 
fíjense el nombre del artículo: “Procedimiento”- es- 
tablece: “El procedimiento que deberán seguir los ti- 
tulares de los permisos de exploración, —en este caso, 
el proyecto Valentines- en caso de Minería de Gran 
Porte, se ajustará a las siguientes bases:”, y en su li- 
teral B) establece con claridad: “En caso de alcanzar 
acuerdo —primera condición— sobre las condiciones 
particulares del contrato, y estando en condiciones 
de otorgarse la concesión para explotar —segunda 
condición fundamental-, se procederá a la firma del 
contrato de la concesión de explotación de Minería 
de Gran Porte”. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Agazzi). 
—Reitero: “En caso de alcanzar acuerdo sobre 


las condiciones particulares del contrato,” —sobre lo 
que se está trabajando actualmente, de acuerdo con 
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lo que decía el señor Ministro; esta sería la primera 
condición- y estando en condiciones de otorgarse la 
concesión para explotar —extremo que debe verificar 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería a través 
de su Dirección Nacional de Minería y Geología, Di- 
namige-, se procederá a la firma del contrato de la 
concesión de explotación de Minería de Gran Porte”. 


Cuando se nos pregunta por qué no se ha firmado 
en tal fecha y cuándo se firmará es, precisamente, 
porque estamos trabajando en el cumplimiento de 
este requisito que nos impone la ley, que es obser- 
var y garantizar, previo a la firma del contrato, que 
existen las condiciones para otorgar la concesión para 
explotar, que es lo que establece la ley de minería de 
gran porte. 


¿Por qué esto, señor Presidente? Porque —como 
decíamos- la ley de minería de gran porte es un mar- 
co normativo especial que debe leerse e interpretarse 
en consonancia con el marco de aplicación general 
para la minería que es, nada más y nada menos, que 
el Código de Minería que —-como bien se ha dicho- en 
sus aspectos sustanciales rige desde los años ochenta 
y ha sido modificado —-si se me permite, mejorado- en 
el año 2011. 


Es en el Código de Minería, en el artículo 95, don- 
de se establece claramente que el permiso de explo- 
ración —en este caso, de la empresa que, como expli- 
caba el Ministro, ha hecho estudios de prospección 
con los títulos habilitantes para ello- habilita a su 
titular a realizar, en exclusividad, sobre el área am- 
parada, todas las labores que requieran el estudio, et- 
cétera. Y en su inciso final aclara que “solo el titular 
podrá solicitar concesión para explotar sobre el área 
y sustancias minerales comprendidas en el permiso 
de exploración [...]”. Es decir que el Código es claro 
cuando señala que, quien tenga el permiso de explo- 
ración y haya realizado los trabajos correspondientes, 
tiene la posibilidad de acceder en exclusividad al títu- 
lo de concesión para explotar que la ley de minería de 
gran porte estableció, y ello debe hacerse mediante la 
suscripción de un contrato entre las partes, que es en 
lo que estamos trabajando. 


Por lo tanto, el artículo 24 de dicha ley estable- 
ce que si bien existe ese derecho para el titular de 
los permisos de exploración, antes debe firmarse un 
contrato y para ello, repito, exige dos requisitos muy 
claros: en primer lugar, “alcanzar acuerdo” en este 
caso con el Estado —para eso estamos trabajando e 
intercambiando información- y, en segundo término 
—tema clave-, exige que estén dadas las condiciones 
para otorgar “la concesión para explotar” de acuerdo 
con lo que disponga la Dinamige. 


Estas son las condiciones que exige la ley para 
firmar el contrato y, en ese sentido, es que estamos 
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trabajando. Una vez que se cumplan podremos firmar 
el contrato de referencia, que habilitará la continua- 
ción de los siguientes pasos en este proceso a que ha- 
cía referencia el señor Ministro, que necesariamente 
tendrá que incluir las autorizaciones ambientales que 
preocupan en esta Sala, previo a la toma de posesión 
de la mina y también a cualquier tipo de actividad 
minera, que es lo que fundamenta jurídicamente 
nuestra clara declaración política: no se moverá una 
piedra, no habrá actividad minera si no están las au- 
torizaciones ambientales. 


El segundo argumento, que complementa esta 
lectura clara de los artículos 24 y 25 de la ley, surge 
del último inciso del artículo 25, y con honestidad 
intelectual decimos que también fue referido por el 
señor Legislador Pasquet. Dice así: “Las disposicio- 
nes del contrato deberán ajustarse a las condiciones 
comprendidas en las autorizaciones ambientales co- 
rrespondientes”. Nótese que el Legislador hace refe- 
rencia, insisto, a “las condiciones comprendidas en 
las autorizaciones ambientales correspondientes”, 
porque debemos recordar que todo proyecto mine- 
ro no solo requiere la autorización ambiental previa, 
sino también y afortunadamente, una autorización 
ambiental para operar. A continuación este inciso es- 
tablece: “Ninguna de las disposiciones contractuales 
podrá considerarse que exima al titular del proyecto 
de MGP —Minería de Gran Porte— “el cumplimiento 
de las disposiciones comprendidas en las autorizacio- 
nes ambientales correspondientes”. 


Decimos que esta disposición del artículo 25 es 
compatible con la firma previa del contrato porque, 
como ya dijimos, el artículo 24 precedente dispone 
lo que debe observarse y exigirse antes de firmar el 
contrato. Además, lo más importante es que la ley 
—naturalmente y como debe ser— se inscribe en el 
marco normativo general y, por ende, establece dispo- 
siciones coherentes, no solo con el Código de Minería 
como hemos referido y referiremos a continuación-, 
sino también con la ley específica de salvaguarda del 
medio ambiente, que es la n.” 16.466. 


¿Qué establece el marco normativo vigente sobre 
el medio ambiente y los permisos o autorizaciones 
ambientales vinculados con estos proyectos? Esta- 
blece claramente —vamos a analizar la ley de medio 
ambiente- que para iniciar las actividades se debe ob- 
tener la autorización ambiental previa. Para ser más 
preciso leo la ley en que nos basamos. El artículo 6. 
de la a Ley de Medio Ambiente n.” 16.466 expresa: 
“Quedan sometidas a la realización previa de un es- 
tudio de impacto ambiental las siguientes actividades, 
construcciones u obras, públicas o privadas”, y esta- 
blece taxativamente las distintas actividades y en su 
literal E) refiere a la “Extracción de minerales y de 
combustibles fósiles”. 
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A continuación, en el artículo 7.” , luego de esta- 
blecer que debe cumplirse con la tramitación de un 
estudio de impacto ambiental, en este caso para la 
extracción de minerales, prevé lo siguiente: “Para ini- 
ciar la ejecución de las actividades, construcciones u 
obras en las que estén involucradas cualesquiera de 
las situaciones descriptas en el artículo anterior, los 
interesados deberán obtener la autorización previa 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente [...]”. Insisto y reafirmo: para ini- 
ciar la ejecución de las actividades, los interesados 
deberán obtener la autorización previa del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente. Esto establece la Ley de Medio Ambiente. 


No estamos innovando en nada cuando decimos 
que efectivamente debe y puede firmarse el contrato 
de acuerdo con el artículo 24 de la ley de minería de 
gran porte una vez que se concreten las condiciones 
exigidas por la autoridad minera para otorgar la con- 
cesión para explotar— y que luego deberá tramitarse 
—naturalmente, de acuerdo con la ley minera, pero 
particularmente de la Ley de Medio Ambiente-, con 
los estudios de impacto ambiental correspondientes, 
la autorización ambiental, previo al inicio de las acti- 
vidades, lo que fundamenta lo que afirmamos y, rei- 
teramos, de que no habrá minería sin las autorizacio- 
nes ambientales correspondientes. 


Queremos avanzar en esta línea de razonamiento, 
que no solo sostenemos nosotros como autoridades 
del Ministerio y del Poder Ejecutivo, sino también 
juristas especializados, en este caso Roselló; estoy 
consultando un material compilado sobre el marco 
normativo complementario del Código de Minería de 
la República Oriental del Uruguay, cuyo autor es el 
doctor Roselló Meyer, al que naturalmente acudimos. 
En un dictamen específico sobre el particular —no lo 
voy a leer todo, sino sus aspectos centrales y medu- 
lares; no se asuste, señor Presidente- dice: “[...] la 
Ley de minería de gran porte (n.” 19.126 del 11 de 
setiembre de 2013) no deroga la Ley n.* 16.466, del 
19 de enero de 1994 (Ley de Medio Ambiente)”. Y 
agrega: «[...] esta ley en su artículo 6 establece las 
actividades que quedan sometidas a la realización 
previa de un estudio de impacto ambiental, incluyen- 
do en su literal E) la “extracción de minerales y de 
combustibles fósiles”. De acuerdo con dicha norma y 
como viene de decirse, es la actividad la que se con- 
diciona al estudio, y no el instrumento jurídico que la 
autoriza”, me permito anotar contrato. Reitero: “Es 
la actividad la que se condiciona al estudio, y no el 
instrumento jurídico que la autoriza”. Corrobora ex- 
presamente esta interpretación el artículo 7 * de la 
misma ley, en cuanto establece: “Para iniciar la eje- 
cución de las actividades [...] en las que estén invo- 
lucradas cualesquiera de las situaciones descritas en 
el artículo anterior, los interesados deberán obtener 
la autorización previa del Ministerio de Vivienda, Or- 
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denamiento Territorial y Medio Ambiente”. Continúa 
el dictamen: «En otras palabras, estas dos previsio- 
nes, incluidas precisamente en la ley que regula la 
cuestión medioambiental imponiendo a los sujetos 
jurídicos requisitos para ejecutar actividades que son 
susceptibles de dañarlo, establece claramente que la 
autorización ambiental es necesaria para ejecutar la 
actividad, independientemente de las autorizaciones 
que deban procurarse de otros organismos de la Ad- 
ministración para tener derecho a ejecutar dicha ac- 
tividad. Tal es el caso del título minero “Concesión 
para Explotar” que otorga esta Secretaría de Estado 
—del Ministerio de Industria, Energía y Minería— en 
ejercicio de atribuciones delegadas del Poder Ejecu- 
tivo, toda vez que Dinamige —Dirección General de 
Minería y Geología de este Ministerio- comprueba 
que el solicitante cumple los requisitos que el Códi- 
go de Minería exige. Conforme este orden jurídico 
que se viene de mencionar, Código de Minería y Ley 
n.” 16.466, desde la vigencia de esta ley (de 19 de 
enero de 1994), todas las concesiones para explotar 
que el Poder Ejecutivo otorga por resolución una vez 
que se comprobaron todos los requisitos a controlar 
por Dinamige, condicionan la ejecución de la activi- 
dad minera que posibilita realizar el título, a la efec- 
tiva obtención de la autorización ambiental que le 
compete otorgar al MVOTMA». 


Este es el régimen de aplicación legal, no solo en 
este proyecto, sino el que venimos aplicando como 
país desde el Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría en los distintos proyectos. 


Este es el tercer argumento legal a favor de nues- 
tra interpretación y la forma en que venimos obrando. 


Agrega el dictamen: “Además, véase que en mate- 
ria minera rige el principio de primero en el tiempo 
primero en el derecho [...], quien solicita un título 
minero tiene derecho a obtenerlo (si cumple todos 
los requisitos que el Código de Minería establece y 
el área no se encuentra interferida por una solicitud 
minera o título otorgado sobre la misma) con exclu- 
sión de todos los demás sujetos que lo soliciten con 
posterioridad. Y esta prioridad está dada, según el 
Código de Minería, por la solicitud de concesión para 
explotar que se presente ante Dinamige o por la titu- 
laridad de un Permiso de Prospección o Exploración, 
y no por la solicitud de autorización ambiental que se 
sustancia y otorga por otro organismo público. Y en el 
ámbito de la ley que reguló la minería de gran porte, 
es el contrato entre el Estado y el privado el que otor- 
ga la concesión para explotar [...]”. 


Concluye el informe: «Conforme todo lo anterior, 
puede sostenerse que por cuanto la LMGP no derogó 
el esquema actual “concesión para explotar autoriza- 
ción ambiental” este sistema es el que rige para la mi- 
nería de gran porte y por tanto, para la firma del con- 
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trato a que refiere el artículo 25 de dicha ley, el titular 
no debe acreditar la autorización ambiental, sino que 
al igual que ocurre en las resoluciones que otorgan 
los títulos mineros “Concesión para Explotar” por el 
Código de Minería, en el contrato se debe condicio- 
nar la ejecución de la actividad minera a la autoriza- 
ción referida. Esta solución tiene base, además, en el 
propio artículo 25, inciso final, ya que dicha norma 
establece: “Las disposiciones del contrato deberán 
ajustarse a las condiciones comprendidas en las au- 
torizaciones ambientales correspondientes”, giro que 
remite a la Ley n.” 16.466, —como se ha demostra- 
do- y esta, como se dijo, requiere la autorización para 
la ejecución de la actividad —refiere a la autorización 
ambiental- (y no para la obtención del título), en 
cuya virtud podrá luego realizarse la actividad. Y la 
oración siguiente refuerza y confirma la conclusión 
anterior, ya que establece: “Ninguna de las disposi- 
ciones contractuales podrá considerarse que exima al 
titular de MGP del cumplimiento de las condiciones 
comprendidas en las autorizaciones ambientales co- 
rrespondientes”, previsión que solo tiene sentido si 
el contrato es anterior a la autorización ambiental». 


Quiere decir que estamos actuando conforme a 
derecho; estamos actuando en el marco de lo que es- 
tablece la ley de minería de gran porte, el Código de 
Minería —naturalmente, también tiene rango legal- y 
la ley general de medio ambiente. 


El señor Legislador planteaba, creo que con total 
legitimidad, algunas hipótesis y dudas con relación 
a esta secuencia que estamos defendiendo. ¿Qué 
puede pasar si se firma el contrato y, después, en la 
instancia de la autorización ambiental, la autoridad 
ambiental, la Dinama, el Ministerio de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente, establece 
determinadas exigencias o requerimientos, como to- 
dos queremos, para garantizar el buen cuidado del 
ambiente, que la empresa considera demasiado one- 
roso o discrepa con ellos, generando una situación, 
inclusive, de cuestionamiento del propio contrato y, 
por tanto, del cumplimiento de esas exigencias. 


Afortunadamente, el Legislador previó estas hipó- 
tesis. Afortunadamente, también la Administración 
previó y está previendo esa hipótesis. Efectivamente, 
la ley y el contexto normativo que vengo de describir, 
claramente, establecen y garantizan la preeminencia 
de estas exigencias ambientales. Si las exigencias que 
establece la Dinama tienen costos o requerimientos 
que no son compartidos o que generan objeciones 
para la empresa, están previstas dos cuestiones fun- 
damentales. 


En primer lugar, para garantizar el cumplimiento 
de esas exigencias, la ley obliga a la constitución de 
garantías, por ejemplo, para el cierre de minas, que 
es una cuestión fundamental para la “remediación” 
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ambiental de los predios afectados por la minería. 
Esa es la primera garantía frente a la hipótesis de 
que la empresa considere demasiado caros los reque- 
rimientos y no existan condiciones para cumplir con 
los requerimientos ambientales. La ley ya previó el 
establecimiento de garantías; de eso se ha hablado en 
la sesión del día de hoy. Esto es nuevo. Hagamos, to- 
dos, un reconocimiento a lo que hemos avanzado en 
este período y en estos tiempos al ser más exigentes 
en estas cuestiones con las empresas y con todos no- 
sotros para garantizar el cuidado del ambiente. Se es- 
tablecen garantías en recursos económicos para que 
estas cosas se concreten. Lo establece la ley de mi- 
nería de gran porte, pero permítaseme recordar -con 
las disculpas del caso, porque nos comprenden las 
generales de la ley, en tanto trabajamos mucho en la 
elaboración de esta actualización del marco normati- 
vo— que ya lo habíamos previsto también en la refor- 
ma del Código que impulsamos y enviamos desde el 
Poder Ejecutivo en el año 2011, cuando estos temas 
no eran de tanta agitación en los medios de comuni- 
cación y, naturalmente, no eran de dominio público. 
Insisto en que ya en ese entonces, por convicción, 
esta Administración envió una modificación que hoy 
nos exige, porque es ley, que estos temas ambientales 
estén atendidos como corresponde. 


Asimismo, el señor Legislador Pasquet planteaba 
creo que con acierto- que puede darse otra situación, 
quizás más compleja. Me refiero a que la empresa, al 
diferir con respecto a alguno de estos temas, pudiera 
plantear una renegociación del contrato o pedir 
algún tipo de cambio o resarcimiento, lo que podría 
colocarnos en una situación específica. El Legislador 
consultaba qué pasaría si la empresa se opusiera a lo 
que exige la autoridad ambiental. 


En este caso, debemos volver una vez más a la 
ley. El señor Legislador hizo referencia a algunos 
artículos. Yo quiero referir, en un caso, al mismo 
artículo, pero a otro inciso, en el que queda claro que 
la ley habilita a que el contrato específicamente pueda 
incorporar obligaciones para las partes. Naturalmen- 
te, incluiremos en el contrato que firmarán ambas 
partes -lo hemos anunciado a través de los medios de 
comunicación, pero es bueno que se diga aquí y que 
quede constancia en la versión taquigráfica— que la 
no obtención de las autorizaciones ambientales será 
causal de caducidad del contrato. Si esto es firma- 
do por las dos partes, no hay posibilidad de pataleo 
disculpen esta expresión poco académica- si no hay 
acuerdo con las exigencias de la Dinama. Legalmen- 
te, no existen posibilidades porque ambas partes lo 
convinieron. Y en esto no solo está clara la voluntad 
y la postura del Poder Ejecutivo sino también —así ha 
sido expresado- de la empresa: contar con las autori- 
zaciones ambientales es fundamental y condición ex- 
cluyente para el avance de la actividad minera; de no 
obtenerse la autorización ambiental, no se avanzará 
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en el proyecto. Es más, el contrato cae si no están las 
autorizaciones ambientales. 


El cuarto argumento refiere a que la ley habilita 
que el contrato incluya otras disposiciones. La volun- 
tad del Poder Ejecutivo, amparado en este marco le- 
gal, es que —a efectos de cumplir con lo establecido en 
el artículo 25- el contrato incluya una cláusula espe- 
cífica y concreta que establezca que deben cumplir- 
se todos los requerimientos fijados por la autoridad 
ambiental; por lo tanto, en nada podrán contradecir 
lo establecido en el contrato. Entonces, se ajusta el 
contrato a lo que establece la autoridad ambiental, 
o el contrato directamente cae y no hay avance en la 
explotación. 


Creemos que estamos habilitados legalmente a 
avanzar un paso más en este proceso que, como es 
evidente, es complejo por su dimensión y caracterís- 
ticas y por las exigencias de carácter ambiental que 
fijan el Parlamento y el Poder Ejecutivo. Si se llega 
a concretar la firma del contrato, se continuará con 
los estudios y las tramitaciones que necesariamente 
establezca la autoridad ambiental. 


En cuanto a la oportunidad de brindar la autori- 
zación ambiental previa con los requerimientos téc- 
nicos que se entiendan pertinentes por la autoridad 
correspondiente, harán referencia al tema el señor 
Ministro y la señora Subsecretaria de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente. De todas 
maneras, les damos la total seguridad de que esa au- 
torización será condición fundamental y sine qua non 
para que se desarrolle la actividad minera en el país. 
Por lo tanto, la firma del contrato y la autorización 
ambiental son totalmente compatibles, no solo en el 
aspecto legal, sino también en cuanto a lo sustancial: 
nos garantiza a los uruguayos que no habrá minería 
si no se cumple con todos los requerimientos de pre- 
servación del medio ambiente que la autoridad com- 
petente establecerá oportunamente. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Señor Presidente: creo que sería con- 
veniente continuar contestando las preguntas refe- 
ridas a los aspectos ambientales para redondear el 
tema. Por lo tanto, si me permite, cedo el uso de la 
palabra al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Señor Presidente y señores Legisladores: antes que 
nada, quiero agradecerles esta oportunidad de pre- 
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sentar al Poder Legislativo y a la ciudadanía un infor- 
me detallado acerca de las capacidades, las fortalezas 
y los desafíos que enfrentamos en el desarrollo de las 
políticas ambientales, vinculado al tema de la convo- 
catoria, que es el contrato de concesión para explotar 
la minería de gran porte. 


En este sentido, podemos señalar que en el marco 
de las negociaciones del contrato de concesión con la 
empresa minera Aratirí, nuestro Ministerio y el Poder 
Ejecutivo se han asegurado, con cláusulas específi- 
cas, de que garantice y no condicione los procesos de 
evaluación, autorización y control ambiental del pro- 
yecto Valentines, independientemente del momento 
en que se firme el contrato. 


Antes de profundizar al respecto, nos parece con- 
veniente ubicar este tema en el contexto del país. 
Hace diez años, nuestro país tenía bajos niveles de 
inversión por falta de emprendimientos. Entonces, 
¿cómo pensar, en ese momento, en la importancia de 
la perspectiva ambiental y de los procesos de desa- 
rrollo? A partir del impulso que nuestro Gobierno dio 
al desarrollo del país, con la reactivación producti- 
va consecuente, tuvimos que aprender a evaluar y a 
controlar nuevos sistemas. 


El esfuerzo que se ha realizado durante estos años 
para contar con un equipo de profesionales, con pro- 
cesos y con un marco legal permite al Estado brindar 
las garantías necesarias para que haya un ambiente 
saludable. 


En los últimos años, el tema ambiental adquirió 
mayor presencia y relevancia en la agenda pública. 
El crecimiento de la inversión en sectores que tienen 
impacto directo sobre recursos naturales; la aproba- 
ción de un marco legal que incorpora la mirada de 
la sostenibilidad y el aumento en la conciencia sobre 
la importancia del ambiente son aspectos clave para 
explicar el incremento de la demanda de trabajo en 
materia ambiental en nuestro Ministerio. 


Este aumento se ve reflejado, por ejemplo, en un 
mayor número de solicitudes de permiso que, una vez 
otorgados, generan una mayor cantidad de empresas 
a controlar. Para asumir estos desafíos, se requirió un 
gran esfuerzo de reingeniería de procesos y fortaleci- 
miento institucional. Todo esto acompaña la apuesta 
del país en la diversificación de su matriz productiva. 


Desde 2010, hemos avanzado en la dotación y ca- 
pacitación del personal, tanto en cantidad como en 
diversidad de disciplinas, y hemos tenido en cuen- 
ta las necesidades de equipamiento para atender la 
gran variedad de temas ambientales y gerenciales que 
conlleva el crecimiento económico y social que ha ex- 
perimentado el país, así como también los desafíos 
ambientales emergentes que se identifican. 
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El fortalecimiento institucional era un eje sobre el 
que debíamos trabajar para que el país tuviera la ca- 
pacidad institucional de dar la jerarquía que corres- 
ponde al tema ambiental y para que la población se 
sintiera segura de que tenía una institución respon- 
sable, técnicamente sólida y que respalda un control 
del cuidado del ambiente que, en definitiva, es la pro- 
tección de la vida. 


Uno de los aspectos centrales para brindar estas 
garantías se da a través de la rigurosidad con la que 
se analizan los emprendimientos en forma previa a 
su autorización y del control una vez que están ope- 
rativos. 


La actividad minera no es nueva para nuestro 
Ministerio. Los instrumentos departamentales y re- 
gionales de ordenamiento territorial incluyen la ac- 
tividad minera. Además, la Dirección Nacional de 
Aguas es el órgano que otorga los permisos para los 
usos de agua en este tipo de emprendimientos y au- 
toriza las obras hidráulicas. Tradicionalmente, la Di- 
rección Nacional de Medio Ambiente ha evaluado y 
autorizado emprendimientos mineros. Desde el ini- 
cio de esta Administración, más de la mitad de las 
autorizaciones ambientales otorgadas corresponden 
a emprendimientos mineros. Si bien la mayoría son 
canteras, hay minas de importantes dimensiones de 
caliza y oro que son controladas ambientalmente en 
su producción. En ese sentido, hemos ampliado las 
modalidades de control y desarrollado una metodolo- 
gía específica para la materia. 


Quisiera detenerme en el control de la explota- 
ción de oro a cielo abierto y subterráneo y al proce- 
samiento industrial para la obtención del mineral. Se 
realizan controles directos a través de inspecciones 
y auditorías y autocontrol por parte de las empresas. 
En las auditorías, se verifica el cumplimiento de los 
planes de gestión ambiental presentados por la firma 
para todos los aspectos ambientales relacionados con 
el emprendimiento, basados en un reconocimiento de 
la situación de todas las áreas involucradas. 


Por otra parte, las inspecciones siguen una me- 
todología diferente a las auditorías, ya que en estas 
no se pone sobre aviso a la industria y, en muchos 
casos, se enfocan en uno o dos aspectos ambientales 
significativos. En ambos casos, se realizan muestreos 
de aguas subterráneas y superficiales en puntos de- 
finidos de control. El autocontrol que realiza la em- 
presa requiere la presentación de informes anuales 
de desempeño ambiental en los que se incluyen los 
resultados de los monitoreos diarios, semanales, 
mensuales y semestrales, verificándose por parte de 
la División de Control Ambiental el cumplimiento de 
los planes de gestión de efluentes líquidos, residuos 
sólidos, control de polvo, control de ruidos, planes de 
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gestión de la represa de relaves, monitoreo de calidad 
de aguas y planes de cierres ya aprobados. 


También se han realizado controles adicionales de 
las obras de restauración paisajística para la recupe- 
ración y preservación de áreas degradadas por la ac- 
tividad minera. A su vez, el equipo que realiza el con- 
trol incorpora miradas de diferentes especialidades, 
ya que cuenta con ingenieros químicos, ingenieros 
civiles con opción hidráulica ambiental, ingenieros 
agrónomos, geólogos, químicos, farmacéuticos, etcé- 
tera. 


Recientemente, como parte del control, se ha 
incluido la realización de auditorías externas inde- 
pendientes en forma mensual, llevadas a cabo por 
empresas locales e internacionales para acreditar el 
cumplimiento de cada una de las actividades previs- 
tas en el plan de cierre. 


En este punto, me gustaría recordar las incerti- 
dumbres planteadas en el año 2005 con respecto a 
la hoy UPM, que eran muchas en nuestra sociedad. 
Pero hoy, considerando los controles y las auditorías 
nacionales e internacionales, podemos decir que es 
una de las plantas más controladas en la región y es 
reconocida internacionalmente como una de las que 
tiene mejor desempeño en el mundo. 


Por otro lado, dado el incremento de emprendi- 
mientos de alta complejidad —entre ellos, la minería—, 
la Dinama ha previsto en su reestructura el forta- 
lecimiento del abordaje integral de estos proyectos, 
creando y fortaleciendo diferentes áreas. En ese sen- 
tido, se abocó a la evaluación de impacto ambiental, 
creando una nueva División de Evaluación Ambiental 
de Proyectos de Alta Complejidad, donde se inserta 
el equipo de trabajo que hoy evalúa el Proyecto Va- 
lentines; la evaluación ambiental estratégica para el 
estudio temprano de políticas, planes y programas, 
particularmente, los que exige la Ley de Ordena- 
miento Territorial; el control y desempeño ambiental 
que, como se indicó, ha perfeccionado con nuevos 
instrumentos la forma de controlar los importantes 
establecimientos mineros que se han implantado en 
el país, como los de caliza y oro, y el montaje de nue- 
vas instalaciones del laboratorio ambiental de última 
generación, recientemente inaugurado en el predio 
del LATU, que algunos de ustedes tuvieron la oportu- 
nidad de conocer. 


Además, se ha contado con cooperación técnica 
internacional para crear capacidades sobre minería 
de gran porte. En ese sentido, desde el año 2010, 
estamos preparando a nuestros técnicos, tanto en el 
país como en el exterior, para asegurar la rigurosidad 
en el análisis del proyecto de alta complejidad. Me voy 
a detener, en particular, en las actividades de capaci- 
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tación en minería, que fue definido como prioritario 
por ser uno de los desafíos ambientales emergentes. 


En este sentido, funcionarios de Dinama, Dinot y 
Dinagua participaron de visitas técnicas, cursos, se- 
minarios y talleres vinculados a la minería de gran 
porte. Por ejemplo, se visitó el complejo minero de 
hierro de Carajás y otras actividades en el Instituto 
Brasileño del Medio Ambiente y de los Recursos Na- 
turales Renovables. En esa instancia, el equipo par- 
ticipó de una audiencia pública, además de la visita 
técnica a la mina, a la planta de peletizado y al puerto 
de carga de la Minera Samarco. 


También se visitaron, en San Juan, Argentina, las 
minas de Gualcamayo, y en Chile, Los Pelambres y el 
Romeral. 


Asimismo, se participó en la 7.? Conferencia sobre 
Cierre de Minas y se realizó una visita a las instala- 
ciones de las mineras de West Perth, en Australia. En 
dicho país —cuya nueva actividad minera lo convierte 
en un referente, con las mejores prácticas— también 
se participó del curso Capacitación en Minería para 
el Desarrollo. 


Por otra parte, en Japón, se participó en un curso 
de cuarenta días sobre adecuación y manejo de des- 
cargas de aguas residuales de las mineras e indus- 
trias. 


Además, en Chile, se participó de los cursos Co- 
nectando las Actividades Mineras con Metas de De- 
sarrollo Humano y Gestión de Residuos Mineros, 
abordando el diseño del cierre, principios básicos de 
hidrología y la aplicación a faenas mineras. Asimismo, 
en Uruguay se contó con el aporte del especialista 
chileno Christian Villanueva, quien es especialista en 
procesos de evaluación de impacto ambiental. 


A nivel nacional, se destaca la organización de un 
ámbito de participación abierto, como la conferencia 
sobre “Minería y Desarrollo Sostenible en Uruguay”, 
que contó con la participación de expertos interna- 
cionales —quienes compartieron diferentes visiones 
sobre el tema- y representantes de la sociedad civil 
y la academia. 


Por otra parte, más de veinte de nuestros técnicos 
recibieron una capacitación integral en Evaluación 
Ambiental de Proyectos de Minería en el marco del 
Proyecto de Fortalecimiento de las Capacidades para 
una Minería Responsable, ejecutado entre nuestro 
Ministerio y el de Industria, Energía y Minería, y 
que contó con el apoyo del sistema de las Naciones 
Unidas. 


En suma, volcamos toda la capacidad nacional, 
institucional y técnica para garantizar la adecuada 
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evaluación del proyecto Valentines de Aratirí, cons- 
cientes de la importancia que reviste. En particular, 
conformamos un grupo interdisciplinario, integrado 
por calificados técnicos de Dinama, Dinot, Dinagua 
y Dinavi. 


Por otro lado, a las capacidades institucionales ex- 
puestas debe agregarse que contamos con una base 
legal sólida, que está vigente y se complementa con 
la Ley de minería de gran porte. En tal sentido, los 
proyectos de minería de gran porte, al igual que los 
demás proyectos mineros, quedan sujetos a la legis- 
lación ambiental de alcance y aplicación general, 
dentro de la que es posible destacar la Ley General 
de Protección del Ambiente; la Ley de Evaluación de 
Impacto Ambiental y sus reglamentaciones, la Ley de 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible; las 
estrategias regionales de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible para la región este, aprobadas 
por cinco Gobiernos departamentales y el Poder Eje- 
cutivo; el Código de Aguas, su reglamentación y sus 
modificativos; la Ley de Política Nacional de Aguas; el 
Reglamento de Residuos Sólidos, Industriales y Asi- 
milados; la Ley del Sistema Nacional de Áreas Pro- 
tegidas y su reglamentación; la Ley de Fauna y su 
reglamentación; la Ley Forestal y su reglamentación; 
la Ley de Prevención de la Contaminación Acústica y 
la Ley de Patrimonio Histórico. 


La reciente sanción de la Ley n.? 19.126, de 11 de 
noviembre de 2013, de Actividad Minera de Gran Por- 
te, establece un régimen jurídico especial y comple- 
mentario al descripto, aplicable a la llamada minería 
de gran porte. 


Dicha ley refuerza los requisitos para la autoriza- 
ción ambiental al disponer que en todos los casos se 
requiere un estudio de impacto ambiental completo, 
categoría C) de la reglamentación de Evaluación de 
Impacto Ambiental, y audiencia pública. Además, 
establece que entre otros contenidos del estudio de 
impacto ambiental, debe incluirse especialmente un 
análisis del impacto urbano, como así también que el 
estudio de impacto ambiental deberá ser auditado por 
una empresa con capacidad y experiencia probada. 


Por otra parte, esta ley también profundiza aspec- 
tos de localización, ya que establece que la minería 
de gran porte deberá localizarse en suelo categoriza- 
do rural. 


Además, regula específicamente el plan de cie- 
rre de las minas, el cual incluye, la mitigación de los 
efectos y el reacondicionamiento del área implicada 
a niveles que posibiliten el desarrollo de actividades 
posteriores al cierre u otros usos posteriores; imple- 
mentación, desde la fase de instalación, durante la 
operación, y hasta el abandono de la mina, incluyen- 
do el postcierre; la revisión, actualización, por lo me- 
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nos, cada tres años y su difusión y la incorporación de 
medidas de compensación de los impactos ambienta- 
les negativos, acordes con las conclusiones de la eva- 
luación de impacto ambiental realizada. 


La ley exige la constitución de una garantía eco- 
nómica que cubra los costos de ejecución del plan 
de cierre, el eventual incumplimiento de las obliga- 
ciones ambientales y la recomposición de eventuales 
daños ambientales. Además, la ley de minería de gran 
porte complementa el régimen de sanciones ade- 
cuando su monto. 


Por último, y para culminar esta parte de mi in- 
tervención, me gustaría informar sobre el estado del 
trámite de solicitud de autorización ambiental pre- 
via, comenzando por los principales hitos del proce- 
so, para luego referirme a la situación actual de la 
evaluación. 


El 4 de marzo de 2011, ingresó la comunicación 
del proyecto, expediente 1562 de 2011, que fue ca- 
lificado “*C”, que responde a la mayor exigencia de 
análisis ambiental. Esta clasificación previa a la apro- 
bación de la ley coincide con lo que determina la ley 
de minería de gran porte. 


Posteriormente, el 6 de abril del mismo año, se 
presentó la primera solicitud de autorización ambien- 
tal previa. Entre el 29 de abril y el 2 de mayo, las 
autoridades aprobamos la metodología de evaluación 
y designamos el equipo técnico que trabajaría en la 
evaluación del proyecto en el marco de la Dinama: 
Resolución n.” 375 de 2011. Este equipo multidisci- 
plinario, integrado por funcionarios de todas las Uni- 
dades Ejecutoras del Ministerio, realizó un análisis 
de la información presentada y entendió que la do- 
cumentación no estaba en condiciones de someterse 
al trámite de autorización ambiental previa debido a 
omisiones formales y técnicas vinculadas al estudio 
del impacto ambiental presentado. Notificada de este 
informe, la empresa desistió de dicha solicitud. 


El 13 de octubre de 2011, se presentó la segunda 
solicitud de autorización ambiental previa, expedien- 
te n.” 8362 de 2011. El proceso de evaluación se ini- 
ció con la metodología aprobada oportunamente por 
las autoridades de nuestro Ministerio, que incluye 
análisis documental, mesas técnicas, visitas de cam- 
po e intercambio con técnicos de otras reparticiones 
del Estado. Como resultado de esto, se formularon 
dieciocho solicitudes de información complementa- 
ria entre el 11 de noviembre de 2011 y el 23 de julio 
de 2013. 


En simultáneo con este proceso, debemos tener 
en cuenta que entre junio de 2012 y enero de 2013, 
este Parlamento aprobó y habilitó el puerto de aguas 
profundas. Por esta razón, el 28 de febrero de 2013, 
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la Dinama solicitó a la empresa la adecuación del 
proyecto Valentines, atendiendo la ubicación definida 
para el puerto de aguas profundas. A raíz de esto, el 
11 de marzo de 2013, la empresa presentó recursos 
de revocación y jerárquico, de los que desistió el 30 
de diciembre de dicho año. 


El 4 de diciembre de 2013, el Presidente de la Re- 
pública declaró el proyecto Valentines como minería 
de gran porte, conforme a la ley de minería de gran 
porte aprobada por este Parlamento el 11 de setiem- 
bre de 2013. El 14 de enero de este año, la Dinama, 
por Resolución n.” 007 de 2014, intimó a la empre- 
sa a presentar información adicional exigida por el 
artículo 6.” y el capítulo II de la ley de minería de 
gran porte. Se solicitó análisis de impacto urbano, 
plan de cierre de minas y una propuesta de auditoría 
del estudio de impacto ambiental. Hasta el momento, 
está pendiente que la empresa presente la adecua- 
ción de los proyectos de mineroducto, terminal por- 
tuaria y alojamiento permanente. También estamos a 
la espera de la respuesta a la intimación mencionada 
de 14 de enero pasado. 


Una vez que la empresa presente la información 
solicitada, se procese, y el Ministerio entienda que 
no hay ninguna otra información complementaria a 
presentar, se estará en condiciones de solicitar el in- 
forme ambiental resumen. El proceso de participa- 
ción pública se abrirá luego de recibido y aprobado el 
informe ambiental resumen, que se pondrá de ma- 
nifiesto y será la base para el llamado a la audiencia 
pública. Culminado este proceso, el Ministerio estará 
en condiciones de otorgar o no la autorización am- 
biental previa. 


Me interesa destacar, además, que durante todo 
el proceso que hemos relatado aquí, la información 
ha estado disponible para su consulta por parte de la 
ciudadanía en el marco de la Ley de Acceso a la In- 
formación Pública. En este sentido, han accedido a la 
información las treinta y nueve solicitudes recibidas 
desde 2011 a la fecha. 


En resumen, hemos detallado el contexto que 
hace a nuestras capacidades, responsabilidades, 
los pasos que hemos dado para el fortalecimiento 
institucional, el marco legal ambiental aplicable a todo 
el emprendimiento y, en particular, a las actividades 
mineras y un resumen del estado de situación del 
trámite de solicitud de autorización ambiental previa 
del proyecto. 


Por todo lo expuesto, quiero volver a destacar 
nuestro compromiso de brindar las garantías a todos 
nosotros y a las generaciones que vendrán. Por ello, 
reitero un aspecto con el que inicié mi intervención 
y que nos convoca hoy aquí: el contrato de conce- 
sión para explotar minería de gran porte garantizará 
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y no condicionará los procesos de evaluación, auto- 
rización y control ambiental del proyecto Valentines. 
En efecto, establecerá que el hecho de no otorgar la 
autorización ambiental previa constituirá causal de 
resolución del contrato y preverá que en caso de que 
alguna de las cláusulas contradiga las condiciones de 
la autorización ambiental previa, se negociará nue- 
vamente a efectos de ajustarlo a dichas condiciones 
y en sintonía con lo dispuesto en la ley de minería de 
gran porte. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Barái- 
bar). 


—Finalizada hasta aquí la exposición que teníamos 
prevista, entendemos que hemos dado respuesta a la 
mayoría de las preguntas planteadas por el señor Le- 
gislador Pasquet vinculadas con nuestra Cartera. No 
obstante, queremos ampliar la información respecto 
a las preguntas relativas al momento de constitución 
de las garantías del plan de cierre y al número de 
personas que abandonarán sus hogares en la zona ru- 
ral como consecuencia de la ejecución del proyecto 
minero. 


En cuanto a las garantías del plan de cierre de 
minas, corresponde señalar que el plan es un instru- 
mento de gestión ambiental y, como tal, se estudia 
y aprueba en el marco de la autorización ambiental 
previa. Una vez aprobado, recién ahí se contará con 
la información necesaria para determinar el monto 
de la garantía en función de los costos de implemen- 
tación del plan de cierre parcial correspondiente a 
cada etapa del proyecto. Esto es así de acuerdo con el 
literal C) del artículo 13 de la ley, que establece que 
el propio plan de cierre deberá contener el plan de 
constitución de la garantía de su cumplimiento. 


En tal sentido, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 18 de la ley de minería de gran porte, dicha 
garantía se deberá constituir de acuerdo con alguna 
de las formas previstas en el artículo 27, pero en for- 
ma previa y progresiva al inicio de cada etapa del plan 
de cierre y no en forma previa a la firma del contrato 
de concesión, como sí ocurre con la constitución de 
la garantía del fiel cumplimiento del contrato prevista 
en el artículo 27 de la ley. Es decir que la remisión a 
los artículos 18 a 27 de la ley se reduce a las formas 
de constitución de la garantía: si se constituye un de- 
pósito bancario, una póliza de seguro de fianza, etcé- 
tera, pero no a otros aspectos que son propios de otra 
garantía que se regula en el artículo 27, el monto, el 
momento de constitución, el beneficiario, etcétera. 


Respecto a las personas que abandonarán sus ho- 
gares en la zona rural como consecuencia de la ejecu- 
ción del proyecto minero, corresponde señalar que el 
complejo minero está integrado por unos 199 padro- 
nes. De acuerdo con lo establecido por la empresa en 
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su estudio de impacto ambiental, en dichos padrones 
se localizan dieciocho viviendas, de las cuales cator- 
ce están habitadas permanentemente, totalizando 
al momento del informe— una población de treinta 
y tres adultos y trece niños. Al igual que el resto de 
la información que compone el estudio de impacto 
ambiental presentado por la empresa, estos datos es- 
tán siendo objeto de análisis por parte del Ministerio 
en el marco del proceso de solicitud de autorización 
ambiental previa. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Señor Presidente: como se han respon- 
dido muchas de las preguntas, pero faltan algunas, 
las voy a ir repasando en su orden para ir dando las 
respuestas respectivas. 


El texto del contrato, efectivamente, se hará pú- 
blico —=como dijo el señor Legislador—, pero corres- 
ponde al Poder Ejecutivo y al titular del proyecto su 
negociación y, como en todo contrato, esta negocia- 
ción implica idas y venidas en torno a estos temas. 
Cuando el contrato se celebre y se firme, en ese caso 
se hará público, que es lo que está previsto por la ley. 
Para ser más directos, entendemos que de acuerdo 
con la ley y los textos vigentes, el texto del contrato 
debe ser conocido. El artículo 68 de la ley de minería 
de gran porte refiere precisamente a la información, 
pero este contrato debe ser publicado una vez se haya 
finalizado su negociación con la empresa. 


La segunda y tercera preguntas ya fueron respon- 
didas. 


En cuanto a los beneficios fiscales, quedó claro 
con nuestra exposición que no corresponden los be- 
neficios fiscales referentes en ningún concepto a la 
disminución del Impuesto a la Renta y que lo que 
está estipulado como posible exoneración para todas 
las inversiones son los no competitivos nacionales re- 
feridos básicamente a la importación y al IVA corres- 
pondiente. 


En cuanto a si el contrato contendrá compromi- 
sos, cabe señalar que no se prevén compromisos de 
infraestructura por parte del Estado. 


En lo que respecta a la estabilidad tributaria —un 
punto importante—, debo decir que es un tema que 
está previsto por la ley y que ya contestamos que la 
empresa deberá pagar un adicional de 2 puntos por- 
centuales, tanto si accede a diez años de estabilidad 
tributaria, como si accede a un tribunal arbitral para 
ciertos aspectos. 
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En cuanto al mecanismo de solución de con- 
troversias, está claro, de acuerdo con el artículo 
19 del Código de Minería, que la actividad minera, 
cualquiera sea su modalidad, y todas las controversias. 
reclamaciones y peticiones relativas a la misma que- 
dan sometidas sin excepción alguna a la legislación 
y jurisdicción de la República Oriental del Uruguay. 
Está claro también, entonces, que en el caso de un 
mecanismo de controversias, para algunos aspectos, 
estas se rigen de acuerdo con lo que establece el Có- 
digo de Minería. 


Además, no tenemos previsto en el contrato la 
aplicación de ningún Tratado de Protección de Inver- 
siones. La empresa lo puede habilitar en caso de que 
así lo entienda, pero esto viene por el hecho de que 
en los contratos de inversiones ya están establecidos 
los acuerdos de protección de inversiones previamen- 
te tratados, e independientemente de lo que digan los 
acuerdos esto aplica según haya un acuerdo con un 
tratado de inversión. 


La pregunta relativa al caso de que se estipule la 
cláusula de estabilidad tributaria ya fue respondida. 


En cuanto a si se estipulará la facultad de la em- 
presa minera de ceder el contrato, cabe señalar que es 
uno de los puntos que posiblemente estén contenidos. 
En ese caso, nos remitimos al literal E) del artículo 30 
de la ley, en el que se prevé esta posibilidad. Al prin- 
cipio expliqué que las cadenas de valor implican que 
hay empresas con diferentes finalidades, o sea que es 
posible que la empresa pueda ceder en algún momen- 
to la venta del derecho de explotación. Eso está explí- 
citamente regido por condiciones en la ley y es uno de 
los temas que el contrato podrá recoger. 


En lo que respecta a las modificaciones unilatera- 
les del contrato, debo decir que es uno de los temas 
que se está discutiendo en este momento y se va a 
cumplir con lo que establece el artículo 33 de la Ley 
n.” 19.126. 


La pregunta relativa a si se exigirán las garantías 
de fiel cumplimiento del contrato fue respondida por 
el MVOTMA. 


En cuanto a qué modalidad de garantía de las pre- 
vistas por la ley se utilizará, cabe señalar que el tema 
de las garantías lo estipulábamos en que si la inver- 
sión proyectada es de 2.777:000.000, en el orden de 
140:000.000; ahora, estamos en el tema de que la 
empresa presente cuáles son las garantías correspon- 
dientes en estricto cumplimiento de lo que dice la ley 
en cuanto a las modalidades. 


La pregunta relativa a si se ha estimado el nú- 
mero de personas ya ha sido respondida por el señor 
Ministro. 
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A su vez, la expectativa de recaudación en un año 
tipo la hemos proporcionado anteriormente, en base 
a un precio de US$ 100 la tonelada y en una explota- 
ción del orden de los US$ 400:000.000. Lógicamente 
que esto podrá ser variable en algunos sentidos. Si 
fuera de US$ 120, en un año tipo nos da un monto de 
US$ 650:000.000, pero estos números dependen de 
las proyecciones. En este momento, se encuentra en 
US$ 123 la tonelada. 


Hice un rápido resumen solo para mostrar que 
habíamos respondido todas las preguntas. Si alguna 
respuesta no ha sido clara, con mucho gusto, queda- 
mos a disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- De acuerdo 
con el procedimiento que nos hemos dado en todo 
este ciclo de la Comisión Permanente, con un 
Reglamento ad hoc —el que tenemos es de 1836 por lo 
que hubo que hacerle algunas modificaciones sobre 
la marcha y para cada caso; en una cosa bastante 
atípica, la Comisión Permanente fija las reglas de 
juego y simplemente se respalda por la voluntad de los 
Legisladores de cumplirlas—, a continuación cederé el 
uso de la palabra al señor Legislador Pasquet y luego 
pasaremos a las intervenciones por quince minutos 
que corresponden a los miembros de la Comisión 
Permanente, para lo cual hasta el momento hay cinco 
Legisladores anotados. 


Tiene la palabra el señor Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Deseo plantear una cuestión 
de orden. Solicito que la Comisión Permanente pase 
a intermedio por quince minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Se va a votar. 
(Se vota:) 

-10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

(Es la hora 14 y 58). 

—Continúa la sesión. 

Prosigue la consideración del asunto en debate. 
Tiene la palabra el señor Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: esta se- 
gunda intervención va a referirse a las respuestas 
dadas a las preguntas oportunamente planteadas a 
los señores Ministros. A mi juicio, algunas respues- 
tas fueron satisfactorias; otras no. Algunas respues- 
tas fueron muy claras; otras, a mi entender, no, pero, 
justamente, tenemos la oportunidad de avanzar sobre 
estas cuestiones y aclarar lo que sea necesario. 
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Con respecto a la primera pregunta, en cuanto a si 
el texto del contrato se hará público antes de que las 
partes lo firmen, quedó perfectamente claro que no 
va a ser así. El Poder Ejecutivo ha anunciado que no 
dará a publicidad el contrato antes de que se firme. 
Lo que no me ha quedado claro es la razón por la cual 
esto va a ser así; francamente, no advierto ningún 
motivo para proceder de esta manera. Insisto: hay 
un principio general de publicidad, de transparencia, 
que está consagrado específicamente en el ámbito de 
la minería de gran porte, por el artículo 68 de la ley, 
y para apartarse de este principio general inherente a 
nuestro ordenamiento jurídico democrático hay que 
esgrimir razones específicas, que en el caso no se han 
esgrimido. ¿Qué inconvenientes pueden plantearse, 
qué problemas puede haber, si se da a conocer el 
contrato antes de que se firme? Ya dije, señor Presi- 
dente -y lo reiteré—, que nadie pretende inmiscuirse 
en las tratativas. Entendemos perfectamente que la 
negociación puede llevar tiempo, que hay elementos 
que van cambiando, que lo que en algún momento se 
aceptó, después se rechaza; todo eso es natural y na- 
die lo cuestiona. Lo que decimos es que llega un mo- 
mento en que esa etapa termina y se considera que 
el contrato está pronto para la firma. Es cuando se da 
a conocer al Presidente de la República, al Consejo 
de Ministros -supongo yo- y decimos que sea preci- 
samente en ese momento que lo pueda conocer la 
opinión pública también, y los partidos de oposición, 
porque las cláusulas de ese contrato no van a obligar 
solamente a los actuales gobernantes ni al actual par- 
tido político de gobierno. Esas cláusulas van a obligar 
al país durante décadas. Entonces, creo que tenemos 
derecho a saber, todos, en qué términos habremos 
de quedar obligados frente a esta empresa y, si cabe, 
debemos tener la oportunidad de hacer propuestas, 
para mejorar el texto -salvo que se considere que 
es perfecto, no susceptible de mejora alguna—, para 
hacer observaciones o formular reparos si, a nuestro 
criterio, lo merece; en fin, para dar a este contrato el 
beneficio de la consideración pública, de la cual, en 
general, resultan de provecho para los que posterior- 
mente van a ser actos de la autoridad. No advertimos 
razones para no proceder así. 


Cuando se trata de un tratado internacional, sabi- 
do es que no queda perfecto, no genera efectos obliga- 
torios entre las partes hasta que las dos —si es un tra- 
tado bilateral- lo ratifiquen y después de transcurrido 
cierto tiempo, según se estipule. Toda la etapa previa 
de negociación no genera obligaciones, precisamente 
porque no se ha completado el trámite de perfeccio- 
namiento, pero cuando el Poder Ejecutivo termina las 
tratativas y envía el proyecto al Parlamento, el proyec- 
to de tratado se hace público. No es obligatorio todavía 
y, sin embargo, se da a conocer a la opinión pública. 
Si esto es así con tratados internacionales, ¿por qué 
no va a ser así con un contrato, tratándose, además, 
de uno muy especial, cuanto que va a ser el marco 
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jurídico para la inversión privada más importante de 
la historia del país, de la que se espera recaudar nada 
menos que unos US$ 400:000.000 por año, según lo 
ha expresado el señor Ministro de Industria, Energía 
y Minería? Son todas razones para que esto se conoz- 
ca ampliamente y no advertimos qué inconvenientes 
podrían resultar de la publicidad. 


Por otra parte, en lo relativo a si la autorización 
ambiental previa debe ser anterior al contrato o no, el 
Subsecretario de Industria, Energía y Minería, señor 
Ortuño, ha dado un fundamento preciso y claro, que 
nosotros no compartimos, pero no por eso dejamos de 
reconocer que es un fundamento jurídico. Nos ale- 
gramos de que haya sido así, porque es la forma en 
que se puede discutir racionalmente sobre los temas: 
uno afirma algo y expone sus fundamentos; el otro 
afirma lo contrario y expone los argumentos. Si cada 
cual habla por su lado, es imposible saber siquiera 
exactamente en qué estamos discrepando. La res- 
puesta del señor Ortuño fue muy clara y muy precisa; 
pienso que eso es muy positivo, y voy a decir por qué 
razón no la comparto. 


Él invocó una serie de disposiciones legales men- 
cionadas en el dictamen del doctor Roselló, que es 
un distinguido colega, abogado del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. Ante todo, señor Pre- 
sidente, tengamos presente un principio básico del 
orden jurídico: entre normas de igual jerarquía, la 
posterior deroga la anterior. Por lo tanto, lo que haya 
establecido el Código de Minería o las leyes sobre me- 
dio ambiente, como la Ley n.” 16.466, deja de regir 
si una ley posterior, en este caso, la Ley n.* 19.126, 
lo modifica. No se necesita que la ley diga expresa- 
mente: derógase el artículo tal o cual. Esa es la de- 
rogación expresa, que es solo una de las modalidades 
de la derogación. La otra modalidad es la derogación 
tácita: cuando lo dispuesto por la nueva ley es incom- 
patible lógicamente por lo establecido en la anterior. 
Acá estamos claramente ante un caso de derogación 
tácita de disposiciones anteriores como la de la Ley 
n.” 16.466, en el ámbito estricto en el que tienen 
efecto las disposiciones de la Ley n.* 19.126, es decir, 
minería de gran porte. 


La ley de minería de gran porte no vino a desarro- 
llar los principios y soluciones del Código de Minería 
como si fuera una especie de adenda, de apéndice. 
No; vino a referirse a un tema hasta ese momento 
no tratado —-la minería de gran porte- y, en algunos 
aspectos, a modificar expresamente, y aun de mane- 
ra radical, algunas soluciones del Código de Minería 
y de las leyes de protección ambiental. Por ejemplo, 
el Código de Minería prohíbe —como quedó claro de 
la lectura del artículo 19- la cláusula arbitral. Dice, 
de manera categórica y tajante, que juzgan los jueces 
uruguayos según la ley uruguaya y que todo pacto en 
contrario es nulo. El literal F) del artículo 30 de la 
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ley de minería de gran porte admite que se prevean 
mecanismos de solución de controversias; en buen 
romance, admite la cláusula arbitral. ¿Puede alguien 
decir que esto no es así porque está en contra del Có- 
digo de Minería? Sí, está en contra del Código de Mi- 
nería porque, precisamente, se hizo para modificarlo, 
porque se entiende que las grandes inversiones ex- 
tranjeras muchas veces requieren el amparo de cláu- 
sulas arbitrales que establezcan que las controversias 
no sean dirimidas por los Jueces del propio Estado 
que es parte en la contienda, sino que se deben resol- 
ver por tribunales arbitrales ajenos al Estado parte. 
Ese es el sentido de esta modificación que introduce 
la Ley n.? 19.126 con respecto al Código de Minería. 
Esta es una modificación; hay otras. 


En el Código de Minería los títulos mineros que 
habilitan la explotación de un yacimiento se otorgan 
por acto unilateral del Estado. En la Ley n.” 19.126, 
a ese efecto se requiere un contrato; no hay acto uni- 
lateral, sino un contrato, lo cual agrega seguridad ju- 
rídica en beneficio de la empresa. En el régimen del 
Código de Minería, el Estado actúa unilateralmente: 
otorga una concesión. En el régimen de la ley de mi- 
nería de gran porte, la concesión resulta de un con- 
trato. Es otro cambio, otra modificación. 


Entonces, que no nos llame la atención que tam- 
bién haya modificaciones en lo que tiene que ver con 
la ubicación de la autorización ambiental previa en 
la secuencia cronológica de las operaciones que fi- 
nalmente concluirán en la explotación del yacimien- 
to. En el régimen anterior, la autorización ambiental 
previa podía ser posterior a la concesión de los dere- 
chos de explotación. En el régimen que crea la Ley 
n.” 19.126 eso ya no es así: la autorización ambiental 
previa es anterior al contrato, como resulta del tenor 
literal clarísimo de ese inciso final del artículo 25. 


El señor Subsecretario Ortuño dice que el artículo 
25 no debe leerse aisladamente, sino conectado con 
el artículo 24, y lee entonces las disposiciones del 
artículo 24. Yo digo lo mismo: el artículo 24 no debe 
leerse aisladamente, sino en conexión con el artículo 
25, buscando esa interpretación lógico-sistemática 
que haga que entre todas las partes de la ley exista la 
debida correspondencia y armonía, como establece el 
Código Civil. 


En el artículo 24 se dice que en caso de alcan- 
zar acuerdo sobre las condiciones particulares del 
contrato y estando en condiciones de otorgarse la 
concesión para explotar, se procederá a la firma del 
contrato. Cabe la pregunta: ¿cuáles son las condi- 
ciones para otorgar la concesión para explotar? El 
artículo 25 nos lleva por el camino de responder esa 
pregunta, porque su inciso final dice que las disposi- 
ciones del contrato deberán ajustarse a las condicio- 
nes comprendidas en las autorizaciones ambientales 
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correspondientes. Advierta, señor Presidente, que el 
término “condiciones” está utilizado en el literal B) 
del artículo 24, cuando dice “[...] y estando en condi- 
ciones de otorgarse la concesión [...]”. El artículo 25 
habla de las condiciones comprendidas en las auto- 
rizaciones ambientales correspondientes. Son parte 
de esas condiciones que deben existir para que sea 
posible proceder a la firma del contrato. 


Al final, el artículo 25 establece: “Ninguna de las 
disposiciones contractuales podrá considerarse que 
exima al titular del proyecto de Minería de Gran Por- 
te del cumplimiento de las condiciones comprendidas 
en las autorizaciones ambientales correspondientes”. 
Esto debe interpretarse con el sentido natural y obvio 
de las palabras y en contra del dictamen del distingui- 
do colega Roselló. 


Eximir es liberar. Para que algo pueda ser eximido, 
pueda ser liberado, antes tiene que estar sujeto, tiene 
que estar obligado. Quien esté en situación de per- 
fecta libertad no puede ser eximido de nada porque 
no tiene ninguna atadura, ni gravamen que lo afecte. 
Para ser liberado de algo, primero hay que estar obli- 
gado por algo. Entonces, para que las disposiciones 
contractuales no eximan es preciso que antes exista 
una obligación, un deber. ¿De dónde resulta? De la 
autorización ambiental previa. Lo que dice la norma 
es que nada de lo que se diga en el contrato podrá 
eximir, podrá liberar a la empresa de las obligaciones, 
restricciones, deberes, etcétera, que le haya impuesto 
la autorización ambiental previa, porque este inciso 
se está refiriendo a las autorizaciones ambientales co- 
rrespondientes. De eso se trata. 


Por lo tanto, me parece que desde el punto de vis- 
ta del análisis de la ley es clara la precedencia que 
debe tener la autorización ambiental previa respecto 
de la firma del contrato. Esta exigencia legal, señor 
Presidente, a mi juicio, está perfectamente de acuer- 
do con la naturaleza del tema. Estamos hablando de 
obras de enorme volumen, complejidad y significa- 
ción económica. Es de sentido común que primero se 
establezca el marco ambiental en el cual eso se podrá 
hacer, que se establezca primero lo que le va a costar 
a la empresa adecuarse a las exigencias de la Dinama 
para recién después, estando eso perfectamente cla- 
ro, existiendo una base cierta, se pueda establecer el 
juego de derechos y obligaciones emergente del con- 
trato. Es el orden natural de las cosas. 


Aquí estamos lejos de eso; ni siquiera podría de- 
cirse, aventurando conjeturas, que ya se sabe que la 
Dinama no hará ninguna exigencia seria, importante, 
que la cosa va a quedar así y que podemos dar el dato 
por conocido y seguir adelante. No se puede hacer 
eso porque el señor Ministro de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente ha dicho que 
está pendiente la entrega, por parte de la empresa, de 
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información que tiene que ver con muchos aspectos 
de gran importancia. Procuré tomar nota al vuelo de 
las cosas que están faltando. Según lo que anoté, falta 
información acerca del mineroducto, de la terminal 
portuaria, del plan de cierre, del impacto urbano que 
todo esto va a tener. Permítanme la expresión: ¡esto 
no es moco de pavo! Falta información sobre muchas 
cosas de gran importancia. 


¿Qué volumen económico tendrán las medidas 
que pueda señalar la Dinama que son necesarias para 
que esto se haga? ¿Cómo se puede estimar, a priori, 
que eso no va a tener ninguna relevancia económica 
y que no va a afectar en nada la ecuación económico- 
financiera del contrato? Me parece evidente que no 
es así; hay que esperar a que digan dónde va a estar la 
terminal portuaria; hay que esperar a que digan cómo 
será el mineroducto y que aporten todos estos aspec- 
tos sobre los que la Dinama pide información, porque 
después este organismo tendrá que decir si acepta o 
no la propuesta de la empresa o qué modificaciones 
exige. ¡Eso tiene un costo linsisto! y tendrá que ser 
tenido en cuenta en el contrato! Si se firma antes, 
casi que fatalmente vamos a desembocar en una re- 
negociación del contrato, algo que es fuente potencial 
de dificultades y, eventualmente, de litigios. Me pare- 
ce que no hay por qué poner la carreta delante de los 
bueyes y firmar primero para después ver qué es lo 
que tiene que hacer la empresa para cumplir con las 
exigencias de la Dinama. 


Reitero: no me queda claro, no entiendo, no ad- 
vierto qué ventaja saca el Estado con adelantar esto. 
Comprendo la ventaja de la empresa: si tienen el 
contrato, tienen el derecho de explotación exclusivo 
del yacimiento. Eso es una ventaja: tiene contenido 
económico, es un bien inmueble, se puede hipotecar, 
se puede obtener crédito ofreciendo ese bien como 
garantía. Eso lo entiendo. Pero, ¿qué ventaja saca el 
Estado? No se puede decir que hay que hacerlo aho- 
ra porque vence el plazo de 360 días previsto por la 
ley, porque ese plazo empezó a correr en diciembre. 
Quedan muchos meses todavía. Además, ese plazo 
es prorrogable por noventa días: vence en marzo de 
2015. No tenemos ningún apuro. Entonces, ¿por qué 
hay que hacerlo ahora? Señor Presidente: yo no lo 
entiendo, y me parece que lo más razonable, lo que 
está de acuerdo con el texto de la ley y con las carac- 
terísticas del negocio, es esperar el dictamen de la 
Dinama primero y contratar después. 


Un efecto que inexorablemente va tener el hecho 
de firmar primero será el de poner una enorme pre- 
sión sobre la Dinama, porque al otro día de firmar 
al contrato le van decir: “Señores de la Dinama, en 
ustedes está que esto pueda empezar a funcionar”. Y 
cuando empiece a funcionar, la empresa hará su ex- 
plotación, y el Estado empezará a percibir esos ingre- 
sos, que van a ser de US$ 400:000.000 por año, que 


COMISIÓN PERMANENTE 


20 de febrero de 2014 


ivaya si es una cifra importante! Y lo de las presiones 
a la Dinama no son inventos míos, señor Presidente. 
El señor Director de la Dinama, el año pasado, en 
una entrevista periodística, decía que a la Dinama 
la presiona la sociedad, las empresas y el Gobierno. 
¡Claro! Todo el mundo tiene urgencia porque las co- 
sas salgan, porque las cosas se hagan. Los abogados 
reclamamos que el expediente se tramite con rapi- 
dez, las partes se interesen, en fin. Por supuesto que 
tiene que estar bajo presión la Dinama. Si se firma el 
contrato y después nos sentamos de brazos cruzados 
y le decimos: “Mire, estamos esperando por usted. 
Cuando usted diga que se puede, el Estado va a em- 
pezar a facturar”, ¡vaya si es poner presión sobre la 
Dinama! 


Ahora: ¿queremos que en una obra de esta dimen- 
sión la Dinama actúe bajo presión, o queremos que 
actúe con total tranquilidad, a conciencia, con per- 
fecta independencia técnica, garantizando el medio 
ambiente? Se trata de una obra que, como no tiene 
precedentes por su complejidad e importancia en el 
Uruguay, nos agarra desarmados, con la necesidad de 
crear soluciones que se van a poner en práctica re- 
cién esta vez. A mí me parece clarísimo que hay que 
facilitar las condiciones para que la Dinama haga su 
trabajo a conciencia. Y este no es el camino; el cami- 
no es el contrario: esperar que dictamine la Dinama 
primero y después, con esa tranquilidad, con esa cer- 
teza, entonces sí, ir a firmar el contrato. 


La pregunta tres fue contestada. 


En cuanto a la pregunta cuatro que refiere a si 
el contrato contendrá el compromiso del Estado uru- 
guayo de otorgar beneficios fiscales a la empresa y 
cuáles, por lo que yo entendí, el señor Ministro Krei- 
merman se refirió a las ventajas o beneficios fiscales 
que no se van a otorgar. No me quedó claro la otra 
parte, la positiva, es decir, cuáles se van a otorgar, 
si es que se va a conceder alguno. Tal vez, yo no lo 
entendí bien. En todo caso, agradecería al señor Mi- 
nistro una precisión. Si es que se va a otorgar algún 
beneficio fiscal, que se diga positivamente cuál será. 


Sobre la pregunta número cinco que realizamos 
para saber si el contrato contendrá compromisos del 
Poder Ejecutivo de realizar obras de infraestructura y 
proveer determinados servicios a la empresa minera, 
qué obras y qué servicios y a cambio de qué se asu- 
mirían esos compromisos -si es que se van a asumit-, 
entendí que no se van a realizar obras de infraestruc- 
tura. El Estado no se va a comprometer a realizar 
obras de infraestructura. No me quedó claro si hubo 
una respuesta sobre los servicios. En todo caso, yo no 
la escuché. Tampoco escuché si en el caso de que no 
se piense prestar servicios nuevos se puede conside- 
rar la posibilidad de otorgar una tarifa preferencial 
a la empresa por servicio, por ejemplo, de suminis- 
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tro de energía eléctrica. Eso estaba circulando en los 
medios de comunicación en estos días, es decir: que 
la empresa va a tener una tarifa especial. Quisiera 
saber si eso es así y tener una respuesta específica 
acerca de la materia de los servicios, no de las obras 
de infraestructura que, repito, eso sí fue contestado. 


La pregunta sexta, sobre si contendrá la cláusu- 
la de mantenimiento de la tributación, etcétera, fue 
contestada. Efectivamente, el contrato va a tener esa 
cláusula. 


La pregunta séptima refería a si se va a estipular 
una cláusula arbitral. Aquí, en algún momento pensé 
que se respondía con claridad que el contrato iba a 
tener una cláusula arbitral, pero el último comenta- 
rio del Ministro Kreimerman sobre esta pregunta me 
dejó la duda, porque él dijo: “Rige el Código de Mi- 
nería”. Según el Código de Minería, no puede haber 
cláusula arbitral. Entonces, no me queda claro si va 
a haber cláusula arbitral o no. Otra cosa es si la hay 
y qué características tendrá. Ahí podrá decirse, por 
ejemplo, que en todo caso se va a aplicar la ley uru- 
guaya, sea cual sea el tribunal arbitral, pero no me 
quedó claro —repito, y pido que se aclare esto- si va a 
haber cláusula arbitral o no. 


La pregunta número ocho se refiere a si se aplica 
al caso algún tratado de protección de inversiones y, 
de ser así, cuál sería. Lo que yo entendí de la respues- 
ta de los señores Ministros es que hasta el momento 
la empresa no se ha amparado en ningún tratado; no 
ha invocado ningún tratado de protección de inver- 
siones. Lo que no quiere decir que no lo haya, o que 
no pueda regir, en el caso de que algún día sea invo- 
cado. Esa es la pregunta; que se la considere refor- 
mulada, si es preciso. Pero, ¿existe algún tratado de 
protección de inversiones que pueda ser invocado por 
la empresa, en caso de que lo considere necesario o 
pertinente? Si es así, ¿qué tratado es ese? 


La pregunta número nueve es si en caso de 
pactarse la cláusula arbitral, por un lado, y la 
cláusula de estabilidad tributaria, por otro, se va a 
cobrar solamente un 2 % adicional —que es una 
de las lecturas posibles, aunque no la correcta, 
a mi juicio, del artículo 43 de la ley de minería de 
gran porte—, o si se va a cobrar 2 % por cada una, 
llegando al 4 % adicional. La respuesta del señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería -según yo 
entendí- es que se va a aplicar solamente el 2 % 
adicional. Entiendo que no es la solución que surge 
inequívocamente del artículo 43 de la ley. Creo que 
la ley ahí no es clara; es ambigua y por supuesto que 
la interpretación favorable al interés del Estado es 
cobrar 2 % por cada una de esas cláusulas. Y creo 
que hay sustento para hacerlo, porque en la previsión 
normativa, en ese artículo 43, se utiliza siempre la 
conjunción disyuntiva “o”, es decir, una cláusula o la 
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otra. En el caso de que se utilice alguna, el 2 %. Bien 
podemos sostener —no con certeza matemática, pero 
sí con certeza razonable, propia de los métodos de 
interpretación jurídica- que cabe aplicar el 2 % por 
cada cláusula y llegar al 4 %. 


“Se está negociando la posibilidad de la empresa 
minera de ceder el contrato”. Esa es la respuesta a 
la pregunta número diez. Sí se pactarán a favor del 
Estado las facultades extraordinarias previstas por el 
artículo 33 de la Ley n.” 19.126. Me congratulo de 
que así sea, señor Presidente, porque en los contratos 
de ejecución prolongada —y este es uno de ellos, evi- 
dentemente, porque esto va a durar veinte o treinta 
años, o más, si se pacta la posibilidad de prorrogar la 
concesión— pueden surgir circunstancias que hagan 
necesario un cambio en la ecuación. El Estado tiene 
que tener siempre la herramienta, el resguardo —por 
ejemplo, cuando se trata de concesión de obra pú- 
blica y otro tipo de negocios similares- de modificar 
unilateralmente los términos del contrato, porque así 
lo exige el interés público. Por cierto que en ese caso 
corresponde hacer contraprestaciones. Esa facultad 
no es omnímoda, ni permite hacer cualquier cosa, 
pero resulta necesaria y es bueno que el Estado la 
tenga. Así que me congratulo de la respuesta dada a 
este respecto por los señores Ministros. 


Se ha dicho que se va a exigir previamente la 
constitución de la garantía de fiel cumplimiento pre- 
vista por el artículo 27 de la Ley n.* 19.126. En cuan- 
to al plan de cierre se dice otra cosa, es decir que se 
va a requerir la constitución de la garantía antes del 
comienzo de cada etapa, pero no antes del contrato. 
Me parece que la explicación es razonable y, para mí, 
satisfactoria. 


En cuanto a la modalidad de garantías previstas 
por la ley que se va a utilizar contenida en la pre- 
gunta número trece, entiendo que la empresa tiene 
que hacer una propuesta en ese sentido y que se está 
esperando su planteo. 


En cuanto a la pregunta número catorce, que 
refiere a si se ha estimado el número de personas 
y familias que abandonarán los hogares en la zona 
rural como consecuencia de la ejecución del proyecto 
minero, la respuesta del señor Ministro Beltrame es 
que se estima que allí, en la zona del proyecto minero, 
en los padrones afectados por el proyecto, hay unas 
catorce viviendas y viven unos treinta y tres adultos. 
Nos parece que se está contestando en función de 
las áreas que van a estar directamente afectadas por 
la explotación. Creo que todo lo que acompaña a la 
explotación: los ruidos, el polvo, la contaminación 
consiguiente, el tráfico en las rutas, etcétera, va a 
afectar a mucho más de treinta y tres personas. Pero, 
bueno, la respuesta del Poder Ejecutivo fue la que fue. 
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En cuanto a la recaudación, queda claro que el 
Poder Ejecutivo no comparte las alegres estimaciones 
del Fondo Monetario Internacional, y que se prevé 
que esto va a rendir aproximadamente unos 
US$ 400:000.000 anuales, durante dieciocho años. 


Así entendí yo las respuestas dadas. Han quedado 
señaladas las dudas que algunas de esas respuestas 
me merecen. Me reservo el comentario final para la 
última intervención. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Señor Presidente: mucho de lo hablado 
estuvo centrado en puntos indudablemente impor- 
tantes, como es la lógica del orden en que se está 
procediendo, y como se hacía directa alusión a los 
argumentos que utilizó —a nuestro juicio, correcta- 
mente- el señor Subsecretario, pedimos al señor Pre- 
sidente autorización para ceder la palabra al señor 
Subsecretario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pa- 
labra el señor Subsecretario de Industria, Energía y 
Minería, profesor Ortuño. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE INDUSTRIA, 
ENERGÍA Y MINERÍA.- Señor Presidente: se com- 
prueba lo que dijimos al principio, es decir, que esta 
sesión es una oportunidad realmente privilegiada 
para aclarar elementos fundamentales que garanti- 
cen la transparencia, el cuidado del medio ambiente 
y las condiciones que la ley, el Gobierno y todos los 
uruguayos queremos para el desarrollo de esta acti- 
vidad, que es muy importante por los recursos que 
supondrá para el Estado uruguayo y, en particular, 
para inversiones estratégicas fundamentales, como 
las que señalaban hoy, porque la propia ley lo estable- 
ce en cuanto a infraestructura, educación y proyectos 
productivos. 


Al mismo tiempo, se ha reafirmado lo que hemos 
manifestado en reiteradas oportunidades, es decir 
que así como es importante el avance en este pro- 
yecto, por lo que significa en ingresos, en fuentes 
de trabajo y en remuneraciones mejores de las que 
perciben los trabajadores en general en las áreas de 
implantación del proyecto, también lo es que se haga 
con todas y las más exigentes garantías, no solo en 
materia ambiental sino también de respeto de las me- 
jores prácticas mineras a nivel internacional. 


La intervención muy completa del señor Ministro 
Kreimerman reafirma, con datos concretos, el 
relevamiento de las mejores prácticas internacionales 
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que ha hecho nuestro Gobierno para sintetizarlo en 
una legislación y en una práctica que abra esta nueva 
etapa en la minería del país, de modo de colocarlo 
a la vanguardia en cuanto a la regulación de los 
proyectos mineros. En ese sentido, señor Presidente, 
esta reunión, además de información y de aclaración 
—por lo menos, esa es mi interpretación—, nos permite 
avanzar y reafirmar algunos consensos y algunos 
acuerdos. 


Hoy, en esta Sala todos estamos de acuerdo —creo 
que podemos decirlo públicamente, porque es una 
decisión de país— con que no habrá ni debe haber ac- 
tividad minera sin los necesarios permisos y autoriza- 
ciones ambientales. Esto es muy importante porque 
da garantía en un tema central que está en debate 
y que es preocupación de la sociedad uruguaya: no 
habrá minería sin autorización ambiental. 


La discusión que tenemos —quizá, en el plano de 
interpretación jurídica que muchas veces no es de 
dominio público, pero es muy importante, porque es 
necesario hacer las cosas bien, y respetando la legis- 
lación- tiene que ver con el momento de la obtención 
de esas autorizaciones. 


He citado distinta legislación que fundamenta 
sólidamente el hecho de que las autorizaciones am- 
bientales deben procesarse a partir de las distintas 
etapas que vienen cumpliéndose y que deberán cum- 
plirse luego de la firma del contrato, proceso en el 
cual deberán aportarse informaciones que, a su vez, 
brinden más elementos -como se señalaba recien- 
temente— a la autoridad ambiental para realizar los 
estudios. Pero en el plano legal, dijimos con mucha 
claridad —lo reitero en un resumen muy sucinto- que 
el artículo 25 debe leerse junto con el artículo 24, que 
es el que establece las condiciones para la firma del 
contrato casi expresamente, porque dice: “En caso de 
alcanzar acuerdo sobre las condiciones particulares 
del contrato, y estando en condiciones de otorgarse la 
concesión para explotar, se procederá a la firma del 
contrato de la concesión de explotación de Minería 
de Gran Porte”. Entonces, la ley establece dos condi- 
ciones concretas que tienen que ver con el acuerdo 
entre las partes acuerdo en el que se está trabajando 
en el marco de los intercambios con la empresa a la 
que se han referido en las distintas intervenciones- y 
con estar en condiciones para otorgar la concesión 
para explotar. Aquí es donde me permito tener una 
diferencia de interpretación con el señor Senador, 
porque está claro que la ley de minería de gran por- 
te —en tanto régimen especial- no deroga el régimen 
general en aquellas cuestiones que explícitamente no 
contradiga. Entonces, así como la propia ley de mi- 
nería de gran porte, en el artículo 2.” establece que 
es un régimen especial sin perjuicio de que la mi- 
nería está regida —y la ley de minería de gran porte 
lo reafirma- por el Código de Minería, remite en un 
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sinnúmero de elementos, específicamente los que no 
regula, al Código de Minería y al régimen general de 
minería, que es el que establece cuáles son las exi- 
gencias para otorgar la condición para explotar a la 
que refiere el artículo 24, y voy a explicar por qué. 
Porque, efectivamente, el Código de Minería tiene un 
apartado —léase su artículo 100- cuyo título especí- 
ficamente es: “Condiciones para el otorgamiento de 
la concesión”. Entonces, para qué reiterar la Ley de 
minería de gran porte todo el procedimiento si en su 
artículo 2.” establece claramente que este régimen 
especial armoniza en los aspectos que no estén explí- 
citamente estipulados con el Código de Minería, que 
es el régimen general de toda la minería. 


No quiero aburrir al pleno con citas de leyes, pero 
es importante que quede claro que estamos actuan- 
do sujetos a derecho. ¿Qué es lo que nos dice ese 
artículo 100? Precisamente, en el Código de Minería, 
el Capítulo IV, De la explotación, Sección II, Con- 
diciones para el otorgamiento de la concesión —que 
debe leerse, reitero, con relación al artículo 24 de la 
Ley de minería de gran porte que, para la firma del 
contrato y otorgarse la concesión del contrato, pide 
reunir las condiciones-, el artículo 100 establece: “El 
otorgamiento de una concesión para explotar se hará 
con arreglo a los siguientes presupuestos: 1) Por ra- 
zón de prioridad del titular de un permiso de prospec- 
ción o de un permiso de exploración, si formula su 
petición en tiempo y forma; [...]”. Este es el caso en el 
que estamos trabajando. En tanto, la empresa realizó 
los estudios de prospección y exploración al amparo 
de un título habilitante. 


Más adelante, en el punto 3) establece taxativa- 
mente —esto es lo que fundamenta que lo que prima 
es el régimen general establecido por el Código de 
Minería en la materia—: “El solicitante deberá justi- 
ficar los siguientes extremos: a) Descripción del ya- 
cimiento, ubicación, forma, clase y ley del mineral, 
los volúmenes de reserva comprobados”, así como 
toda la información que demuestra la viabilidad de su 
explotación racional. El literal b) hace referencia al 
“Croquis de la zona y plano de deslinde del área [...]”. 
El literal c) establece: “Determinación de los proce- 
dimientos o técnicas a emplear, detallando equipos 
y máquinas; [...]”. El literal d) dice: “Programa de 
operaciones discriminado: [...]”. El literal e) hace 
mención a las características de la planta de benefi- 
ciación; el literal f) tiene que ver con la descripción 
del proceso de beneficiación; el literal g) menciona 
el plan de cierre; el literal h) habla de la descripción 
de las inversiones a realizar; el literal i) refiere a la 
capacidad técnica, etcétera. 


Es decir que el artículo 100 y siguientes del Có- 
digo de Minería establece las condiciones que deben 
cumplirse para otorgar la concesión para explotar. 
Efectivamente, es en esta etapa del proceso donde 
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nos encontramos, en tanto y en cuanto el Ministe- 
rio de Industria, Energía y Minería, particularmente 
Dinamige, está analizando el cumplimiento de estos 
extremos, algunos de los cuales todavía deben obser- 
varse, por lo cual aún no se ha suscrito el contrato, 
porque no están dadas las dos condiciones que esta- 
blece el artículo 24 de la ley de minería de gran porte 
para firmar el contrato. 


Por su parte, el artículo 27 establece otras condi- 
ciones vinculadas a la garantía, que también reafir- 
mamos que serán cumplidas, en particular, la cons- 
titución de garantías previo a la firma de contrato, 
que junto con estos dos aspectos —a saber: haber al- 
canzado un acuerdo entre las partes, la empresa y el 
Poder Ejecutivo, y estar en condiciones de otorgarse 
la concesión para explotar— son las condiciones que 
la ley exige para firmar el contrato. 


Una vez concretadas estas dos condiciones, se po- 
drá avanzar en las distintas etapas del proyecto que, 
como sostuvimos, deberán incluir necesariamente la 
tramitación y obtención de los permisos ambientales 
para iniciar la explotación minera, que no se llevará 
a cabo sin esos permisos, como hemos insistido desde 
el principio. 


Por estas razones, comprendiendo la línea argu- 
mental del señor Legislador, pero sin compartirla, 
creemos que en este sentido lo que se establece en 
la Ley de minería de gran porte, en tanto régimen 
especial en la materia, no se contradice con lo que 
dispone el Código de Minería que, sin duda, es el ré- 
gimen general para explotación minera. 


Entonces, esta práctica ha sido común en la tra- 
mitación de permisos de explotación, tanto en esta 
Administración como en las anteriores, de distintos 
signos políticos, desde hace muchos años. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede conti- 
nuar el señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- El señor Legislador quiso reformular 
la pregunta octava porque si bien fue respondida, no 
era ese el objetivo de la pregunta. El señor Legislador 
pregunta si en virtud de que la firma está constituida 
en Gran Bretaña, en algún momento podría invocar 
el tratado de inversiones correspondiente. Como 
ya explicamos, independientemente del contrato 
y del negocio que se firme, este tratado alcanza a 
toda la República y a todas las empresas que estén 
amparadas. 


La quinta pregunta se refiere a tarifas preferen- 
ciales. En caso de que se firme un acuerdo, llevará 
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un contrato adjunto —por las condiciones que nece- 
sitan conocerse de antemano, que es independien- 
te, que se está negociando a través de UTE- con las 
condiciones que se negociaron de las tarifas, funda- 
mentalmente energéticas. Acá no hay tarifas prefe- 
renciales, sino una tarifa que se calcula a partir de 
las condiciones de demanda que tiene la obra, tanto 
en la parte de construcción como de explotación. Por 
lo tanto, esa tarifa —con todos los cargos de potencia 
fija y energía variable— es la que se aplicará en este 
caso, y estará de acuerdo con los criterios que tiene 
UTE para fijarla. 


Asimismo, se nos dijo que habíamos insistido 
bastante con que no se han dispuesto beneficios de 
exoneración de IRAE, que fue un acuerdo alcanzado 
en la multipartidaria. En la Comisión se recalcó que 
si en el futuro hubiera un paso de industrialización 
como todos esperamos— ahí podría aplicar; en el 
paso extractivo, minero, no aplica y el señor Legisla- 
dor nos preguntaba qué beneficio podría aplicar. En el 
caso de las inversiones, la exoneración de IVA, como 
sucede generalmente con las inversiones, siempre y 
cuando no sea competitivo con la industria nacional. 


La novena pregunta tiene que ver con la esta- 
bilidad de los beneficios por diez años. Para noso- 
tros es muy claro que el canon de 2 % —alrededor 
de 18:000.000 de toneladas, a US$ 100; los valores 
siempre dependen, y si bien ahora está a US$ 120, 
todo depende de la tendencia que tenga en el futuro; 
las estimaciones más consensuadas andan en el or- 
den que decíamos- se aplica tanto por la estabilidad 
tributaria como por recurrir a un tribunal arbitral en 
ciertos casos. Básicamente dice así: “El adicional a 
que se refiere el inciso anterior será de 2 % y se apli- 
cará sobre la misma base de cálculo establecida para 
el canon de producción durante el período definido 
en el contrato, según lo establecido en el literal D) 
del artículo 30 de la presente ley durante el período 
de vigencia del contrato de Minería de Gran Porte del 
literal F) del referido artículo”. En definitiva, se está 
mencionando el adicional y su aplicación. 


En la cláusula arbitral, mecanismo de solución de 
controversias, que se estipula en la cláusula corres- 
pondiente a los contenidos del contrato, a nuestro en- 
tender, está claro que, si bien podrá haber una cláu- 
sula —porque la ley lo establece— sobre mecanismo de 
resolución de controversias en aspectos relacionados 
al contrato, rigiendo en los aspectos de la actividad 
minera el artículo 19 del Código de Minería. Esto se 
hará de acuerdo con la jurisdicción de la República 
Oriental del Uruguay. 


Por último, en cuanto a la primera pregunta, no 
tenemos ninguna duda de que el contrato tendrá idas 
y vueltas, negociaciones, cambios y por eso muchos 
aspectos hoy no se pueden explicitar, no por falta de 
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voluntad, sino porque están sujetos a toda la nego- 
ciación que corresponde -—de acuerdo con la ley- al 
Poder Ejecutivo. La ley establece mecanismos muy 
precisos en cuanto a qué temas se negocian y cuá- 
les no. Tenemos muy claro que estamos aplicando la 
ley, que fue la misma que propulsamos a partir de los 
acuerdos, que tuvo algunos cambios, conforme a la 
voluntad del Poder Legislativo, y nos deja muy tran- 
quilos porque nos da todos los parámetros y nos en- 
carga esta negociación, dentro de los mecanismos de 
transparencia que nosotros mismos nos encargamos 
de incluir en la ley y que fueran aprobados. 


A nuestro entender, como esta negociación conti- 
nuará y tendrá elementos de ida y vuelta hasta el mo- 
mento de la firma, es lógico que no se pueda decidir 
que el contrato está totalmente terminado. Por eso 
entendemos que al momento de la firma, habrá que 
presentar a toda la población, y a quien corresponda, 
el contrato; tenemos la seguridad de que al cumplir 
con la ley estará dentro de todo lo estipulado. 


En definitiva, habiendo hecho estas aclaraciones, 
estamos a lo que los señores Legisladores entiendan, 
dejando claro que la aplicación de la ley en beneficio 
de la sociedad y de la nación es el elemento primor- 
dial que nos sigue guiando. Damos todas estas expli- 
caciones para que se comprenda la complejidad del 
tema y, a su vez, qué camino estamos siguiendo para 
resolverlo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Ha finalizado 
la instancia de diálogo entre los señores Ministros y el 
miembro convocante. 


Corresponde dar la palabra a los Legisladores de 
la Comisión Permanente que lo han solicitado. 


Tiene la palabra el señor Legislador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: soy miem- 
bro suplente de la Comisión Permanente, pero ante el 
pedido de licencia del titular me ha tocado participar 
de esta sesión, lo que me complace porque me parece 
que estamos hablando de uno de los temas que más 
preocupa a los uruguayos. Este proyecto minero tiene 
la aptitud para generar los mayores impactos ambien- 
tales, quizás, en la historia del Uruguay. Por eso ha 
sido muy controversial. Tanto es así que hemos asis- 
tido a movilizaciones populares e, inclusive, se está 
promoviendo un plebiscito para dejar esto sin efecto. 


Sin duda, es un proyecto que admite distintas lec- 
turas, desde aquellos que defienden la noción tradi- 
cional del Uruguay natural, del Uruguay como una 
sociedad agroexportadora, agropecuaria, con valores 
determinados, hasta los que entienden que también 
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este es un proyecto de desarrollo que generará ri- 
quezas, ingresos para el Estado, fuentes de trabajo; 
ambas visiones son muy legítimas. Sin duda, es un 
proyecto muy controversial. 


Ya conocíamos algunas de las cuestiones que se 
mencionaron, porque la ley de minería de gran porte 
que votó el Parlamento es un traje hecho a medida 
para este proyecto de Aratirí u otros que pudieran so- 
brevenir. Sabemos que muchas de las cosas que se 
van a pactar están en los 81 artículos que contiene 
la ley de minería de gran porte, que también ha sido 
muy controvertida. Yo no la voté, mi partido no la 
votó, pero está vigente y es Derecho positivo. 


En lo que coincido con la muy buena exposición 
que ha hecho el señor Legislador Pasquet —como nos 
tiene acostumbrados- es en lo que refiere a la autori- 
zación ambiental previa. 


Creo que en un proyecto tan polémico como este, 
el hecho de que se cuente con una autorización am- 
biental previa es una garantía, es un factor de tran- 
quilidad que también legitima el proyecto. Como abo- 
gado, estoy firmemente convencido de que le asiste 
razón al Legislador Pasquet, porque el inciso final del 
artículo 25 es de una claridad manifiesta. Establece: 
“Las disposiciones del contrato deberán ajustarse a 
las condiciones comprendidas en las autorizaciones 
ambientales correspondientes”. Esta ley está vigen- 
te desde hace un mes; creo que las modificaciones 
del Código de Minería tienen dos años, pero la ley de 
protección ambiental, la n.* 14.466, es del año 1994. 
No recuerdo que en el año 1994 hubiera proyectos 
susceptibles de generar un impacto ambiental como 
este, así como tampoco del porte económico y pro- 
ductivo que tiene. Los que aprobaron y sancionaron 
la ley en 1994 no estaban pensando en un emprendi- 
miento de esas características. 


Entonces, creo que teniendo en cuenta la espe- 
cificidad —además de modernidad y actualidad— del 
inciso final del artículo 25, que se aplica estricta- 
mente a este contrato, esa disposición debe primar 
sobre cualquiera anterior, máxime cuando el Minis- 
tro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente decía que, a través de la Dinot, la Dinama 
y la Dinagua, está analizando, con un equipo inter- 
disciplinario, un voluminoso estudio de impacto am- 
biental —creo se ha ido cambiando o se le han he- 
cho agregados- que le fue presentado por la empresa 
Aratirí en octubre del año 2011. Según consta en la 
versión taquigráfica de la Comisión del Senado, el 
proyecto de impacto tiene seis mil páginas; debe ser 
un proyecto minuciosamente elaborado. Leí que el 
ingeniero Puntigliano decía que habían participado 
ciento cincuenta técnicos de primer nivel mundial en 
la elaboración de ese proyecto de impacto ambiental, 
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que seguramente reitera otros proyectos de impacto 
de actividades mineras de similares características. 


De modo que, como forma de llevar tranquilidad 
a todos los uruguayos y acallar las voces de algunos 
que discrepan con este proyecto, me parece, no solo 
por imposición de la ley, sino por una razón de opor- 
tunidad, como una forma de legitimar la iniciativa, 
que de ninguna manera debería firmarse el contrato 
sin la autorización ambiental. Desde diciembre está 
corriendo un plazo de trescientos sesenta días. Si el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente tiene ese equipo interdisciplinario, 
si cuenta con el personal o puede requerir auxilio de 
otros profesionales, me parece que bien esto podría 
acompasarse y dar la autorización previo a la firma 
del contrato. Si no, como decía el Legislador Pasquet, 
¿la Dinama se animará a decir que no luego de que se 
firmó el contrato? ¿Se animará? El Director de la Di- 
nama se queja de presiones ejercidas, de que hay que 
sacar las cosas con velocidad porque de lo contrario 
sería antieconómico y porque los inversores se van. 


Entonces, además de jurídicamente aplicable y 
correcto, me parece que es esencial, que es oportuno, 
que genera certidumbre y tranquilidad, contar con la 
autorización ambiental antes de firmar el contrato, 
porque no estamos hablando de cualquier proyecto 
con impactos ambientales; estamos hablando de un 
proyecto que ocupará una superficie de 16.000 hec- 
táreas, de un proyecto que tiene un área de interven- 
ción directa, en el que se va a trabajar con explosivos, 
con productos químicos, que prevé grandes perfora- 
ciones y que debe enfrentar después el problema de 
reacondicionamiento del terreno, que es muy difícil. 
En ese sentido, me gustaría saber cómo se va a llevar 
a cabo esto. Cuando el ingeniero Puntigliano concu- 
rrió a la Comisión del Senado habló de que iban a 
quedar inmensos cráteres, que de a poquito se irán 
llenando de agua. ¿La mitigación de los efectos de 
la minería es dejar que crezca el pasto y luego se lle- 
nen de agua? El ingeniero Croce dice que tardarán 
ochenta años en llenarse totalmente de agua. ¿Eso es 
la mitigación o reacomodar los efectos perniciosos de 
esta minería? Lo pregunto porque esas son las afir- 
maciones del Gerente de Medio Ambiente de Aratirí, 
ingeniero Croce, que figuran en la versión taquigráfi- 
ca y se trata de un tema realmente mayor. 


Sinceramente, me parece que existe la obligación 
legal, porque esta norma específica y recién vigente, 
diseñada para la minería de gran porte es muy clara; 
creo que no admite dos lecturas. El señor Subsecre- 
tario hizo una exposición muy fundada, pero yo estoy 
absolutamente de acuerdo con lo expresado. Además, 
creo que no solo median razones de legalidad sino de 
oportunidad y de conveniencia. Me parece que ello 
daría la tranquilidad que hoy no existe, sobre todo en 
grandes sectores de la población. 
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Eso es lo que quería señalar en primer término. 


Por otra parte, también he leído en la versión ta- 
quigráfica de la Comisión respectiva del Senado los 
cuestionamientos en materia de ordenamiento terri- 
torial. Al volver a leer la Ley de Ordenamiento Terri- 
torial —-que votamos parcialmente en la Legislatura 
pasada, pero que entendemos es una ley moderna, 
que contiene disposiciones de protección ambiental 
y de ordenamiento del territorio-, me pareció que 
se omitieron algunas cosas dispuestas en ella. La se- 
ñora Subsecretaria hoy presente decía que en este 
momento hay un proyecto de directriz nacional, que 
contiene normas generales, que no sé si refieren a 
la minería, pero si lo hacen, es con carácter muy ge- 
neral. En las directrices departamentales hay meras 
referencias a la actividad minera, de modo que no 
hay regulación de ella. 


Yo fui Intendente durante diez años y tengo na- 
turalmente predisposición a defender las autonomías 
departamentales. Como decía, releyendo la Ley de 
Ordenamiento Territorial vigente, advierto que hay 
varias disposiciones que hacen especial reserva de la 
potestad de los Gobiernos departamentales en la ma- 
teria, sobre todo en la formulación de determinados 
instrumentos de ordenamiento territorial, que pue- 
den ser de alcance nacional, de alcance departamen- 
tal e, inclusive, de alcance regional. El señor Ministro 
dijo que se había hecho una evaluación estratégica 
en este caso, pero no conocemos todo eso. Directri- 
ces mineras no hay; proyectos de directrices mineras 
no hay. 


También estuve leyendo lo que dijo el arquitecto 
Ligrone, que es un gran conocedor en estos temas. 
Trabajó mucho en el ordenamiento territorial del de- 
partamento de Colonia cuando se estaba estudiando 
el proyecto del puente Colonia-Buenos Aires y por eso 
lo conozco bien y conozco sus aptitudes. Él, junto con 
el Instituto de Teoría y Urbanismo de la Universidad 
de la República, hace un especial cuestionamiento y 
dice que con esto se estarían violando disposiciones 
de la Ley de Ordenamiento Territorial, sobre todo en 
cuanto a la participación ciudadana y a la de los Go- 
biernos departamentales. El artículo 14, dice: “Los 
Gobiernos Departamentales tendrán la competencia 
para categorizar el suelo —esto va a ser suelo rural, 
porque en otro no se puede hacer esto-— así como para 
establecer y aplicar regulaciones territoriales sobre 
usos, fraccionamientos, urbanización, edificación, 
demolición, conservación, protección del suelo y poli- 
cía territorial, en todo el territorio departamental me- 
diante la elaboración, aprobación e implementación 
de los instrumentos establecidos por esta ley, en el 
marco de la legislación aplicable”. 


Este proyecto se extiende sobre cuatro departa- 
mentos del Uruguay. Por eso, quiero saber si esos Go- 
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biernos departamentales han tenido alguna partici- 
pación o han sido consultados, por distintas vías, en 
cuanto a la utilización del suelo, porque este proyecto 
contiene un puerto de aguas profundas, un minero- 
ducto, un oleoducto, un área de intervención direc- 
ta, un área de intervención indirecta y un área de 
amortiguación. Se trata de dieciséis mil hectáreas de 
suelo ocupadas por el proyecto con alto impacto en 
todas las actividades. Inclusive, sé que en algún mo- 
mento en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente se hizo un estudio y se 
asignaron fondos para hacer directrices en materia 
de extracción minera, de logística, de puertos, pero 
creo que nunca se terminaron de elaborar. Me pare- 
ce que hubiera sido muy pertinente contar con una 
visión integral de todo esto mediante la utilización de 
los instrumentos de ordenamiento territorial. 


El artículo 1.? de la Ley de Actividad Minera de 
Gran Porte dice: “La Minería de Gran Porte es de uti- 
lidad pública y genera procesos de desarrollo soste- 
nible del país [...]”. El ordenamiento territorial y la 
protección ambiental hacen al desarrollo sostenible 
del Uruguay. Y continúa diciendo: [...] “si respeta las 
reglas y garantías rigurosas de gestión ambiental du- 
rante todo su proceso [...]”. Finalmente, el artículo se 
refiere al ordenamiento territorial. 


Me parece que son muy importantes los instru- 
mentos de ordenamiento, la participación ciudadana 
y tener contacto con los habitantes de los pueblos 
cercanos, de todos los afectados, que son muchísi- 
mos, no son solo los linderos. Hay una afectación muy 
grande por el impacto que tendrá todo esto. Creo que 
debieron haberse elaborado estas directrices para 
proceder con una visión estratégica global de modo 
de no comprometer determinados recursos porque, 
reitero, este es un proyecto de tal volumen y enver- 
gadura y con tantos extremos diferentes, que hace 
necesario una mirada de este tipo. A mi juicio, eso se 
debió haber hecho. 


Comparto totalmente lo expresado por el señor 
Legislador Pasquet en cuanto a que una autorización 
ambiental previa no solo es legalmente exigible, sino 
que también es muy oportuna y tranquilizante. 


Por último, quiero señalar algo que me llamó la 
atención. En el artículo 26 de la Ley de Actividad 
Minera de Gran Porte se establece: “El titular del 
proyecto de Minería de Gran Porte podrá solicitar al 
Poder Ejecutivo, respecto a la información que ponga 
en conocimiento de este, la declaración de carácter 
reservado o confidencial [...]”.Quisiera saber si esto 
se va a aplicar y cuál va a ser el tipo de información 
que podría considerarse confidencial para que esto 
no salga al dominio público, porque, sin perjuicio de 
que el contrato se publique, hay muchos elementos 


20 de febrero de 2014 


que no están en él, sino que están en determinados 
documentos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador Posada. 


SEÑOR POSADA.- Señor Presidente: en primer 
lugar, quiero destacar la oportunidad y conveniencia 
de esta convocatoria votada en el seno de la Comi- 
sión Permanente y promovida por el señor Legislador 
Pasquet. 


Me parece que todos estos temas son indudable- 
mente de interés para nuestra ciudadanía, en cuanto 
refieren a una explotación minera, lo que ha tenido 
un largo debate parlamentario y que tiene como an- 
tecedente el acuerdo suscrito por los cuatro partidos 
políticos con representación parlamentaria. Siempre 
que una discusión traiga luz respecto a temas donde 
existen controversias, me parece que es muy positi- 
vo, sobre todo para despejar ese uso que a veces se 
hace en forma irresponsable de los miedos generados 
por un desafío de las características de un empren- 
dimiento minero como este que está en discusión. 
Por lo tanto, la transparencia y el conocimiento de 
los hechos ayuda a que todos los ciudadanos de este 
país tengamos los elementos de juicios a los efectos 
de valorar debidamente afirmaciones que a veces se 
hacen en forma irresponsable. 


En segundo término, quiero destacar que esta 
preocupación que ha manifestado el señor Legisla- 
dor Pasquet, y que es compartible, empieza hablando 
bien de la ley. Digo esto porque para que existan estas 
preocupaciones necesariamente tenía que haber una 
ley como esta, que en forma especial regulara todo 
lo que tiene que ver con la llamada minería de gran 
porte. Si se hubiera aplicado el régimen preexistente 
establecido en el Código de Minería no hubiera sido 
adecuado porque allí existía una amplia discreciona- 
lidad del Poder Ejecutivo en todo lo que tiene que ver 
con estos aspectos. Me parece que es muy importante 
que hablemos de esta ley porque es la forma de ratifi- 
car la conveniencia de su aprobación. 


En ese sentido, quiero señalar en nombre del Par- 
tido Independiente nuestro convencimiento de que 
esta es una muy buena ley para regular y establecer 
un marco legal, a efectos de que el Estado pueda 
otorgar un premiso de explotación. 


Creo que esta ley ha significado un avance sustan- 
cial en nuestra legislación. Como es notorio, nosotros 
no acompañamos el Capítulo VII, que tiene que ver 
con los derechos de los superficiarios, y también te- 
nemos objeciones al artículo 50, precisamente, por el 
tema de la enfermedad holandesa. Al margen de eso, 
considero que es una muy buena ley. En ese sentido, 
creo que las preguntas y cuestionamientos realizados 
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por el señor Legislador Pasquet en la convocatoria del 
día de hoy, de alguna manera se apoyan en la ley y son 
de absoluto recibo. 


El tema central en el que ha derivado esta con- 
vocatoria tiene que ver con lo planteado por el señor 
Legislador Pasquet en cuanto a la interpretación que 
se hacía del artículo 25 y al hecho de que hubiera un 
pronunciamiento de la autoridad ambiental sobre ese 
permiso previo. 


Yo comparto la visión del señor Legislador Pas- 
quet; creo que, necesariamente, antes de la firma del 
contrato debe haber un pronunciamiento de la auto- 
ridad ambiental. Además, comparto su visión porque 
me parece que es algo de sentido común, en la medi- 
da en que si hay cambios con posterioridad a la firma 
del contrato que refieran, precisamente, a la autori- 
zación ambiental, como se ha dicho, se debería llevar 
a cabo una nueva negociación. De todos modos, esto 
no impide que el Poder Ejecutivo avance en la nego- 
ciación del contrato y establezca borradores que pue- 
dan tener un carácter definitivo, aunque deba espe- 
rar para conocer el pronunciamiento de la autoridad 
ambiental para su firma. Me parece que ese es un ca- 
mino que, razonablemente, se debe seguir; de lo con- 
trario, nos apartamos de lo que establece el artículo 
25 que señala que: “Las disposiciones del contrato 
deberán ajustarse a las condiciones comprendidas en 
las autorizaciones ambientales correspondientes”. 


Por supuesto, no quiero decir que lo que está ha- 
ciendo el Poder Ejecutivo está mal, ya que creo que 
debe avanzar en el proceso de negociación, pero con- 
sidero que no debe firmar el contrato hasta que haya 
un pronunciamiento de la autoridad ambiental. En 
realidad, con estas cosas —teniendo en cuenta ese 
manejo irresponsable al que aludíamos-, en el ám- 
bito público, no solo hay que ser responsable, sino 
parecerlo. 


Por lo tanto, más allá de que en el contrato se pue- 
de señalar expresamente que deberá aplicarse lo que 
establezca la autorización ambiental correspondiente, 
me parece precautorio tomar una actitud que impli- 
que no firmar el contrato hasta que no haya un pro- 
nunciamiento efectivo de la autoridad ambiental; eso 
da garantías a todos y, sobre todo, despeja algunas de 
las observaciones que se han hecho, con las que se ha 
intentado generar sombras respecto al proceder que 
deben tener las autoridades públicas. Y en ese sentido, 
creo que los partidos políticos que no tenemos respon- 
sabilidades de Gobierno -los que, de alguna manera, 
integramos eso que se ha dado en llamar “la oposi- 
ción”- debemos ser particularmente exigentes. 


Hay otro aspecto que también me parece sustan- 
cial, y creo que esta es la oportunidad para referirme 
a ello. 
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De acuerdo a la ley, en este contrato se pueden 
establecer cláusulas de carácter confidencial, y yo 
creo que sería saludable —una vez que se avance en 
el proceso de la autorización ambiental y la firma del 
contrato— que al menos un representante por partido 
político pudiera conocer esas cláusulas que haya fir- 
mado el Estado. Obviamente, a esas cláusulas no se 
les dará difusión pública, pero me parece que los par- 
tidos que no estamos representados en el Gobierno 
tenemos derecho a conocer los compromisos asumi- 
dos, obviamente, con las reservas del caso. En reali- 
dad, hay un antecedente en este sentido, y me pare- 
ce importante resaltarlo. El señor Legislador Lacalle 
Herrera solicitó un pedido de informes al Ministro de 
Economía y Finanzas, y la semana pasada el señor 
Ministro trajo al ámbito de la Comisión Permanente 
las respuestas a dichas preguntas, que tenían carác- 
ter reservado debido a que estaban comprendidas en 
el secreto tributario, y se las entregó al Presidente 
Agazzi. En realidad, el señor Ministro Bergara enten- 
dió que le asistía derecho al Parlamento —en ese caso 
al Legislador Lacalle Herrera- a conocer esa infor- 
mación, y creo que en este caso, teniendo en cuenta 
ese antecedente, se debe obrar de la misma manera. 


Aquí se ha hablado de la necesidad de dar a di- 
fusión el contenido del contrato antes de su firma. 
Yo creo que esa es una facultad que tiene el Poder 
Ejecutivo, ya que es el que representa al Estado en lo 
que tiene que ver con la firma de ese contrato; even- 
tualmente, podría entender que con respecto a algún 
tema controversial sería importante escuchar al res- 
to de los partidos políticos que participaron en este 
proceso. De todos modos, esa es una facultad y una 
decisión que debe tomar el Poder Ejecutivo pero en 
nuestro país, lamentablemente, con respecto a otros 
casos similares no se actuó de esa manera. Por ejem- 
plo, no recuerdo que para la firma del convenio con 
Botnia se haya consultado al resto de los partidos po- 
líticos. En realidad, el Poder Ejecutivo, teniendo las 
facultades y las competencias, actuó como entendió 
que debía hacerlo, de acuerdo a su leal saber y en- 
tender y representando al Estado uruguayo. Eso me 
parece que está bien, pero no obsta que pueda haber 
situaciones en las que, ante un tema controversial, 
se realicen consultas, sobre todo, teniendo en cuenta 
que dicho contrato se ejecutará durante varias Legis- 
laturas. 


Por lo tanto, señor Presidente, más allá de las ar- 
gumentaciones que ha realizado el señor Subsecre- 
tario de Industria, Energía y Minería, y que fueron 
respaldadas por el señor Ministro, creo que se debe 
actuar ofreciendo las mayores garantías a todos, a 
efectos de tirar por tierra cualquier comentario que, 
de alguna manera, ponga en duda la transparencia 
de la negociación del contrato. Está claro que las au- 
torizaciones ambientales deben obtenerse antes de la 
firma del contrato y creo que se debe actuar de esa 
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manera para preservar el proceso en el que hemos 
contribuido todos los partidos políticos, más allá de 
que uno de ellos no acompañó la ley y otro lo hizo 
parcialmente. De todos modos, es bueno, oportuno 
y conveniente que este proceso se lleve a cabo con 
la mayor transparencia posible y me parece que el 
hecho de que la autorización ambiental se obtenga 
previamente a la firma del contrato da mayores ga- 
rantías para que este tema se siga abordando y se siga 
transitando por el camino que mejor sirva a los inte- 
reses de nuestra República. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: a veces, 
cuando me encuentro en una discusión de este tipo, 
me da la sensación de que el mundo va más rápido 
que nosotros; que las normativas, las discusiones, los 
acuerdos, lo que hay que hacer hacia adelante poco 
tiene que ver con lo que pasó hacia atrás, y solemos 
decir, como está sucediendo hoy, que una actividad es 
blanca o negra, creando cosas contradictorias cuando 
en realidad no lo son. Los partidos que integramos 
la Comisión multipartidaria tenemos esta discusión. 


Creo que hay algunas cosas básicas que no tienen 
que ver con el detalle de este artículo, de esta ley, y 
que hoy en día en la población hay poca claridad al 
respecto. Se están dando distintos puntos de vista en 
la sociedad, lo que es legítimo y lícito en una demo- 
cracia, pero no se puede estar diciendo barbaridades. 
Entonces, hay algunas cosas que hay que señalar en 
una instancia como esta. Quizás, algunos trabajado- 
res jóvenes de la minería que están empezando hoy 
en la actividad vayan a ser trabajadores mineros toda 
su vida, y algún día va a ser muy importante la dis- 
cusión que tenemos ahora. Por lo tanto, reitero: hay 
algunas cosas que es conveniente decir. 


Para empezar, nosotros somos consumidores de 
minerales metálicos, como todo el mundo. ¿Con 
qué hacemos los cables y las construcciones? ¿De 
dónde sacamos el hierro? ¿Con qué se hacen las vías 
férreas y los vehículos? ¿Con qué fertilizamos en la 
agricultura? ¿De dónde salen el fósforo, el potasio, 
el calcio? Todos son productos minerales que salen 
de las riquezas que tiene la corteza de la Tierra. Ya 
se sabe cuántos minerales necesita para su vida un 
niño que nació hoy de mañana. Hay estimaciones 
que no son del Uruguay, que dicen que esa persona 
va a necesitar treinta toneladas de hierro y de acero 
durante su vida; once toneladas de fosfatos, dos 
toneladas de aluminio, casi una tonelada de plomo, 
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cemento, petróleo, etcétera. Estos datos dependerán 
de la realidad de cada país. 


Hoy decía el señor Ministro que un celular se fa- 
brica en veintidós países, pero que además tiene cua- 
renta y tres elementos distintos: tiene zinc, vanadio, 
tungsteno, titanio, tantalum, sodio, plata, oxígeno, 
nitrógeno, etcétera. Esa es la realidad del mundo de 
hoy. En ese sentido es que quiero decir que las cosas 
cambian a veces más rápido que nuestras normativas 
e incluso, que nuestro entendimiento. Si todo es así, 
¿de dónde sale este mundo de minerales que usamos 
en esta etapa de la civilización? De muchos lugares. 
Nosotros no los tenemos todos; tenemos algunos y 
otros hay que importarlos. Hay algunas posiciones en 
contra de la minería como actividad que quiero dis- 
cutir, porque parece que dijeran que es mejor traer 
los minerales desde otros países que los explotan. Al- 
gunos habrá que traerlos, como traemos las bananas, 
porque no tenemos, pero tendremos que ver si los 
traemos de países como Noruega, Finlandia, Suecia, 
que tienen siglos de experiencia minera -como ha 
sido mencionado aquí por el informe del señor Minis- 
tro—, o de otros países pobres, donde se trabaja muy 
mal, no se respeta el medio ambiente y se explota 
a los pueblos. Este es un dilema político, pero tam- 
bién ético. 


¿No es mejor conocer los recursos que tenemos 
en nuestro territorio, capacitarnos y hacer las cosas 
lo mejor que podamos, desarrollando todos los medios 
para ser buenos? 


No se puede decir que la minería sea mala; hay 
minería mala y minería buena. Por otra parte, hay 
alguna actividad agropecuaria mala. Yo no quiero una 
actividad agropecuaria improductiva, latifundista, 
que no capacite a la gente y que pague salarios de 
hambre; quiero una agricultura progresista, moder- 
na, que mejore las condiciones de vida de la gente. 
Lo mismo pasa con la minería. Sé que este no es el 
tema de la convocatoria que hizo el señor Legislador 
Pasquet, pero todo está vinculado dentro del concep- 
to. Entonces, quiero dar la lucha contra esa posición 
de minería sí o minería no. 


Nosotros tenemos rocas. Las más viejas tienen 
3.500 millones de años. Tenemos conocimiento de 
nuestra geología y no tanto de nuestros minerales, 
aunque algunos sí se conocen. Se conoce bastante del 
calcio, del magnesio, desde hace pocos años conoce- 
mos del oro, del cobre, pero de otros, no. Por ejemplo, 
del petróleo se conoce muy poco, y del hierro tene- 
mos información de ahora, porque hasta hace poco 
no sabíamos mucho y pensábamos que teníamos un 
hierro distinto al que hay y en mucho menor canti- 
dad. Las cosas cambian. Está planteada la discusión 
—no en los ámbitos políticos— sobre qué potencialidad 
minera tiene el Uruguay. Algunos, medio livianamen- 
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te, decimos que somos un minero marginal. Pero hoy 
somos un minero marginal. ¿Cuál es nuestra estruc- 
tura geológica? ¿Cuál es la edad de nuestra roca? 
¿Qué minerales hay contenidos ahí adentro? Algunos 
sostienen cosas distintas en ese sentido, y no me voy 
a meter en eso porque tendría que ser especialista. 
Pero sí me puedo referir a cómo tenemos que explo- 
tarlo en la economía mundial de hoy. La minería es 
una actividad productiva —hay experiencia nacional al 
respecto- y la de nuestro país es toda de cielo abierto, 
salvo una puntita que se hizo en las minas de oro. 
Hay trescientas veinte minas pequeñas y medianas a 
cielo abierto; en general, son de otra época y con otra 
tecnología. Hay informaciones nuevas, prospecciones 
nuevas y exploraciones nuevas, con metodologías que 
hasta hace poco tiempo no se conocían y no se habían 
practicado en Uruguay. También existe la posibilidad 
de inversiones. 


Creo que todo eso llevó al Poder Ejecutivo a con- 
vocar a los partidos políticos, y se formó la Comisión 
interpartidaria a la que hacía referencia el señor Le- 
gislador Posada. Yo tengo el documento; lo tenemos 
todos los partidos, porque lo firmamos. Lo desmenucé 
en ideas y, para mí, tiene cincuenta y ocho conceptos; 
quizás, si otro lo lee, pueda decir una cosa diferente. 
De esos cincuenta y ocho conceptos, hay cuatro que 
no figuran en la ley de minería de gran porte porque 
no correspondía que estuvieran. No dice, por ejem- 
plo, que el fondo que se va a colocar será adminis- 
trado por una participación público-privada que no 
sea estatal; no dice nada sobre que la tasa interna de 
retorno debe ser acorde a los niveles internacionales 
y tampoco menciona que se va a promover en la bolsa 
de valores. No aparecen algunas cosas que se habían 
acordado, y hay cuatro salvedades que había hecho el 
Partido Colorado de las cuales creo que figuran sola- 
mente dos. 


Este es el marco y cada uno de nuestros partidos 
políticos tiene su interpretación, pero lo que sí ha- 
bíamos acordado todos era que en la presente eta- 
pa esta es una actividad positiva para el país, que es 
bueno regularla, que debemos tener en cuenta la ex- 
periencia internacional y que tenemos que hacer las 
cosas lo mejor posible, tratando de lograr los mayores 
acuerdos nacionales. 


En realidad, el proyecto de Aratirí en sí mismo, 
con la ley de minería de gran porte aprobada, tiene 
un nuevo planteo tributario, incluye el concepto de 
cierre de minas. Las canteras de La Paz tienen 884 
hectáreas. No sé cuánta gente se ahogó cuando no 
existía el cierre de minas, pero es un número bas- 
tante triste de llevar. A veces, la gente sale de la casa 
y en la vereda de enfrente tiene un lago; esas son 
las canteras que se usaron para sacar el pedregullo 
con el que se hicieron las construcciones en Monte- 
video y en algunos otros lugares. Eso es una cosa mal 
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hecha históricamente; no le echo la culpa a nadie, 
solo a nuestra civilización. Pero hay otras cosas que 
se hicieron bien. Pocos se acuerdan de que el Parque 
Rodó fue una cantera, de que donde ahora está el 
escenario del carnaval estaban las canteras, y ¡mi- 
ren cómo quedó el agujero de la cantera! A mí me 
hace gracia cuando alguien piensa que va a haber un 
agujero y se imagina el futuro como quiere. El futuro 
puede ser distinto a como yo quiero. Apostemos a que 
somos capaces de hacer las cosas bien y que quere- 
mos hacerlas bien. Para eso es importante planificar, 
prever; por eso me parece importante incluir el cierre 
de minas desde el principio, ir desbloqueando el fon- 
do de garantía a medida que se va cumpliendo con la 
obligación. Por lo menos por la plata, que es lo que le 
duele a los empresarios. 


Me parece que hay un nuevo planteo sobre los 
derechos de los superficiarios: la opción que tienen. 
Esto fue pedido por ellos. Algunos pensaban que con 
la forma de retribuir el canon establecido por el Có- 
digo de Minería ellos saldrían mejor que con la que 
establece la ley sobre megaminería, y se dispone la 
opción de decidir. 


Creo que la ley es rigurosa en materia de exigir 
permanentemente la evaluación y medir todos los 
efectos ambientales. Es lógico, porque la industria 
minera afecta el aire, el agua, el suelo, como cual- 
quier actividad económica, como también lo hace la 
agricultura, como la producción de alimentos. No- 
sotros, por lo menos durante un siglo tuvimos una 
producción de alimentos basada en una forma de 
agricultura que destruyó nuestro suelo. Un tercio de 
nuestro suelo está erosionado, ¡es un terrible tajo en 
la economía nacional que no se puede recuperar, que 
cuesta carísimo y que significa grandes pérdidas para 
el país! Porque lo hicimos mal. ¿Y por haber hecho 
esa calamidad de las cárcavas, erosionar nuestro sue- 
lo y perder esa piel del planeta que es tan rica y tan 
importante para producir alimentos vamos a prohibir 
la agricultura? En realidad, la regulamos para tratar 
de minimizar los impactos. 


Me parece que hay una cosa que está pendien- 
te. En nuestra Comisión de Asuntos Internacionales 
que no integro- hay un asunto que es bien intere- 
sante, porque tiene que ver con la gente. Me refiero 
al Convenio n.” 176 de la Organización Internacional 
del Trabajo sobre Seguridad y Salud en las Minas, que 
se adoptó en una reunión de la Conferencia General 
de la Organización Internacional del Trabajo en 1995 
y está orientado a bajar la siniestralidad en una acti- 
vidad de riesgo, es decir, donde hay accidentes, lesio- 
nes, afectaciones de la salud de la gente. Eso lo tene- 
mos que aprobar, porque ya hay actividades mineras 
en el país pero, además, en condiciones de megaem- 
prendimiento, donde se usa tecnología importante, 
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muchas máquinas y se aumenta la productividad, 
también aumentan los riesgos de la gente. 


Creo que lo clave de esto es que el Estado ponga 
condiciones con fundamento técnico, que sea un Es- 
tado que controle. Esto vale para todas las cosas, pero 
también para esta actividad. ¡Ojalá se hubiera hecho 
esto en otros países en el mundo financiero! ¡Ojalá 
hubiera habido un país que controlara y pusiera con- 
diciones! Así no habrían pasado algunas de las barba- 
ridades que ocurrieron recientemente. Lo que digo 
vale para todo: cuando digo mundo financiero estoy 
pensando en el conjunto de las actividades. 


También me quiero referir al mito de la superfi- 
cie, a los grandes cráteres y a las cosas que se están 
diciendo. Por ello, saqué algunos datos al respecto. 
El proyecto de Aratirí, en explotación, va a tener 522 
hectáreas —es decir, los pozos, las cinco minas-, lo 
cual implica muchas más hectáreas por el minero- 
ducto. Y además de la mina en sí, está el lugar de 
la planta de beneficiamiento, de la molienda, de los 
áridos, de la clasificación y todas esas cosas que nos 
dijeron los técnicos, lo cual se calcula que afectará 
unas 15.000 hectáreas y que eso nos quita suelo útil. 
Ahora bien: yo miro las represas que tiene Uruguay. 
La represa de Rincón del Bonete tiene 107.000 hec- 
táreas en las que sustituyó la tierra que había debajo; 
la represa de Salto Grande tiene 78.000 hectáreas 
cubiertas de agua; la de Palmar, 32.000 hectáreas. Si 
contamos todas las represas, tenemos 227.000 hec- 
táreas cubiertas de agua para tener un bien, que es 
generar energía eléctrica. Estuvimos dispuestos a eli- 
minar una parte de las 17:500.000 hectáreas que te- 
níamos para tener un bien que precisamos todos, que 
es la energía eléctrica, y si aplico este razonamiento, 
en este caso, estamos hablando de 15.000 hectáreas, 
frente a las 227.000 que tienen las represas. Y esto 
lo podría utilizar con cantidad de actividades, pero 
lo uso con esta en el sentido de que los puestos de 
trabajo, los bienes para el país que va a generar este 
emprendimiento, no tienen ninguna vinculación con 
la superficie afectada, que además no se pierde, por- 
que esa superficie es afectada mientras se produce y 
después se puede usar para otras cosas. 


Veo que se me ha terminado el tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador Yanes. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente... 
SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR YANES.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede inte- 
rrumpir el señor Legislador Agazzi. 
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SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: yo quiero 
hablar del mito de la superficie, porque hay una exa- 
geración, que quizá esté guiada por la poca informa- 
ción, por el miedo a las cosas nuevas y por no haber 
explicado esto, como dijo el Legislador Posada, con 
lo que estoy de acuerdo. Ahora, ¡es bravo explicar las 
cosas antes de que pasen! Hay que irlo haciendo a 
medida que van pasando. 


En materia de tributación quedó todo explicado. 
Ayer tuve acceso al informe del Fondo Monetario In- 
ternacional sobre el Uruguay. Es un informe global 
—no se refiere a la minería— sobre la situación de la 
economía, sus posibles caminos de desempeño. Me 
parece que algunos datos que tiene sobre la mine- 
ría no se ajustan a la realidad concreta del país, pero 
por lo menos dice algunas cosas: da los valores de la 
tributación que se va a recaudar, la estimada por el 
IRAE y la estimada por el adicional del IRAE; dice 
cuánto se va a percibir por el canon y cuánto por otros 
tributos, y maneja una cantidad total de dinero que 
va a percibir el Estado. Después tiene una página con 
todos los supuestos en los cuales el Fondo Moneta- 
rio Internacional se basó para hacer estos cálculos. 
No soy técnico en esta disciplina, pero algunas de las 
conclusiones que expresa son que el sistema tribu- 
tario de la minería —-lo compara con los del resto del 
mundo- capta para el Estado una porción importante 
de la producción, sin desalentar el riesgo que los in- 
versores sienten y basados en el cual toman sus de- 
cisiones. Lo consideran un sistema muy equilibrado. 
Me parece que eso está en línea con lo que se ha 
hecho, considerando los sistemas tributarios de otros 
lados e intentando modernizar el nuestro, adaptándo- 
lo a la realidad de estos emprendimientos. También 
debe tenerse en cuenta que en las cinco minas, los 
productores van a percibir US$ 50:000.000 por con- 
cepto de canon —eso no es poca cosa; lo digo porque 
es un número que hay que tener claro- y van a traba- 
jar 1.500 personas. 


Con relación a la firma del contrato se dio una 
discusión interesante, con base jurídica. Se puede 
decir que el contrato debe ser público; está bien. 
Y se puede sostener la conveniencia de que todo 
el contrato se discuta en una caja de vidrio donde 
todo el Uruguay lo vea. Eso es irrealizable, pero algo 
que tienda a eso creo que es lo que todos queremos. 
Ahora, ¿qué ganamos con que la ciudadanía conozca 
el contrato antes de que se firme? El Legislador 
Pasquet dijo que ello permitiría hacer objeciones o 
propuestas. Entonces, ya no estaríamos hablando 
simplemente de dar a conocer el contrato que se 
acordó; eso sería una coparticipación para construir 
el contrato. Las obligaciones que tiene el Poder 
Ejecutivo son indelegables, y menos las puede delegar 
en un mecanismo ad hoc. El acceso a la información 
siempre es después de que está producida, no antes. 
Creo que está muy bien que el Poder Ejecutivo asuma 
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las responsabilidades que son intransferibles y que 
le compete ejercer, y está bien que ese contrato lo 
conozcamos todos, en la medida de lo posible, sobre 
todo por la confidencialidad de algunos datos técnicos 
que tienen las empresas, porque las compañías 
mineras están todas en competencia entre sí, y una 
empresa que puso US$ 150:000.000 para hacer 
una prospección, que utilizó la tecnología, que hizo 
el trabajo y que ahora tiene los datos de cuánto hay 
porque lo produjo ella, no los va a regalar a todo el 
mundo, porque eso tiene un valor económico para la 
empresa y también un valor en sí mismo. Lo de la 
autorización ambiental es complicado, porque según 
explicaba el señor Ministro, hubo muchas instancias. 
Yo conté quince o dieciséis idas y vueltas; además, en 
cada instancia hay modificaciones... 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Ha finalizado 
su tiempo, señor Legislador. 


Puede continuar el señor Legislador Yanes. 
SEÑOR YANES.- Señor Presidente... 

SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite otra interrupción? 
SEÑOR YANES.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede inte- 
rrumpir el señor Legislador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: yo no sé por 
qué se llama contrato; no es que su firma habilite 
a empezar a producir. Es un instrumento jurídico 
que se llama contrato, que obliga a que cada una 
de las reparticiones del Estado cumpla, de acuerdo 
con las leyes vigentes en el país, las obligaciones y 
las potestades que tiene. Cumplido todo eso, se 
puede empezar a producir. Entonces, me parece que 
llamarlo contrato es una trampita, porque —reitero— 
no es que se firma y se puede empezar a trabajar. 
Habilita, pero todavía falta cumplir cosas. Yo sé que 
si no se llamara contrato, tendría una facilidad para 
nosotros. Al país le conviene que se firme, para que 
todo lo que estamos trabajando y discutiendo no se 
vaya algún día; también hay alguien que puso su firma, 
comprometiéndose a hacerlo. A su vez, la empresa lo 
necesita para conseguir financiamiento. Entonces, si 
no se llamara contrato, no sé cómo debería llamarse; 
si se llamara protocontrato, no serviría para conseguir 
créditos. Yo entiendo así el contrato: una cosa es 
el instrumento jurídico que autoriza la actividad 
y otra, el inicio de los trabajos. Eso lo comprendo 
perfectamente; es lógico, pero sé que estas cosas van 
a ser siempre discutibles jurídicamente. 
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En Uruguay tenemos experiencias de producción 
minera muy positivas para el país, para la gente y 
para el Estado. Hasta ahora, con lo poco que hay, he- 
mos mostrado capacidad de aprender mucho. Pienso 
que también tenemos nuestras particularidades. En 
cuanto a la posible acidificación de las aguas, me pa- 
rece que en la zona donde hay hierro el agua ya de- 
bería estar acidificada; entonces, no entiendo por qué 
se dice que va a haber problemas de acidificación. De 
todos modos, puede haber otros problemas y, en ese 
caso, tenemos que apostar a la potencia, a la capaci- 
dad de nuestros equipos técnicos. 


UPM fue un banco de prueba para el país y nos 
permitió construir institucionalidad, capacidades téc- 
nicas, ser responsables. Ahí tenemos la prueba del 
nueve: cómo anda la fábrica, no contamina y se ha- 
cen controles desde el Estado. Si eso se pudo hacer 
con UPM, también se podrá hacer en nuevas activi- 
dades que comienzan. Debemos tener confianza en 
que nuestros trabajadores están construyendo una 
nueva cadena productiva. Esto va a ser importante 
desde el punto de vista técnico, cultural, social y de 
los derechos de ciudadanos de regiones que están 
muy postergadas en el país. Va a ser un aporte muy 
importante para Uruguay. 


Bienvenidos sean estos debates que se dan en un 
marco de discusión racional, en el que cada uno dice 
lo que piensa y podemos ir encontrando los caminos 
para avanzar. 


Es cuanto quería expresar. 
Muchas gracias. 
(Manifestaciones en la Barra. Campana de orden). 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede conti- 
nuar el señor Legislador Yanes. 


SEÑOR YANES.- Señor Presidente: obviamente, 
había solicitado la palabra para habilitar al compañe- 
ro Legislador Agazzi, quien había preparado el tema, 
pero no quiero desaprovechar la oportunidad de ma- 
nifestar una contradicción que se me generó desde 
hace algún tiempo. Resulta que yo me crié —alguno 
va a decir poco... 


(Hilaridad). 


—...escuchando que en Uruguay no teníamos pe- 
tróleo ni minerales, que no teníamos ni esto ni lo 
otro, y que era un país pobre. Resulta que un día me 
despierto y, aparentemente, hay petróleo, hay impor- 
tantes posibilidades de explotación minera. Cuando 
yo era chico, era una desgracia no tener nada; ahora, 
que tenemos elementos, es una desgracia tenerlos. 
Sinceramente, me confunde mucho todo esto; creo 
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que tiene mucho de debate político, que involucra 
intereses comerciales y tiene también la buena fe de 
aquellos que cuestionan todo esto buscando mejorar 
las cosas y que se hagan bien. Me alegro muchísimo 
de que los problemas de ahora sean porque tenemos 
cosas, porque debemos trabajar bien, porque tenemos 
que cuidar el medio ambiente y los recursos para las 
nuevas generaciones, y no como antes, que nos tenía- 
mos que ir del país porque, aparentemente, no tenía- 
mos riquezas en casa. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Legislador Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: a esta altura 
del debate, voy a intentar concentrarme —espero que 
de la manera más eficaz y breve posible- en lo que 
considero el eje de la convocatoria del día de hoy que, 
creo que con buen tino y con sentido de la oportuni- 
dad, el señor Legislador Pasquet ha promovido y que 
entiendo, a esta altura del transcurso de la sesión, ha 
resultado por lo menos provechosa. 


Aquí no están en discusión —por más que, por su- 
puesto, ha habido incursiones en ese sentido, por par- 
te de distintos señores Legisladores—- aspectos que, tal 
vez, sean los más importantes o los que están en el 
contexto o en el trasfondo de esta discusión y que 
hacen a la alternativa o al destino minero que el país 
tiene —yo creo que lo tiene; me afilio a ese concepto-, 
a los aspectos específicos del proyecto, que concre- 
tamente tienen que ver con el contrato que ha sido 
motivo de discusión y de debate en la tarde de hoy. No 
ha estado en discusión —o no debería haberlo estado, 
por lo menos en términos del objetivo central de la 
convocatoria— la rentabilidad del negocio, las presta- 
ciones o las contraprestaciones a las que dará lugar. 
En la discusión de hoy hemos abordado un problema 
de carácter institucional, político y jurídico, que tie- 
ne que ver con la forma de implementar y dilucidar 
este proyecto, de llevarlo a cabo, de definir, negociar, 
redactar y firmar el contrato respectivo, todo eso, por 
cierto, en el marco de la discusión que hace a las 
autorizaciones ambientales —como ha quedado de 
manifiesto—- y a la publicidad de las actuaciones, que 
es un tema de enorme importancia y de raigambre 
republicana. 


En el marco de esa discusión, me adelanto a com- 
partir el criterio de quienes han sostenido —me pare- 
ce que ha quedado meridianamente demostrado que 
eso es así- que la autorización ambiental deberá ser 
previa a la firma del contrato, no solo por razones de 
carácter jurídico —creo que, a partir de la vigencia del 
artículo 25 de la ley de minería de gran porte, como 
ha sido dicho, no hay dos interpretaciones posibles— 
sino inclusive desde el punto de vista de la necesidad 
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y la conveniencia de que eso así sea, a los efectos de 
descomprimir determinadas tensiones y de ayudar a 
enfrentar lo que creo todos estaremos en condiciones 
de advertir es una percepción popular más o menos 
extendida en cuanto a que este es un asunto que no 
ofrece condiciones de claridad suficientes y tiene zo- 
nas oscuras u Opacas, porque me parece que eso es 
lo que siente una parte muy importante de la pobla- 
ción. Por cierto, separo esta afirmación de la dialéc- 
tica entre Gobierno y oposición; sabemos que es así: 
hay un movimiento popular en marcha, que apunta a 
reformar la Constitución de la República. Por lo tan- 
to, creo que el propio Gobierno se curaría en salud 
y haría bien a su interés político si advirtiera, ya no 
solo la imperiosa obligación jurídica sino también la 
necesidad y la conveniencia de que esa autorización 
ambiental fuera previa a la firma del contrato. 


Quiero agregar un elemento que es estrictamente 
institucional, y sé que puede ser polémico. Me parece 
que no está bien, no es bueno ni conveniente cargar 
todo el peso de esta responsabilidad sobre un organis- 
mo llamado Dinama, que es un órgano desconcen- 
trado del Poder Ejecutivo, del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Desde 
nuestro punto de vista, en este momento, atraviesa 
una situación de fragilidad institucional importante. 
Francamente lo digo: creo que la Dinama no atravie- 
sa su mejor momento, ya que se encuentra en una 
situación de conflicto. Hay un conflicto interno entre 
su jerarca, el Director Nacional de Medio Ambiente, 
y los funcionarios. 


Me ha sorprendido su ausencia en la tarde de hoy; 
esperaba encontrarme con él, porque me parece que 
se trata de una autoridad pública que mucho tiene que 
decir y hacer con relación a esta discusión y a este pro- 
cedimiento que está en marcha. Con toda franqueza y 
serenidad, digo que ha tomado estado parlamentario 
que en el ámbito de la Dinama hay dificultades serias 
de relacionamiento entre el Director y sus funciona- 
rios, entre el sindicato y el propio Director. 


Esto ha venido a convertirse en una suerte de olla 
de grillos por la que ha habido —yo llego a esa con- 
clusión- un abuso en el ejercicio de las potestades 
discrecionales de la Administración con relación a 
determinadas competencias en el ámbito de la Admi- 
nistración Pública. No quiero responsabilizar, ni mu- 
cho menos culpar de esto al señor Ministro Beltrame, 
quien no solo —-me consta—, es una persona de bien 
sino que, además, ha heredado esta situación —por 
lo menos, es la lectura que yo hago-—, que se arrastra 
desde los tiempos de la ex-Ministra Muslera. 


Ya en aquel entonces, había denuncias de una 
suerte de política por la cual la Dirección apuró lo 
que se podría definir como la construcción de una 
estructura paralela en el ámbito de la Dirección Na- 


COMISIÓN PERMANENTE 


1125-C.P 


cional de Medio Ambiente por la vía de los contratos 
hechos en base a los préstamos internacionales, los 
contratos BID, como se los conoce comúnmente, o 
los contratos relacionados con los sistemas de áreas 
protegidas. De acuerdo con las últimas denuncias 
formuladas por el sindicato del Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, esa 
realidad estaría implicando la existencia de 200 tra- 
bajadores técnicos en esa condición y de 85 funciona- 
rios presupuestados que se habrían visto postergados 
o relegados en el ejercicio de su función. 


Estamos esperando la presencia del señor Minis- 
tro Beltrame en el ámbito de la Comisión de Legis- 
lación del Trabajo de la Cámara de Diputados para 
discutir todo esto. Lo que ya hemos podido constatar 
—porque ya ha llegado documentación al Parlamento 
en ese sentido- es que la Dinama, por lo menos hoy, 
realiza su actividad en el marco de un clima abso- 
lutamente enrarecido, inclusive, caracterizado por 
mensajes que el propio Director Nacional Rucks ha 
enviado a distintos funcionarios utilizando un tono 
y términos que, a nuestro juicio, no son los más ade- 
cuados por parte de un jerarca que tiene derechos, 
pero también determinadas obligaciones con relación 
a sus subordinados y, en particular, al servicio del 
cual es responsable. 


Inclusive, se ha dado la circunstancia de una reco- 
lección de firmas de funcionarios en solidaridad con 
el Director Nacional de Medio Ambiente. Como sa- 
bemos quienes algo conocemos de la Administración, 
esa es una práctica, por lo menos, poco habitual. 


Reitero: desde nuestro punto de vista, todo esto 
describe un cuadro preocupante, que no es el más 
adecuado para que la Dinama sea sometida a la 
presión de tener que resolver con relación a lo que 
probablemente sea la mayor inversión en la historia 
económica de la República después de que el Poder 
Ejecutivo ya ha comprometido su firma y, por tanto, 
la voluntad del Estado uruguayo en la suscripción de 
este contrato. 


Se me dirá, y es verdad, que la ley establece con 
claridad que en tal caso la autorización ambiental 
puede operar como una condición resolutoria. Eso es 
cierto, pero todos sabemos el valor que la firma tiene, 
sobre todo, en el ámbito de la actividad pública y de 
los negocios jurídicos que celebra el Estado. Yo dudo 
que en la medida en que esto no tenga la suerte o 
el éxito que todos deseamos, quien actuó como con- 
traparte, probable contraparte o socio del Estado en 
un negocio que terminó siendo frustrado, no utilice 
o aproveche el argumento jurídico de esa firma a los 
efectos de exigir la responsabilidad del Estado. 


En cuanto a la autorización ambiental previa, y 
previa a la firma del contrato, creo que hay razones 
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de conveniencia, de carácter jurídico que obligan y 
que llevan a que eso sea de esa forma y no de la forma 
que el Gobierno pretende implementar. Diría que si 
esto tiene que ver con la transparencia, le ha faltado 
transparencia. 


Al cabo de siete horas de sesión de la Comisión 
Permanente —esto no es un cuestionamiento perso- 
nal al señor Ministro ni al Subsecretario de Industria, 
Energía y Minería—, no he escuchado una razón con- 
creta. Se han hecho insinuaciones, sugerencias; cada 
uno puede tener sus posiciones, pero no he escucha- 
do una razón concreta y objetiva por la cual el Poder 
Ejecutivo entiende que es necesario que la autoriza- 
ción ambiental sea posterior, aun cuando todos sabe- 
mos que eso implica un clarísimo quebrantamiento 
de la ley especial de minería de gran porte que se votó 
recientemente. 


Más allá de que el señor Ministro nos dio una in- 
formación muy completa sobre la minería, sobre las 
características del proyecto que el país está encaran- 
do, de la que todos supimos aprender, no he escucha- 
do una respuesta acerca de ese aspecto que entiendo 
es medular y por el cual fue convocado a comparecer 
en la mañana de hoy a la Comisión Permanente. 


Por supuesto, las argumentaciones o explicacio- 
nes jurídicas del profesor Ortuño son muy respeta- 
bles. Como en materia jurídica suele acontecer, con 
respecto a un mismo asunto hay dos interpretaciones 
diferentes: él se apoyó en la opinión del doctor Rose- 
lló, que respetamos mucho, pero que en nada com- 
partimos. Decía el señor Legislador Pasquet que aquí 
podría haber operado la derogación tácita, y es ver- 
dad, por la mera circunstancia de que la ley que es- 
tablece la obligatoriedad de la autorización ambiental 
previa es posterior en el tiempo al Código de Minería. 


Diría que, en este caso, también se impone un 
principio jurídico similar que es el de la circunstan- 
cia de que la ley especial rige sobre la norma general. 
Hay una norma específica que establece una solu- 
ción concreta que, además, como todos sabemos, fue 
aprobada, aunque no voy a decir a la medida de de- 
terminada empresa, porque sería entrar en un terre- 
no que no corresponde, pero sí de una necesidad que 
el país tenía en función de una realidad productiva, 
a cuyo advenimiento todavía estamos asistiendo, que 
determinaba la necesidad de generar determinado 
marco jurídico que no se llenaba con la vigencia del 
Código de Minería. 


De manera que sostener que en este caso puede 
recurrirse al Código de Minería es un artilugio jurí- 
dico. Lo digo con absoluta serenidad y respeto, pero 
con una clara convicción. No se puede venir aquí a 
proclamar el deber ético al que el Gobierno dice afe- 
rrarse a la hora de analizar los temas ambientales y 
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que es condición sine qua non cumplir con todas las 
previsiones ambientales, y después obrar de esta ma- 
nera, desconociendo una obligación que específica- 
mente el Estado se dio a través de la voluntad legisla- 
tiva, como corresponde, a la hora de instrumentar un 
contrato que, reitero, es de enorme significación eco- 
nómica y, seguramente, será de enorme significación 
histórica, esperemos que para bien, en el desarrollo 
de la historia económica y productiva del país. 


El tercer y último aspecto al que me voy a referir 
todos están muy concatenados, porque hacen refe- 
rencia a aspectos de tipo institucional, que tienen que 
ver con la forma de ejercer la función de Gobierno en 
el marco del régimen republicano democrático- es 
el relativo a la publicidad del contrato. Francamen- 
te, creo que no ha sido legítimo, también en esto, el 
obrar por parte del Poder Ejecutivo. 


Si nos remitimos a las normas juridicas vigentes 
en esta materia, que son, por supuesto, la Constitu- 
ción de la República y el artículo 72, pero además, la 
propia Ley de Acceso a la Información Pública, que 
este Gobierno se dio y que todos votamos en el perío- 
do anterior, que establece un marco al cual se supone 
todas las autoridades administrativas deben someter- 
se a la hora del ejercicio de la Administración Públi- 
ca, veremos que el Gobierno no ha cumplido con el 
principio general de transparencia y del acceso a la 
información. Tanto el contrato como los documentos 
e informes que lo acompañan, salvo alguna excep- 
ción, son de carácter público; no son propiedad de 
las autoridades de Gobierno, sino de la comunidad, 
y se supone que las autoridades simplemente la ad- 
ministran. En este caso, entonces, estamos ante una 
situación de manifiesta violación de la ley de acceso 
a la información. 


Si en este caso se diera alguna de las hipótesis 
de reserva o la confidencialidad que establece la Ley 
n.” 18.381, para mantener en reserva el contrato 
con la empresa Aratirí, el Poder Ejecutivo debió 
haber aprobado una resolución. Yo no sé si la aprobó, 
porque aquí no se dijo. La ley establece que para que 
determinada información pública sea mantenida 
bajo la declaración de reserva o confidencialidad, el 
Poder Ejecutivo debe aprobar una norma jurídica, un 
decreto o una resolución fundada que, además, debe 
contener la prueba de daño, que es lo que se entiende 
determina que hacer pública esa información 
eventualmente le puede provocar un perjuicio al 
interés general que, en este caso, sinceramente no 
advertimos que se dé. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Estimo que ha sido muy útil y provechosa la jor- 


nada del día de hoy. Creo que es tiempo bien inverti- 
do, este que entre todos hemos aplicado al análisis de 
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esta cuestión durante toda la jornada. Pero, sincera- 
mente, en aspectos medulares que hacen a la trans- 
parencia pública y al mejor proceder de la Adminis- 
tración, que es un tema tan delicado, las respuestas, 
por lo menos para nosotros, no han sido completa- 
mente satisfactorias. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el miembro interpelante, señor Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 


Comparto cuanto se ha dicho en el sentido de que 
esta ha sido una sesión útil, fructífera porque, más 
allá de que en ella han quedado de manifiesto dis- 
crepancias que efectivamente tenemos distintos in- 
tegrantes de la oposición con el Poder Ejecutivo, creo 
que ha servido para aclarar varios puntos que eran 
poco conocidos, sobre los cuales no había informa- 
ción o esta no era fehaciente. Desde esa perspectiva, 
me parece que la ciudadanía tiene ahora una visión 
más completa, más certera, más precisa, de un tema 
cuya importancia no necesitamos exaltar, porque es 
evidente. 


Por supuesto que no termina aquí el debate. Con- 
tinuará; habrá otras instancias. ¡Vaya a saber cuándo, 
cómo y dónde! La cuestión de este gran emprendi- 
miento y su impacto sobre el país podrá seguir discu- 
tiéndose, pero me parece que hoy hemos avanzado. 


Decía que, en algunos puntos, tenemos discrepan- 
cias, diferencias, pero antes de ir específicamente a 
las cuestiones que nosotros planteamos en las pre- 
guntas que oportunamente formulamos a los señores 
Ministros, queremos referirnos a lo que no plantea- 
mos, porque a ello aludió en su intervención el señor 
Legislador Agazzi. Yo no sé a quién pueda caerle el 
sayo que él lanzó al viento, pero, seguramente, no nos 
cae a nosotros. Nunca pusimos en tela de juicio la 
importancia o el valor económico de la minería, asu- 
mimos una posición de conservacionista, fundamen- 
talista del tipo de que no se haga nada porque cual- 
quier cosa que se haga puede significar un perjuicio. 
No es eso lo que pensamos; no es eso lo que creemos. 
No fue eso lo que dijimos. 


SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PASQUET.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar). Puede inte- 
rrumpir el señor Legislador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: mis expre- 
siones no fueron para ninguno de los integrantes de 
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los partidos políticos que participamos de la discusión 
de este tema. Yo dije que me refería a expresiones 
que se están dando en la sociedad, la mayoría de las 
cuales no tienen expresiones en este Parlamento, 
pero correspondía clarificarlas. 


Muchas gracias, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede conti- 
nuar el señor Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: agradezco 
la aclaración al Legislador Agazzi. 


Aclarado ese punto, creo que por extensión tam- 
bién queda contestada la intervención del señor Le- 
gislador Yanes, que iba por el mismo camino. Nosotros 
nunca renegamos de este tipo de actividad económi- 
ca; lo que decimos es que debe cumplirse de acuerdo 
con la ley. En primer lugar, porque en un Estado de 
derecho todo debe hacerse según la ley, desde el prin- 
cipio, y vale para todo. Pero además, específicamente 
en este tema, nos parece especialmente importante y 
valioso el apego estricto a la ley, porque para salir de 
la tensión dialéctica que implica eso de desarrollo del 
medioambiente, ¿cuál puede ser el punto de encuen- 
tro? Seguramente, algunos no querrán encontrarse 
en ningún terreno y asumen posiciones irreductibles, 
o el desarrollo a secas a como dé lugar, impulsado 
por las fuerzas ciegas del mercado, o en la otra pun- 
ta, el conservacionismo absoluto, intransigente, que 
dice que no se puede modificar absolutamente nada y 
que el ideal sería el regreso al edén originario. Todos 
quienes no estamos en esos extremos —me parece que 
somos todos los que estamos acá— ¿dónde nos encon- 
tramos? En ese terreno intermedio, donde decimos: 
Sí, háganse las obras, cúmplase con las actividades, 
pero de acuerdo con las normas con las cuales pre- 
tendemos regular todo esto para que el resultado sea 
lo mejor posible para todos. 


La expresión de eso es la ley; por eso, nos importa 
que se cumpla con la ley. Procuramos que todas las 
actividades se desarrollen en ese marco; es como la 
prenda de unión entre los que ponen más énfasis en 
el desarrollo y los que ponen más énfasis en la con- 
servación. El punto de equilibrio es el respeto a la ley. 
De ahí nuestra preocupación. 


Con respecto a la publicidad, han quedado de ma- 
nifiesto las visiones distintas que tenemos. Subrayo 
que nadie pretende violar ninguna confidencialidad, 
entre otras razones, porque lo establece la ley. La ley 
establece que ciertos datos que la empresa aporte son 
confidenciales; nadie se levanta contra la norma le- 
gal. Nadie pretende violar ninguna confidencialidad. 
Sin embargo, hay otras partes del contrato que no son 
confidenciales, en algún caso, porque está prohibida 
la confidencialidad por ley, como cuando se refiere a 
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medio ambiente y, en otro caso, porque no ha habido 
declaración de confidencialidad y hay acuerdo entre 
todos en que se debe ser público. 


Entonces, no está en juego la confidencialidad ni 
el respeto que merecen. Lo que decimos es que sería 
bueno que se supiera antes para que pudiera haber 
intervención de la ciudadanía, proponiendo mejoras, 
cuestionando lo que se entienda cuestionable. Nada 
de eso menoscaba la autoridad del Poder Ejecutivo, 
que tendrá que asumirla, así como también la res- 
ponsabilidad consiguiente. Pero sería bueno, hasta 
por esas razones de oportunidad que con fino sentido 
político señalaba el señor Legislador Moreira, que en 
este momento, mientras hay gente que junta firmas 
para prohibir la actividad de minería a cielo abierto, 
se dijera: “Señores, esto es transparente; acá no hay 
nada que ocultar. Acá está. Si alguien puede mejorar 
este planteo, estamos atentos”, por supuesto, reser- 
vándose el Poder Ejecutivo la decisión final. 


Se dice: “Bueno, pero, de esa manera ya no es in- 
formación; es participación”. Y sí, está bien, es parti- 
cipación. Lo que ocurre es que el artículo 68 de la ley 
de minería de gran porte establece que se promoverá 
la información y la participación. No lo decimos noso- 
tros; lo dice la ley, e insistimos sobre el tema: hay que 
cumplir con la ley. Que esto implique alguna dosis 
de participación, no menoscaba en absoluto el texto 
legal; al contrario: lo cumple a cabalidad. 


Efectivamente, el artículo 68 dispone: “El Poder 
Ejecutivo promoverá el ejercicio del derecho a la in- 
formación y su transparencia, así como la participa- 
ción de los ciudadanos, entre otras formas, (...)”. La 
participación también debe ser bienvenida por expre- 
so mandato legal. 


Con respecto a la cuestión de si la autorización 
ambiental previa debe ser anterior o posterior al con- 
trato, hemos debatido durante toda la jornada. Evi- 
dentemente, no estamos de acuerdo. Subrayo un 
punto que señalaba el señor Legislador Abdala con 
todo acierto, desde el punto de vista jurídico. Es un 
axioma que la ley especial deroga la general, en cuan- 
to esta última no sea compatible con la primera. Así 
como la ley posterior deroga la anterior, la ley espe- 
cial deroga la ley general. De acuerdo con esos dos 
criterios, que son principios básicos de hermenéutica 
jurídica, debe estarse a lo dispuesto por el artículo 25 
de la Ley n.” 19.126 de minería de gran porte, y no 
hay ninguna norma anterior, ni general. 


Ahora bien: si el Poder Ejecutivo está convencido 
—erróneamente, a mi juicio- de que hay que aplicar 
el artículo 100 del Código de Minería, icuidado! por- 
que si van por ese camino y si lo que se aplica es el 
artículo 100, entonces, tienen que exigir al minero 
que constituya garantía suficiente para responder por 
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los daños y perjuicios que se deriven de la actividad 
minera, fijándose un monto a la Inspección General 
de Minas, lo cual está dicho en el literal h) del nume- 
ral 3 de ese artículo 100. 


No debe confundirse esta garantía por daños y 
perjuicios con la garantía por fiel cumplimiento del 
contrato; eso es otra cosa. La garantía de fiel cumpli- 
miento, es decir, el artículo 27 de la ley de minería de 
gran porte, tiene que ver con los incumplimientos de 
las disposiciones contractuales: pago del canon, pago 
de impuestos, etcétera. 


La garantía que establece el artículo 100 del Có- 
digo de Minería es otra cosa; es para responder por 
los daños que la actividad minera pueda causar. Si el 
Poder Ejecutivo cree que no hay que obtener la auto- 
rización ambiental antes de firmar el contrato porque 
aplica el artículo 100 del Código de Minería, que en 
nombre de esa misma disposición reclame la cons- 
titución de garantías al minero para prevenir even- 
tuales daños y perjuicios. No es lo que pienso, pero 
si es lo que piensa el Poder Ejecutivo, tiene que ser 
consecuente con su criterio y reclamar también esta 
garantía. 


Sobre el artículo 43 y el 2 % adicional, reitero que 
creo que el Estado puede reclamar un 4 % si va a 
otorgar, por un lado, la cláusula de estabilidad tribu- 
taria y, por otro, la cláusula arbitral. Aplico un razo- 
namiento muy sencillo: si cada una de esas cláusulas, 
consideradas por separado, es título suficiente y cau- 
sa bastante para un aumento del canon del 2 % —pun- 
to que no puede ser controvertido, porque resulta de 
la simple lectura de la ley; basta estipular la cláusula 
de estabilidad tributaria o la cláusula arbitral, es de- 
cir, el mecanismo de solución de controversias para 
que sea exigible un 2 % adicional al canon-; si basta 
cualquiera de las dos causas para producir ese efecto 
del 2 % adicional, cuando concurren las dos causas, 
las dos cláusulas, es el 2 % más el 2 %, salvo que una 
disposición expresa dijera lo contrario, que no lo dice, 
porque no hay tal disposición expresa. Entonces, me 
parece claro que esto debe interpretarse en ese sen- 
tido y me parece que es un 2 % por el que puede 
pelear el Estado uruguayo en las negociaciones con la 
empresa minera. Yo no desperdiciaría esa posibilidad. 


En cuanto a la materia tributaria, a la cuestión de 
los beneficios fiscales, creo que es muy importante lo 
que ha dicho aquí el señor Ministro. En dos ocasiones 
le preguntamos por los beneficios fiscales —además, 
el punto está expresamente incluido en el cuestio- 
nario escrito que entregamos a la consideración de 
los señores Ministros- y en ningún momento dijo que 
se vaya a exonerar a la empresa del Impuesto al Pa- 
trimonio. Creo que eso es muy importante, porque 
en todas las consideraciones previas que se hicieron, 
inclusive, en el ámbito de la Comisión de Industria, 
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Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado, 
en una ocasión en la que concurrió el economista 
Masoller por el Ministerio de Economía y Finanzas y 
se le pidió una estimación de lo que sería la renuncia 
fiscal en el primer año de operaciones de Aratirí, se 
tuvo en cuenta el Impuesto al Patrimonio y se estimó 
que la renuncia fiscal —comprendiendo el Impuesto 
al Patrimonio y otros impuestos- se ubicaría entre los 
US$ 700:000.000 y los US$ 1.000:000.000. Sino va a 
haber exoneración del Impuesto al Patrimonio —-como 
surge con claridad de lo dicho por el señor Ministro 
Kreimerman-, creo que es una buena noticia para el 
fisco y, por esa vía, para todos los uruguayos. 


De manera que, con esas consideraciones, entien- 
do que se ha cumplido una jornada útil y fructífe- 
ra, que si bien podrá continuarse más adelante con 
otras instancias, la de hoy ha sido positiva, y reitero 
mi agradecimiento a los señores Ministros por su con- 
currencia aquí en la tarde de hoy. 


SEÑOR AGAZZI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PASQUET.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede inte- 
rrumpir el señor Legislador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: el señor Le- 
gislador Pasquet estaba haciendo una intervención 
conceptual de cierre que no quise interrumpir, pero 
algo que él dijo me motivó a hacer uso de la palabra. 


El artículo de la ley que refiere a difusión y parti- 
cipación que mencionaba el señor Legislador, que es 
importante, establece: “El Poder Ejecutivo promove- 
rá el ejercicio del derecho a la información y su trans- 
parencia, así como la participación de los ciudadanos, 
entre otras formas, mediante la creación de una Co- 
misión de Seguimiento asociada a todo proyecto de 
Minería de Gran Porte durante todo el ciclo de vida 
del proyecto”. 


Está claro a qué se refiere este artículo; después 
dice cómo va a estar integrada esa Comisión de Se- 
guimiento, que creo se refiere a la participación en 
el acompañamiento a la marcha del proyecto y no en 
firmar el contrato, pero en este momento no quiero 
establecer un debate sobre este tema, sino que la in- 
tervención del Legislador Pasquet me sirvió como mo- 
tivador para analizar más profundamente la norma. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede conti- 
nuar el señor Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el artículo 
68, como bien leyó el señor Legislador Agazzi, dice 
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que “El Poder Ejecutivo promoverá [...], así como la 
participación de los ciudadanos, entre otras formas, 
mediante la creación de una Comisión |...]”. La crea- 


ción de la Comisión de Seguimiento no es la única 
forma de promover la participación; se admite la plu- 
ralidad de formas de participación, de manera que, 
cuando se dice que los ciudadanos participan, cuando 
opinan sobre un texto contractual todavía no firmado, 
creo que están participando de manera perfectamen- 
te congruente con el espíritu de transparencia y par- 
ticipación que alienta el texto del artículo 68 de la ley. 


SEÑOR SEMPRONI.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR PASQUET.- Sí, señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede inte- 
rrumpir el señor Legislador Semproni. 


SEÑOR SEMPRONI.- Señor Presidente: varios 
de quienes hablaron, integrantes de la minoría o de 
la oposición —como se quiera llamar—, han plantea- 
do que participamos de una reunión fructífera en 
lo informativo, cosa que compartimos plenamente. 
Siempre hemos dicho que es muy importante que el 
Gobierno, a través de sus Ministros, venga al Parla- 
mento, dé los puntos de vista, los argumentos y las 
posiciones que lo llevan a aplicar determinado tipo de 
políticas y de resoluciones, porque sirven no solo para 
clarificar a los parlamentarios, sino también para que 
lleguen a la población a través de los diferentes me- 
dios. Pero no quiero irme de esta reunión sin mani- 
festar que hay algo que no entiendo y, tal vez, se deba 
a mis limitaciones. 


Me refiero a la controversia entre el fallo de la Di- 
nama antes de la firma del contrato. ¿Por qué planteo 
que no entiendo esto? Porque me hago esta pregunta: 
¿alguien puede pensar que el fallo de la Dinama va a 
ser prohibir la minería de gran porte en el Uruguay? 
¿Va a prohibir que el proyecto se lleve adelante? En 
el mejor de los casos —o en el peor, como se lo quie- 
ra calificar— lo que puede decir la Dinama tiene que 
ver con las condiciones que se van a cumplir, con los 
reparos que habrá que tener, con las dificultades que 
genera la explotación en cuanto a determinadas ca- 
racterísticas que habrá que corregir, pero de ninguna 
manera prohibirlo. 


Si alguien alienta que, ante un fallo negativo, ma- 
ñana tengamos que tirar el contrato, entiendo que 
sea razonable plantear ese dilema. Pero en función 
de lo que entiendo —esa es la duda que me llevo-, 
los fallos solo pueden apuntar a aplicar condiciones, 
características, prohibiciones o lo que sea a la explo- 
tación de algo que sí o sí se va a hacer, pero el con- 
trato nunca va a estar comprometido a ser dejado sin 
efecto. La verdad, esto no lo entiendo. 


1130-C.P 


Era cuanto quería decir, señor Presidente. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede conti- 
nuar el señor Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: creo que 
si a esta altura de la jornada no han quedado claras 
para el señor Legislador Semproni las razones por las 
cuales estimamos que la autorización ambiental pre- 
via debe ser anterior al contrato, desespero de la posi- 
bilidad de convencerlo a la hora 17 y 40. Es la misma 
razón por la que la carreta no debe ir delante de los 
bueyes, pero bueno... 


La cuestión no está centrada en si la Dinama va a 
prohibir o no la minería. El asunto es qué pasa si ma- 
ñana la Dinama dice, por ejemplo, que con relación al 
plan de cierre, al mineroducto, a la terminal portua- 
ria o para mitigar el impacto urbano o cualquier cosa 
de esas sobre las cuales está pendiente la entrega de 
información por la empresa, hay que hacer obras que 
cuestan US$ 100:000.000 o US$ 200:000.000. Creo 
que la empresa va a poder decir: “Cuando firmamos 
el contrato esto no estaba. A mí me están cambiando 
los parámetros dentro de los cuales me moví. Si yo 
asumí en el contrato —porque también se dijo que eso 
iba a estar en el contrato- la obligación de crear equis 
cantidad de puestos de trabajo, y ahora me dicen que 
tengo que poner US$ 200:000.000 para hacer tal 
obra o tal otra, pido que nos sentemos de nuevo a 
conversar”. 


Eso es lo que, a nuestro juicio, habría que evitar, 
haciendo que el contrato sucediera y no antecediera 
a la autorización ambiental previa. Pero no vamos a 
abundar sobre el particular, porque ya hemos hablado 
largo y tendido al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Señor Presidente: se han planteado va- 
rias cuestiones interesantes, pero como una se plan- 
teó muy directamente, quisiera conceder el uso de la 
palabra al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Se- 
ñor Presidente: previamente, agradezco la presencia 
de los Legisladores de la oposición que permanecen 
en Sala. 
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Voy a responder algunas inquietudes, y lamento 
que no estén en Sala quienes las plantearon. 


En primer lugar, queremos dejar claramente esta- 
blecido que nuestra función no es desmentir números 
o informaciones, que se manejan muchas veces pat- 
cialmente y hasta confundiendo unidades de medida 
o nombres de sustancias. Como Ministerio, entende- 
mos que debemos hablar luego de haber analizado y 
desmenuzado el ciento por ciento de la información 
requerida para fijar posición y establecer los límites 
de cada autorización. 


En segundo término, y en este sentido, me impor- 
ta aclarar un par de aspectos vinculados a algunos 
temas que hacen al Inciso 14 “Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente” en 
el cual hay una unidad ejecutora que es la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, que no es un órgano 
desconcentrado y cuyo Director sí está en el Palacio 
Legislativo, conjuntamente con los demás Directores, 
y ni bien termine el receso parlamentario, o si la Co- 
misión de Legislación del Trabajo tiene a bien sus- 
pender el receso para recibir al Ministerio, podremos 
venir a dar cuenta de la información que maneja la 
Comisión, pero información, no elementos como, por 
ejemplo, que hay doscientos contratos, algo absoluta- 
mente falso. Decimos enfáticamente que esto es falso 
y malicioso como afirmación. 


Por lo tanto, tendremos oportunidad de debatir 
estos aspectos en el momento en que la Comisión 
entienda oportuno y me parece que sería importante 
hacerlo, porque muchas veces se maneja información 
que no se sabe quién la brinda y seguramente haya 
gente interesada en aquello de “a río revuelto, ganan- 
cia de pescadores”. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE .- Sí, 
señor Legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Puede inte- 
rrumpir el señor Legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: no pretendo 
adelantar el análisis que tendremos en la Cámara de 
Representantes próximamente con el señor Ministro, 
porque no corresponde y no es el objeto de la con- 
vocatoria del día de hoy; en esa oportunidad, cote- 
jaremos la información que trajo el sindicato, con el 
desmentido que ya ha adelantado el señor Ministro. 


De cualquier manera, más allá de los números, 
quiero reafirmarme en una situación que advierto es 
compleja y de conflictividad, por la sencilla razón de 
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que el sindicato vino al Parlamento, que además re- 
presenta a la enorme mayoría de los trabajadores del 
Ministerio e, inclusive, vino acompañado por COFE, 
que es la organización sindical representativa de los 
trabajadores públicos, para transmitir una serie de si- 
tuaciones y a aportar voluminosa información, que 
incluye esas notas que el Director de Medio Ambiente 
dirigió a sus funcionarios, cuyas pruebas ya tenemos 
aquí. Sin embargo, reitero, no es el tema de hoy. 


Dicho esto, quiero aprovechar para preguntar al 
señor Ministro, a título estrictamente informativo —no 
crea que en mis palabras hay una intención aviesa o 
una ultraintención—, cuál es la naturaleza jurídica de 
la Dinama, porque francamente creía que era un ór- 
gano desconcentrado. Pregunto meramente a título 
informativo. Obviamente, no es un servicio descentra- 
lizado, pero si no es un órgano desconcentrado, ¿qué 
es? Sí es una Dirección del Ministerio, pero ¿a qué 
título? ¿Es una división de la Secretaría Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
o un órgano desconcentrado que integra la Cartera? 


Hago esta pregunta con total objetividad e inocencia. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENA- 
MIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Como bien dijo el señor Legislador, no es el motivo de 
la convocatoria. 


Soy arquitecto y no abogado, pero entiendo que es 
la misma relación que tiene cualquier Dirección Na- 
cional en cualquier Inciso. Por lo tanto, no entiendo 
que la Dinama sea un órgano desconcentrado. 


(Interrupción del señor Legislador Abdala). 


—De todas formas, quiero recalcar que el tema 
de los conflictos planteado es harina de otro costal 
y, como el señor Legislador sabe, cuando se empren- 
de una reestructura, siempre hay quienes se sienten 
afectados, y muchas veces se actúa en función del 
desconocimiento. 


Me importa destacar un par de temas más a los 
que se hizo referencia. Uno tiene que ver con el ins- 
trumento de ordenamiento territorial Estrategias 
Regionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sustentable de la Región Este, aprobado finalmente 
como culminación del proceso el 6 de noviembre de 
2013. Esto responde a un acuerdo y la consiguiente 
aprobación de las cinco Juntas departamentales que 
integran la región este, a saber: Cerro Largo, Trein- 
ta y Tres, Lavalleja, Rocha y Maldonado, refrendados 
por los cinco Intendentes titulares y también por no- 
sotros, en función de Poder Ejecutivo. Dentro de es- 
tas estrategias, el artículo 9.” regula lo que tiene que 
ver con la planificación vinculada a las actividades 
mineras. 
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Asimismo, me importa destacar que, más allá de 
esto, se han establecido convenios de trabajo en el 
que coparticipan los Gobiernos Departamentales de 
Durazno, Treinta y Tres y Florida, vinculados con los 
posibles impactos de análisis de planificación urbana 
para la zona de posible emplazamiento de este em- 
prendimiento. 


También importa definir y aclarar que las directri- 
ces de ordenamiento territorial no se realizan por ac- 
tividad, sino que estos lineamientos de ordenamiento 
territorial están dados por unidades geográficas, ya 
sea por las directrices costeras —el proyecto respec- 
tivo ya fue aprobado por la Cámara de Diputados y 
en este momento está a consideración de la Cámara 
de Senadores, en la Comisión respectiva— o por las 
directrices nacionales, cuyo artículo está a considera- 
ción de la Comisión respectiva en la Cámara de Re- 
presentantes. 


Era cuanto queríamos referir. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Concedemos el uso de la palabra al se- 
ñor Subsecretario para que conteste las referencias 
que se hicieron en varias oportunidades del punto 
que él analizó. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE INDUSTRIA, 
ENERGÍA Y MINERÍA.- Señor Presidente: antes de 
referirme al punto, en primer lugar, quiero sumarme 
a la consideración positiva de esta jornada de inter- 
cambio, fundamentalmente para aclarar información, 
brindada, a mi entender, profusamente por el Poder 
Ejecutivo sobre un proyecto importante, a la vez que 
significativa en cuanto a establecer e identificar las 
diferencias que tenemos, como corresponde en una 
sociedad democrática. 


En segundo término, me quiero sumar al agrade- 
cimiento y reconocimiento a los dos Legisladores de 
la oposición que hace buen rato se mantienen en esta 
sesión, uno por cada partido, lo que constituye una 
muestra de responsabilidad y de coherencia a la hora 
de asignar tanta importancia a este tema y a esta con- 
vocatoria, como se ha dicho durante toda la sesión. 
Por lo tanto, vaya mi consideración hacia ellos. 


En tercer lugar, creo que está claro que también 
surgen de la sesión algunos acuerdos, consensos o 
puntos de vista afirmados por todos y no controver- 
tidos por ninguno, por lo menos a este nivel, y que 
son sustantivos y hacen al fondo del tema que está en 
debate en la sociedad uruguaya. 


Todos coincidimos en la importancia de la activi- 
dad minera por los recursos importantes que supon- 
drá para el país, por el destino que entre todos hemos 
decidido dar a esos recursos que, sin duda, redun- 
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dará en beneficio para nuestros conciudadanos, fun- 
damentalmente, también en clave descentralizadora, 
para los del interior del país. 


Asimismo, todos coincidimos en que es tan impor- 
tante desarrollar la actividad como que se haga de 
la mejor manera. En ese sentido, impulsamos —y nos 
congratula que el Parlamento las haya aprobado- exi- 
gencias legales de incorporación de las mejores prác- 
ticas internacionales a nivel mundial para el desarro- 
llo de esta actividad en el país. 


Creo que ha quedado claro que la evaluación y 
procesamiento del proyecto llamado Valentines se 
viene llevando a cabo con total y absoluta transparen- 
cia, lo cual para nosotros es muy importante. Habla- 
mos de transparencia en cuanto a los directamente 
involucrados, que se expresa en la cantidad de super- 
ficiarios, es decir, de dueños de predios afectados que 
han sido notificados personalmente sobre el avance 
de este proyecto y a nivel masivo en diarios naciona- 
les y de publicación local por edicto. Esta transparen- 
cia también estará planteada en la reiterada voluntad 
del Gobierno de hacer públicos los términos del con- 
trato una vez que se concrete. Muy bueno será para 
la sociedad uruguaya consagrar esto como práctica 
habitual y superar situaciones del pasado en las que 
esto no era la norma en relación a los importantes 
contratos que suscribió el Estado con distintos acto- 
res privados. Creo que esto es muy positivo. Si mal 
no recuerdo, lo señalaba el señor Legislador Posada, 
citando casos de importantes proyectos en los que no 
se verificó esa situación. Creo que ese es otro capi- 
tal que estamos construyendo entre todos y hace a la 
transparencia. 


Queremos precisar también algunos puntos en 
torno a los cuales ha habido discrepancias y que no 
podemos dejar pasar sin volver a establecer con clari- 
dad nuestra posición. 


El proceso se está llevando a cabo en estricto 
cumplimiento de la ley, en particular, de una ley muy 
precisa, como la ley de minería de gran porte que 
impulsamos, que es de las leyes más concretas en 
cuanto a la determinación de pasos que el Gobierno 
debe cumplir para llevar a cabo un proyecto de esta 
naturaleza, pero también en cumplimiento total de 
la ley en caso de la firma del contrato previamente 
al otorgamiento de la autorización ambiental. 
Reconocemos que en este tema, como en otros, 
pueda haber más de una biblioteca y diferencias de 
opiniones. Respetamos las interpretaciones que se 
han hecho aquí, no las compartimos, pero dejamos 
claro que estamos actuando en el marco de la ley y 
que así lo seguiremos haciendo. 


COMISIÓN PERMANENTE 


20 de febrero de 2014 


En ese sentido, reiteramos que lo afirmamos no 
porque sea un parecer de esta Administración o de 
uno, dos o más de los abogados que han sido consul- 
tados y que han brindado sus dictámenes en el senti- 
do que estamos defendiendo, sino respaldados por la 
ley de minería de gran porte, en su artículo 24, y por 
la Ley n.* 16.466, en sus artículos 6.” y 7.” , que ex- 
plícitamente establecen que la autorización ambien- 
tal previa es requisito para el inicio de la actividad y 
no para los actos jurídicos que la habilitan; léase el 
contrato. Creemos que esto debe quedar meridiana- 
mente claro porque así está en las normas. Se pueden 
compartir estas normas, se puede proponer su modi- 
ficación; estas son las normas que respaldan que es- 
tamos ajustados a derecho en nuestra interpretación. 


Además, si bien no lo señalé, esta es una buena 
oportunidad para reafirmar que esto también está es- 
tablecido en el artículo 63 del Código de Minería, que 
como principios generales que rigen la ejecución de 
la actividad minera, a texto expreso estableció acre- 
ditar la obtención de las autorizaciones ambientales 
como condición básica para la ejecución de la activi- 
dad minera, en consonancia con lo que establece la 
ley ambiental a que hacíamos referencia. Lo cito al 
final y con esta jerarquía porque esta norma es de ac- 
tualidad. No se puede decir que esta norma se apro- 
bó en desconocimiento de los importantes proyectos 
mineros que pudieran sobrevenir en el país porque es 
una norma antigua. Esta disposición está dentro de la 
modificación del Código que procesamos en este Par- 
lamento; es de fecha 23 de setiembre de 2011, como 
Ley n.” 18.813, modificativa del Código de Minería. 


Quiere decir que hay un marco legal actual. Nos 
satisface que estas normas impulsadas por nuestra 
Administración, tendientes a brindar más garantías 
de cumplimiento de las normas ambientales, más exi- 
gencias en cuanto a la transparencia, a la seriedad y 
al vertido de información por parte de las empresas, 
hoy sean reivindicadas por todo el sistema político. 
Con todo el trabajo que nos ha dado elaborar, impul- 
sar y colaborar con los Legisladores en su aprobación, 
realmente nos vamos satisfechos de que hoy sean un 
capital reivindicado por todo el sistema político. 


Muchas gracias, señor Presidente y señores Legis- 
ladores, por una nueva instancia parlamentaria de la 
que creo que todos salimos enriquecidos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Tiene la pala- 
bra el señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA 
Y MINERÍA.- Señor Presidente: para cerrar la sesión 
de hoy, las preguntas y respuestas, quiero señalar que 
hace tiempo que me vengo haciendo y respondiendo 
tres preguntas —creo que la discusión de hoy me ha 
enriquecido en ese sentido—, algunas de ellas objeto 


20 de febrero de 2014 


de esta convocatoria y otras que tengo in mente debi- 
do, lógicamente, a los comentarios y opiniones que se 
hacen sobre este tema. 


Para nosotros, esas tres preguntas están precisa- 
mente contestadas con los elementos que hemos ma- 
nejado en el día de hoy. 


La primera pregunta refiere a si es necesaria la 
extracción de hierro para la humanidad; pregunta 
obvia, que creo que ha sido contestada con total cla- 
ridad: nuestra sociedad, no solo en los aspectos rela- 
tivos a los bienes que se mencionaban, sino en otra 
multitud de aspectos, depende de esa extracción de 
hierro. 


Esa primera interrogante es muy clara, pero 
cuando uno se pregunta si la extracción de hierro es 
necesaria para la humanidad, la siguiente que surge 
es si es conveniente para Uruguay extraer el hierro 
que tiene en su territorio. Esa segunda pregunta 
también tiene una respuesta positiva, en la medida 
en que implica un ingreso significativo, que hemos 
detallado, que hemos propulsado —porque los cambios 
se han propiciado desde el Gobierno—, en la medida 
en que genera fuentes de trabajo y diversificación 
productiva. Y no oponemos este tema de desarrollo al 
del medio ambiente, porque uno, por profesión, sabe 
bien que no son puntos opuestos, ni de equilibrio. La 
tecnología y la ciencia actuales permiten el desarrollo 
y el cuidado del medio ambiente en forma conjunta. 
Por ende, no es como se ha planteado un tema de 
oposiciones o equilibrios, sino de avances en ese 
sentido. 


Si uno se pregunta si para la humanidad es nece- 
sario el hierro que se ha extraído, que tiene respuesta 
positiva; si uno se pregunta si para Uruguay es con- 
veniente que se exploten en el futuro los diversos mi- 
nerales metálicos, incluido el hierro —-que es el caso 
que hoy nos ocupa-, que también tiene respuesta po- 
sitiva, la tercera pregunta que nos hacemos es si es 
conveniente la firma de un acuerdo, y la explotación 
subsiguiente luego de que se den los pasos respec- 
tivos, con la empresa Aratirí. Esta tercera pregunta 
también tiene una respuesta positiva a partir de los 
elementos que hemos manejado en esta reunión. La 
respuesta es positiva, básicamente, porque la extrac- 
ción del mineral está sujeta a los pasos y a los im- 
puestos que se han descrito, y a un contrato que se 
está negociando, que tendrá elementos de cambio en 
el futuro, pero que constituirá la seguridad jurídica 
para ambas partes. 


Se ha estado hablando repetidamente sobre la 
conveniencia de la firma, sin ver cuál es la parte 
del modelo que hemos mostrado anteriormente. El 
señor Subsecretario y el señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente han sido 
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muy claros en cuanto a las legislaciones aplicables y 
a la razón de establecer un orden en los temas. El 
modelo tiene su justificación porque hay aspectos 
prácticos que tienen que ver con los tiempos de 
contratos, con los tiempos de concesión. Eso también 
ha sido explicado; por lo tanto, la razón es de 
oportunidad. Esta es una característica de todas las 
inversiones que se están haciendo, y es un elemento 
clave de comparación. Lo jurídico está claramente 
justificado. Cuando se hace una nueva generación, 
por ejemplo, de una unidad eléctrica, se firma el 
contrato con la empresa correspondiente, luego se 
pone una garantía y se solicita -se pueden desarrollar 
en los parques eólicos o en otros lados—, por un 
lado, las autorizaciones ambientales y, por otro, el 
financiamiento de las empresas. 


Quiere decir que no solo es de estricta lógica lo 
que decimos desde el punto de vista jurídico, sino 
que es de estricta lógica desde el punto de vista de 
la confianza y de los compromisos asumidos, porque 
el contrato se realiza. Hay un aspecto con el que dis- 
crepamos con el señor Legislador. Me refiero a que 
la empresa, al firmar el contrato, se compromete con 
una garantía muy importante. 


Ningún trabajo se puede hacer si no hay una au- 
torización ambiental previa. Pero ningún avance de 
explotación se puede hacer si no se tiene en cuenta 
el modelo que se sigue en todas las otras inversiones 
y que jurídicamente está explicado. Firmar los com- 
promisos contractuales; incluir dentro del contrato 
el hecho de no tener autorización previa es causal 
de caída de este. Luego, se procede a los pasos de 
autorización, amojonamiento y demás, que los Minis- 
terios tienen que aprobar en su autonomía. Además, 
la sociedad ve que esta ha sido una ley de minería 
absolutamente responsable. 


Nosotros somos los propios propulsores de todos 
estos elementos económicos, ambientales y de trans- 
parencia. Por lo tanto, para mí, estas preguntas están 
claramente respondidas: es conveniente la explota- 
ción de hierro para la humanidad; es conveniente la 
explotación de hierro en nuestro país; es conveniente 
la firma de un acuerdo con Aratirí, y estamos siguien- 
do los pasos con total transparencia y legalidad para 
realizarlo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Saludamos a 
los señores Ministros. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro y el señor 
Subsecretario de Industria Energía y Minería, y el se- 
ñor Ministro y la señora Subsecretaria de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente). 
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12) INFORMES DE LA COMISIÓN ESPECIAL 
PARA EL ESTUDIO DE VENIAS DE 
DESIGNACIÓN, RELACIONADAS CON LAS 
SOLICITUDES DE VENIAS REMITIDAS 
POR EL PODER EJECUTIVO, A FIN DE 
DESIGNAR: EN CALIDAD DE EMBAJADOR 
EXTRAORDINARIO Y PLENIPOTENCIARIO 
DE LA REPÚBLICA ANTE EL GOBIERNO 
DE LA REPÚBLICA DE AUSTRIA, AL 
DOCTOR BRUNO JAVIER FARAONE 
MACHADO; EN CALIDAD DE EMBAJADORA 
EXTRAORDINARIA Y PLENIPOTENCIARIA 
DE LA REPÚBLICA ANTE EL GOBIERNO 
DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, A LA 
ESCRIBANA LILIÁN ZULMA SILVEIRA 
FARACO” 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Se pasa a 
considerar el asunto que figura en segundo térmi- 
no del Orden del Día: “Informes de la Comisión 
Especial para el estudio de Venias de Designación, 
relacionadas con las solicitudes de venias remitidas 
por el Poder Ejecutivo, a fin de designar: en cali- 
dad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario 
de la República ante el Gobierno de la República de 
Austria, al doctor Bruno Javier Faraone Machado; 
en calidad de Embajadora Extraordinaria y Pleni- 
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potenciaria de la República ante el Gobierno de la 
República del Ecuador, a la escribana Lilián Zulma 
Silveira Faraco”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. n.* 99/2014 
Rep. n.? 41/2014 


COMISIÓN PERMANENTE 

Comisión Especial 

para el estudio de Venias de Designación 

Proyecto de resolución 

Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el 
acuerdo solicitado para acreditar en calidad de Em- 
bajador Extraordinario y Plenipotenciario de la Repú- 
blica ante el Gobierno de la República de Austria al 
señor Bruno Javier Faraone Machado. 


Sala de la Comisión, 13 de febrero de 2014. 


Daisy Tourné, miembro informante; Pablo Abdala, 
Ope Pasquet”. 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE 


RELACIONES EXTERIORES 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
Montevideo, 23 de diciembre de 2013 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA 
COMISIÓN. PERMANENTE; 


PRESENTE 
Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el fin de 
solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 168 
de la Constitución de la República, para acreditar en calidad de Embajador de la 
República, al señor Bruno Faraone. 


La capacidad y eficiencia que el señor Bruno Faraone ha puesto de 
manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera profesional, según se 
manifiesta en el curriculum vitae que se adjunta, constituye a juicio del Poder Ejecutivo, 
un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades que el Gobierno de la 
República se propone asignarle como Embajador Extraordinario y Plenipotenciario ante 
la República de Austria. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente Mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
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“COMISIÓN PERMANENTE 


Comisión Especial 
para el estudio de Venias de Designación 


ACTA n.* 4 


En Montevideo, el día trece de febrero del año dos 
mil catorce, a la hora trece y cuarenta y cinco minu- 
tos, se reúne la Comisión Especial para el estudio de 
Venias de Designación de la Comisión Permanente. 

Asisten sus miembros, señora Legisladora Daisy 
Tourné y señores Legisladores Pablo Abdala y Ope 
Pasquet. 

Preside la señora Legisladora Daisy Tourné, Presi- 
denta de la Comisión. 

Actúan en Secretaría, la señora María Cecilia Fer- 
nández, Secretaria de Comisión, y la Prosecretaria, 
señora Gillian Callorda. 

Asunto entrado 

Abierto el acto, por Secretaría se informa que la 
Suprema Corte de Justicia ha remitido mensaje por 
el cual solicita, de conformidad con lo dispuesto en 
el numeral 4 del artículo 239 de la Constitución de 
la República, la venia correspondiente para designar 
en el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones, 
al doctor Luis Dante Charles Vinciguerra. (Carpeta 
n.” 103/2014 — Distribuido n.” 68/2014). 

Asuntos tratados 

Carpeta n.* 99/2014.- Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita el acuerdo correspondiente, 
conforme lo dispuesto en el numeral 12 del artículo 
168 de la Constitución de la República, a fin de de- 
signar en calidad de Embajador Extraordinario y Ple- 
nipotenciario de la República ante el Gobierno de la 
República de Austria, al doctor Bruno Javier Faraone 
Machado. (Distribuido n.” 66/2014). 

La Comisión aprueba proyecto de resolución. Se 
vota: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa miembro informante a la señora Legis- 
ladora Daisy Tourné (Informe verbal). 
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Carpeta n.” 100/2014.- Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita el acuerdo correspondiente, 
conforme lo dispuesto en el numeral 12 del artículo 
168 de la Constitución de la República, a fin de desig- 
nar en calidad de Embajadora Extraordinaria y Ple- 
nipotenciaria de la República ante el Gobierno de la 
República del Ecuador, a la escribana Lilián Silveira 
Faraco. (Distribuido n.” 65/2014). 

La Comisión aprueba proyecto de resolución. Se 
vota: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa miembro informante al señor Legisla- 
dor Ope Pasquet. (Informe verbal). 

Sin más asuntos que considerar, a la hora quince 
se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Daisy Tourné, Presidenta; María Cecilia 
Fernández, Secretaria”. 


“Carp. n.? 100/2014 
Rep. n.? 42/2014 


COMISIÓN PERMANENTE 


Comisión Especial 
para el estudio de Venias de Designación 


Proyecto de resolución 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el 
acuerdo solicitado para acreditar en calidad de Em- 
bajadora Extraordinaria y Plenipotenciaria de la Re- 
pública ante el Gobierno de la República del Ecuador 
a la señora Lilián Zulma Silveira Faraco. 


Sala de la Comisión, 13 de febrero de 2014. 


Ope Pasquet, miembro informante; Daisy Tourné, 
Pablo Abdala”. 
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COMISIÓN PERMANENTE 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE 


RELACIONES EXTERIORES 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
Montevideo, 23 de diciembre de 2013 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA 
COMISIÓN PERMANENTE 
PRESENTE 

Señor Presidente; 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el fin de 
solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 168 
de la Constitución de la República, para acreditar en calidad de Embajadora de la 
República, a la señora Lilian Zulma Silveira Faraco. 


La capacidad y eficiencia que la señora Lilian Zulma Silveira Faraco ha 
puesto de manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera 
profesional, según se manifiesta en el curriculum vitae que, se adjunta, constituye a 
juicio del Poder Ejecutivo, un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades 
que el Gobierno de la República se propous asignarle como Embajadora Extraordinaria 
y Plenipotenciaria ante la República del Ecuador. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente Mensaje. 

El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
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—Léase el proyecto de resolución. 

(Se lee). 

—En discusión. 

Tiene la palabra la señora Legisladora Minetti. 


SEÑORA MINETTI.- Señor Presidente: ante esta 
solicitud de venia remitida por el Poder Ejecutivo yo 
no integro la Comisión, pero he leído el repartido, 
quiero señalar que el doctor Bruno Faraone es fun- 
cionario del Ministerio de Relaciones Exteriores des- 
de el año 1986, y que de su currículum se desprende 
que ha desarrollado varias tareas de gran responsa- 
bilidad dentro del Ministerio, con gran idoneidad y 
capacidad. A mi modo de ver, esta persona tiene el 
perfil para ser designado Embajador Extraordinario 
y Plenipotenciario de la República ante la República 


de Austria. 


El doctor Bruno Faraone también fue designado, 
en su momento, como Cónsul de nuestro país en Pa- 
namá, en Colombia y fue Cónsul General de la Repú- 


blica en Curitiba. 


Como dije anteriormente, teniendo en cuenta el 
perfil de este funcionario, quien ha desarrollado una 
carrera dentro del Ministerio con todas las garantías 
que se pueden ofrecer para el desempeño de sus fun- 
ciones, y considerando que la Comisión Especial para 
el Estudio de Venias de Designación votó por unani- 
midad el acuerdo solicitado por el Poder Ejecutivo se 
recomienda la aprobación de este proyecto de resolu- 


ción por parte de la Comisión Permanente. 
Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Si no se hace 


uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


—Ha quedado aprobado el proyecto de resolución. 
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Léase el siguiente proyecto de resolución. 
(Se lee). 
—En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 


Legislador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: la Comi- 
sión Especial para el Estudio de Venias de Desig- 
nación de la Comisión Permanente recomienda al 
Cuerpo la aprobación del acuerdo solicitado por el 
Poder Ejecutivo, a fin de designar como Embajadora 
de la República ante el Gobierno de la República de 
Ecuador a la señora escribana Lilián Zulma Silveira 


Franco. 


La señora Silveira Faraco es de profesión escriba- 
na, pero teniendo en cuenta lo que interesa en este 
caso, debo decir que ingresó al Servicio Exterior por 
concurso de oposición y méritos, en el año 1986, y 
desde entonces viene desarrollando la actividad pro- 


pia de su función. 


La escribana Silveira Faraco ha ocupado distin- 
tos cargos, tanto en el Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores como en el exterior, donde se desempeñó 
ante Estados extranjeros y organismos internacio- 


nales. 


En cuanto a su actuación ante otros Estados, cabe 
señalar que, después de otros destinos, llegó a fungir 
como Encargada de Negocios de nuestra Embajada 
en Panamá. Asimismo, en el campo de los organismos 
multilaterales fue nada más y nada menos que Re- 
presentante Permanente Alterna de Uruguay ante las 
Naciones Unidas. Por lo tanto, tiene una trayectoria 
profesional que justifica la propuesta formulada por 


el Poder Ejecutivo. 


Por esa razón, la Comisión Especial para el Estu- 
dio de Venias de Designación recomienda la aproba- 


ción del acuerdo solicitado. 
Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Si no se hace 


uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 13) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE (Baráibar).- Se levanta la 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
sesión. 


Ha quedado aprobado el proyecto de resolución. (Es la hora 18 y 13). 
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